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NOTA  EDITORIAL. 


LA  CASA  DE  LA  JUSTICIA 

LA  AMPLITUD  Y  COMODIDAD  DEL  EDIFICIO 


(Tomado  de  “Nuestro  Diario”. — Junio  de  1928). 


La  Presidencia  del  Poder  Judicial  de  la 
República,  a  cargo  del  Licenciado  don  José 
A.  Medrano  desde  marzo  del  año  en  curso, 
se  ha  venido  significando  por  la  iniciación 
de  una  serie  de  obras  tendientes  a  mejorar 
las  condiciones  de  las  oficinas  pertenecien¬ 
tes  al  ramo  judicial.  Toda  iniciativa  que  en 
tal  sentido  se  hiciera  necesitaba,  como  es 
natural,  de  una  base  económica  y  de  un  in¬ 
greso  regular  de  dinero  para  responder  a  los 
compromisos  que  se  contrajeran.  Dentro 
de  las  estrecheces  en  que  se  había  desen¬ 
vuelto  la  vida  económica  de  la  Corte,  du¬ 
rante  las  administraciones  anteriores,  no  era 
posible  atender  con  liberalidad  a  las  nece¬ 
sidades  materiales  de  los  edificios  y  de  los 
elementos  que  necesitan  las  oficinas. 

Con  todo  esto  bien  sabido,  el  Licenciado 
Medrano  encaminó  sus  primeras  gestiones 
a  la  obtención  de  un  ingreso  que  de  tiempos 
anteriores  se  le  había  suprimido  a  la  Teso¬ 
rería  de  propios  del  Poder  Judicial.  Nos  re¬ 
ferimos  a  la  mitad  de  las  multas  que  impo¬ 


nen  los  Jueces  de  Paz,  mitad  que  por  una 
disposición  del  Gobierno  anterior,  ingresaba 
totalmente  a  la  Caja  de  la  Policía  Nacional. 
El  Presidente  del  Poder  Judicial  ha  rea¬ 
lizado  su  proyecto,  al  que  se  debe  que  la 
Receptoria  de  Fondos  Judiciales  cuente  ac¬ 
tualmente  con  una  entrada  fija  mensual, 
además  de  haber  aumentado  sus  posibili¬ 
dades  por  el  pago  de  un  adeudo  de  parte  del 
Ejecutivo,  que  sin  ser  de  mayor  considera¬ 
ción,  sí  ha  contribuido  a  la  realización  de 
los  varios  proyectos  que  Se  tienen. 

La  principal  de  las  obras  que  actualmente 
se  llevan  a  cabo  merced  a  las  iniciativas  del 
nuevo  Presidente,  es  la  de  ampliación  del 
edificio  que  ocupan  la  Corte  Suprema  y  las 
Salas  de  Apelaciones.  En  las  postrimerías 
de  la  administración  del  Licenciado  Sando- 
val  se  logró  que  el  Gobierno  cediera  el  local 
del  antiguo  Hotel  Iberia,  al  que  se  le  hicie¬ 
ron  reparaciones  formales  hasta  dejarlo  con 
la  decencia  que  requería  el  objeto  a  que  se 
le  destinaba,  Se  proyectaba  instalar  allí, 
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además  de  las  oficinas  supremas,  las  de  los 
Juzgados  de  lo  Civil,  pero  a  última  hora  se 
consideró  que  el  local  era  reducido  en  extre- 
mo  para  tal  número  de  dependencias  y  que¬ 
daron  solamente  las  que  en  la  actualidad 
están  instaladas,  esperando  la  oportunidad 
de  ampliar  el  edificio  para  completar  el 
proyecto  primitivo. 

Se  pensó  desde  un  principio  en  edificar  el 
segundo  piso  correspondiente  a  los  comedo¬ 
res  de  las  dos  casas  y  el  ala  del  Sur,  que  es 
lo  que  se  está  haciendo  en  la  actualidad. 
Con  las  nuevas  construcciones,  la  Corte  Su¬ 
prema  contará  con  un  hermosísimo  salón 
para  audiencias  públicas,  de  veinte  metros 


de  largo,  que  quedará  en  la  parte  central  del 
edificio.  En  el  ala  del  Sur  se  harán  las  ofi¬ 
cinas  de  los  señores  Magistrados  y  las  ne¬ 
cesarias  para  la  Secretaría,  conforme  a  un 
plano  que  ha  presentado,  con  las  debidas  in¬ 
dicaciones  de  la  Presidencia,  el  Arquitecto 
señor  Rimóla.  Toda  la  construcción  de  que 
se  trata  será  de  sistema  "mixto”  y  el  salón 
de  audiencias  públicas  será  dotado  de  corre¬ 
dores  volados,  a  ambos  lados,  para  que  el 
público  asistente  a  las  sesiones  disfrute  de 
comodidades  y  seguridad. 

En  el  grabado  que  tenemos  el  gusto  de 
ofrecer  a  los  lectores  puede  apreciarse  el  es¬ 
tado  que  en  la  actualidad  presentan  los  tra¬ 
bajos,  que  durarán  unos  tres  meses. 


Esta  vista  informa  el  principio  de  los  trabajes  de  los  departamentos  que  ocuparán  la  Presidencia  y  señores  Magistrados  de 
la  Corte  Suprema,  así  como  también  el  Salón  de  vistas  públicas,  en  el  segunodo  piso  del  edificio  que  actualmente  ocupa 
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CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 


CIVIL 

Va  terminado  un  juicio  por  sentencia  ejecutoriada, 
no  pueden  haber  cuestiones  incidentales  a  él;  ni 
el  haberlo  resuelto  produce  jurisdicción  atractiva 
en  el  Juez  que  lo  falló. 

“Corte  Suprema  de  Justicia,  veintiuno  de 
junio  de  mil  novecientos  veintiocho. — Vista 
para  dirimir  la  competencia  que  sostienen  los 
Jueces  de  l”  Instancia  de  Totonicapán  y  Pri¬ 
mero  de  este  departamento,  para  conocer  de 
la  demanda  entablada  por  Filiberto  E.  Cade¬ 
na,  como  apoderado  de  don  Pedro  Solórzano, 
ante  el  segundo  de  los  mencionados  funcio¬ 
narios  sobre  que  se  declare  nulo  el  juicio 
ejecutivo,  nulo  el  remate  y  nulas  las  inscrip¬ 
ciones  que  se  hicieron  con  motivo  del  mismo, 
el  cual  fué  promovido  por  el  Licenciado  Do¬ 
mingo  de  León  ante  el  Juez  de  Totonicapán 
contra  el  citado  señor  Solórzano. — RESUL¬ 
TANDO  :  que  de  los  autos  que  se  tienen  a 
la  vista  aparece :  que  en  el  juicio  seguido  en 
Totonicapán,  por  la  suma  de  doscientos  se¬ 
tenta  y  cuatro  mil  ochocientos  pesos  más 
intereses  que  el  señor  Solórzano  adeuda  al 
Licenciado  de  León,  fué  rematada  la  finca 
inscrita  en  el  Registro  con  el  número  ciento 
cuarenta  y  cinco,  folio  doscientos  diez  y  sie¬ 
te,  del  libro  ochenta  y  uno  antiguo,  habién¬ 
dose  aprobado  el  remate,  aprobado  la  liqui¬ 
dación  y  otorgado  escritura  de  traslación  de 
dominio  a  favor  del  rematario  que  lo  fué  el 
propio  ejecutante. — Terminado  el  asunto  de 
que  se  hace  mérito,  el  señor  Cadena  presentó 
al  Juez  1?  de  1»  Instancia  de  este  departa¬ 
mento,  con  fecha  doce  de  septiembre  del 
año  próximo  pasado,  demanda  sobre  los  ca¬ 
pítulos  antes  mencionados. — Con  este  motivo 
el  señor  de  León  solicitó  del  Juez  de  Toto¬ 
nicapán  que  oficiara  al  Juez  primero  para 
que  se  inhibiera  de  conocer  y  le  remitiera  lo 
actuado,  en  virtud  de  ser  esta  nueva  deman¬ 
da  incidental  del  primer  juicio. — Así  lo  hizo 
el  Juez  de  Totonicapán  pero  habiendo  acep¬ 
tado  la  competencia  el  Juez  primero  ambos 
remitieron  los  autos  a  esta  Corte  para  resol¬ 
ver  lo  que  sea  procedente. — CONSIDERAN¬ 
DO  :  que  el  juicio  seguido  ante  el  Juez  de 
Totonicapán  está  completamente  fenecido 
con  el  otorgamiento  de  oficio  de  la  escritura 
de  traslación  de  dominio  del  inmueble  hipo¬ 
tecado  y  subastado,  de  tal  manera  que  ni  es 


atractivo  respecto  de  otro  asunto  sobre  el 
mismo  objeto  como  para  que  se  pudiera  de¬ 
cretar  su  acumulación  ni  pueden  ya  haber  en 
él  incidentes  de  ninguna  especie,  puesto  que 
éstos,  como  los  define  la  ley  (artículo  1497 
del  C.  de  Pr.  Civiles)  son  cuestiones  que  se 
promueven  en  un  juicio  y  tienen  relación 
inmediata  con  el  negocio  principal. — Por  con¬ 
siguiente,  fundado  en  ese  motivo,  no  tiene 
razón  el  Juez  de  Totonicapán  de  disputar  al 
primero  de  este  departamento  la  competencia 
para  conocer  en  otro  juicio  distinto  como 
tampoco  la  tiene  por  razón  del  domicilio  del 
actor  señor  Solórzano,  pues  la  renuncia  que 
éste  hizo  no  comprende  la  de  que  se  obli¬ 
gara  a  ejercitar  sus  acciones  en  otro  lugar 
distinto  del  de  su  residencia,  sino  que  sola¬ 
mente  se  refiere  a  las  que  se  dedujeron  con¬ 
tra  él  a  consecuencia  del  contrato  de  mutuo 
celebrado  con  su  acreedor. — POR  TANTO  : 
La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo  en 
lo  que  disponen  los  artículos  3  y  4,  Decreto 
Número  273,  16,  inciso  1°,  324,  357,  359  del 
C.  de  Pr.  Civiles  y  26  de  la  L.  O.  del  P.  J. 
concretándose  a  dirimir  la  competencia  y 
tomando  en  consideración  las  causas  que 
se  invocan,  declara:  que  el  Juez  l9  de  1*  Ins¬ 
tancia  de  este  departamento  es  el  competente 
para  coáocer  del  juicio  pendiente  ante  él. — 
Notifíquese  y  con  certificación  devuélvanse 
los  autos  a  los  respectivos  Tribunales  de  su 
procedencia.  —  Medrano.  —  Flores  y  Flores. 
—  Serrano  Muñoz.  —  Paredes.  —  Rodrí¬ 
guez.  —  Juan  Fernández  C." 

CIVIL 

Ha  lugar  al  recurso  de  casación  por  haberse  quebran¬ 
tado  substancialmentc  el  procedimiento,  cuando 
no  se  emplaza  en  tiempo  y  forma  a  los  que 
deben  ser  citados  al  juicio. 

"Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
diez  y  nueve  de  junio  de  mil  novecientos 
vientiocho.  —  Por  recurso  de  casación 
interpuesto  por  el  Licenciado  don  Fila- 
delfo  Salazar  como  apoderado  de  doña 
Leonié  Perlot  viuda  de  Brichaux  y  de  los 
menores  hijos  de  don  Alfredo  Brichaux,  se 
examina  la  sentencia  proferida  por  la  Sala 
Primera  de  Apelaciones  el  siete  de  mayo  úl¬ 
timo,  en  que  desestimando  unas  excepciones 
opuesta?  en  segunda  instancia,  confirma  el 


704 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


fallo  dictado  por  el  Juez  1"  departamental 
que  declara:  que  don  Adolfo  Biggs  es  hijo 
natural  de  don  Alfredo  Bhichaux. — RESUL¬ 
TANDO:  que  en  escrito  fecha  veintidós  de 
abril  de  mil  novecientos  veintiséis,  don  Adol¬ 
fo  Biggs,  asegurando  ser  mayor  de  edad,  se 
presentó  al  Juez  3°  de  1»  Instancia  manifes¬ 
tando  :  que  su  señora  madre  Herlinda  Biggs 
mantuvo  relaciones  amorosas  con  don  Alfre¬ 
do  Brichaux,  viviendo  maridablemente  con 
él  en  la  finca  “El  Regalo",  de  la  jurisdicción 
de  Chicacao,  departamento  de  Sololá,  a  con¬ 
secuencia  de  las  cuales  nació  él;  que  como 
su  padre  murió  sin  haberlo  reconocido  ini¬ 
ciaba  el  correspondiente  juicio  de  filiación, 
ya  que  durante  más  de  diez  años  disfrutó 
del  estado  de  tal  hijo;  dirigiendo  su  deman¬ 
da  contra  don  Ramón  Avarez  por  haberse 
declarado  ausente  a  doña  Leonié  Porlot  viu-  , 
da  de  Brichaux  y  nombrado  como  su  de¬ 
fensor  a  dicho  señor. — RESULTANDO  :  que 
corrido  traslado  de  la  demanda,  el  señor  Al- 
varez  se  concretó  a  manifestar :  que  espe¬ 
raba  las  pruebas  que  adujera  el  actor,  para 
alegar  lo  que  a  su  juicio  estimara  proceden¬ 
te. — RESULTANDO  :  que  abierto  el  juicio  a 
prueba,  con  citación  del  demandado  fueron 
examinados  cinco  testigos  propuestos  por  el 
actor. — RESULTANDO:  que  cuando  ya  se 
había  citado  a  las  partes  para  sentencia,  se 
presentó  el  demandado  manifestando :  que 
don  Adolfo  Biggs  no  podía  comparecer  en 
juicio  por  sí  por  ser  menor  de  edad,  y  como 
su  nombramiento  de  defensor  se  hizo  a  con¬ 
secuencia  de  diligencias  seguidas  por  éste, 
son  nulas  y  nulo  su  nombramiento. — Fun¬ 
dado  en  esos  motivos  opuso  excepción  de 
falta  de  personería  en  el  actor,  presentando 
después  la  partida  expedida  por  el  Encarga¬ 
do  del  Registro  Civil  de  Chicacao  donde 
consta  que  don  Adolfo  Biggs  nació  el  nueve 
de  abril  de  mil  novecientos  ocho,  es  decir, 
que  a  la  fecha  de  esta  demanda  tenia  diez  y 
ocho  años,  no  obstante,  el  Juez  con  anterio¬ 
ridad  y  fundado  en  el  dictamen  de  dos  fa¬ 
cultativos  le  había  asignado  la  edad  de  vein¬ 
tiuno. — RESULTANDO  :  que  habiendo  de¬ 
clarado  el  Juez  sin  capacidad  legal  para 
comparecer  en  juicio  al  menor  Biggs,  se  pre¬ 
sentó  el  Licenciado  G.  Aguilar  F.,  como  apo¬ 
derado  de  Herlinda  Biggs,  manifestando : 
que  su  poderdante  ratificaba  y  daba  por  bien 
hechas  todas  las  gestiones  de  su  hijo  Adol¬ 
fo-  —  Con  fecha  veinticuatro  de  agosto 
(1926)  el  defensor  presentó  tres  memoria¬ 
les  :  en  uno  promueve  la  incompetencia  del 
Juzgado  por  estar  radicado  en  el  primero  el 
juicio  hereditario  de  don  Alfredo  Brichaux; 
en  otro  la  de  falta  de  personería  en  él  por¬ 
que  su  nombramiento  obedece  a  diligencias 
seguidas  a  solicitud  de  quien  no  era  capaz 
para  comparecer  en  juicio;  y  e&  el  tercero  i 


la  nulidad  de  todo  lo  actuado  porque:  a)  es 
nulo  su  nombramiento  de  defensor;  b)  por¬ 
que  no  han  sido  emplazados  en  tiempo  y 
forma  las  personas  que  deben  ser' citadas  a 
juicio  ni  lo  han  sido  para  las  diligencias  de 
prueba  y  sentencia;  c)  porque  el  actor  ca¬ 
rece  de  personalidad,  y  el  hecho  de  que  la 
madre  haya  ratificado  lo  actuado  no  da 
fuerza  a  hechos  substancialmente  nulos ; 
el)  porque  Biggs  conocía  perfectamente  que 
ante  el  Juez  l9  estaba  radicada  la  testamen- 
tería  de  don  Alfredo  y  ante  él  debió  seguir 
el  juicio  de  filiación. — De  estos  memoriales 
solamente  fué  tramitado  el  primero,  y  re¬ 
suelto  en  su  oportunidad  mandando  pasar 
los  autos  al  Juez  l'-’., — Los  otros  dos,  aunque 
se  proveyeron  mandando  hacer  saber  lo  pro¬ 
veído  en  el  primero  que  era  que  se  diera 
traslado  al  actor,  no  fueron  modificadas  esas 
providencias  ni  el  interesado  hizo  ninguna 
otra  gestión  relativa  al  mismo  asunto. — RE¬ 
SULTANDO:  que  recibidos  los  autos,  el 
Juez  1"  dictó  sentencia  que  fué  apelada  por 
el  demandado. — RESULTANDO  :  que  en  se¬ 
gunda  instancia  fué  presentado  un  poder 
otorgado  por  doña  Leonié  Perlot  viuda  de 
Brichaux  por  sí  y  como  tutriz  de  sus  meno¬ 
res  hijos,  a  favor  de  don  Amado  Brichaux  el 
once  de  agosto  de  mil  novecientos  veintiséis 
en  la  Provincia  de  Namur,  Bélgica,  al  que 
se  le  dió  el  pase  el  veintidós  de  noviembre 
del  mismo  año. — RESULTANDO  :  que  en  el 
alegato  de  expresión  de  agravios  el  apodera¬ 
do  de  la  señora  viuda  de  Brichaux,  después 
de  exponer  las  razones  que  le  asisten  para 
pedir  que  la  sentencia  sea  revocada,  expre¬ 
sa  en  un  “otro  sí"  que  sean  tramitadas  las 
excepciones  de  falta  de  personería  en  el 
defensor  y  nulidad  de  todo  lo  actuado  con 
intervención  del  mismo,  de  las  cuales  no  se 
hizo  ningún  mérito  en  primera  instancia. — 
Al  efecto  acompañó  una  certificación  del 
Juez  3"  donde  consta  que  el  señor  Alvarez 
ha  dejado  de  ser  defensor  de  la  señora  de 
Brichaux,  en  virtud  de  que  ya  constaba  que 
ésta  tiene  apoderado.  —  RESULTANDO: 
que  consta  en  una  certificción  presentada 
que  el  Juez  39  de  1*  Instancia  en  auto  fecha 
veinte  de  abril  de  mil  novecientos  veintiséis 
declaró  ausente  a  doña  Leonié  Brichaux 
Perlot  y  nombró  como  su  defensor  a  don 
Ramón  Alvarez  a  quien  se  discernió  el  cargo 
el  veintidós  del  mismo,  fecha  en  que  se  pro¬ 
movió  la  demanda. — En  otra  certificación 
consta:  que  el  Juez  1°  en  auto  de  cinco  de 
agosto  de  mil  novecientos  veinticinco  mandó 
que  se  tuviera  a  don  Amado  Brichaux  con 
personería  en  el  juicio  hereditario  de  don 
Alfredo  Brichaux  que  ante  él  se  seguía  y  el 
catorce  de  noviembre  del  mismo  año  se  dictó 
otro  auto  en  que  se  reconocen  como  here¬ 
deros  y  legatarios  del  señor  Brichaux  a  las 
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personas  instituidas  como  tales  en  el  testa¬ 
mento  que  atorgó  el  veintisiete  de  marzo  de 
mil  novecientos  veinticuatro,  auto*  del  cual 
apeló  don  Adolfo  quien  se.  asignaba  un  le¬ 
gado  que  ya  tenía  recibido.  —  RESULTAN¬ 
DO  :  que  en  la  sentencia  de  segunda  instan¬ 
cia  se  desestiman  las  excepciones  opuestas; 
la  de  falta  de  personería  porque  debió  haber¬ 
se  presentado  dentro  de  los  tres  dias  siguien¬ 
tes  a  la  notificación  de  la  providencia  en 
que  se  manda  correr  traslado  de  la  deman¬ 
da;  y  la  de  nulidad,  porque  en  el  presente 
caso  no  es  excepción  y  porque  debió  haberse 
insistido  en  primera  instancia  para  que  fue¬ 
ra  tramitada  y  resuelta  antes  de  proferirse 
el  fallo;  y  como  ya  se  dijo  al  principio  se 
confirma  la  de  primera  instancia. — RESUL¬ 
TANDO:  que  contra  dicha  sentencia  se  in¬ 
terpuso  el  recurso  de  casación  fundándolo 
en  los  artículos  1868  y  1869,  incisos  primero, 
segundo  y  tercero  del  Código  de  Pr.  Civiles, 
por  infracción  substancial  del  procedimien¬ 
to  y  violación  de  leyes  expresas;  y  se  citan 
como  infringidos  los  artículos  22  y  269  del 
nuevo  Código  Civil;  99,  125,  127,  556,  1499 
y  1501  del  Cód.  de  Prs.  Civiles;  137,  184,  267 
del  Decreto  Número  273. — CONSIDERAN¬ 
DO:  que  el  nombramiento  de  defensor  de 
doña  Leonié  Perlot  viuda  de  Brichaux  he¬ 
cho  por  el  Juez  39  de  l*  Instancia  de  este  de¬ 
partamento  en  auto  fecha  veinte  de  abril  de 
mil  novecientos  veintiséis  y  recaido  en  don 
Ramón  Alvarez  tuvo  por  objeto,  como  en  la 
propia  resolución  se  expresa,  que  éste  la 
representara  en  las  acciones  que  contra  ella 
pensaba  entablar  don  Adolfo  Biggs,  siendo 
una  de  ellas,  indudablemente,  la  de  filia¬ 
ción  de  que  ahora  se  conoce,  la  cual  fué  ini¬ 
ciada  el  mismo  día  que  se  discernió  el  cargo 
al  defensor. — Pero  del  examen  que  se  hace 
de  los  documentos  presentados  se  deduce  y 
así  lo  reconoce  el  demandante  que  los  here¬ 
deros  de  don  Alfredo  Brichaux  son  sus  hijos 
menores  de  edad  León,  Laura,  Amada  y  An¬ 
drea  Brichaux,  a  quienes  doña  Leonié  repre¬ 
senta  como  tutriz  natural,  carácter  en  el  cual 
dió  los  diferentes  poderes  que  se  han  rela¬ 
cionado  a  don  Amado  del  mismo  apellido 
siendo  el  primero  de  estos  poderes  el  que 
fué  presentado  en  el  juicio  hereditario  de 
don  Alfredo,  seguido  ante  el  Juez  1°,  a  vir¬ 
tud  del  cual  se  reconoció  la  personería  de 
dicho  señor  en  auto  fecha  cinco  de  agosto 
de  mil  novecientos  veinticinco,  de  tal  mane¬ 
ra  que  desde  esta  fecha  en  adelante  debe 
tenerse  presente  en  el  lugar  del  juicio  a 
dicho  apoderado,  y  sólo  en  el  caso  de  que 
también  se  hubiese  justificado  su  ausencia, 
procedería  el  nombramiento  de  otro  defen¬ 
sor,  de  la  señora  Perlot,  para  los  casos  en 
que,  como  ha  sucedido,  debiera  responder  a 
una  demanda  o  tuviera  que  hacer  valer  algo 


en  juicio,  y  como  el  expresado  defensor  no 
fué  citado  ni  emplazado,  se  ha  incurrido  en 
uno  de  los  casos  de  quebrantamiento  subs¬ 
tancial  del  procedimiento  o  sea  el  indicado 
por  los  artículos  556  y  1869,  inciso  l9  del 
C.  de  Pr.  Civiles  que  el  recurrente  cita  como 
infringidos.  —  CONSIDERANDO:  que  no 
solamente  por  la  circunstancia  apuntada 
procede  declarar  la  nulidad  de  la  sentencia 
recurrida,  sino  también  porque,  como  se  ha 
dicho,  son  los  menores  León,  Laura,  Amada 
y  Andrea  Brichaux  los  herederos  de  don  Al¬ 
fredo  Brichaux  y  como  la  declaratoria  de 
ausencia  de  doña  Leonié  Perlot  viuda  de 
Brichaux  se  hizo  en  su  condición  personal  y 
no  como  representante  o  tutriz  de  los  expre¬ 
sados  menores,  debe  estimarse,  y  así  lo  esti¬ 
ma  este  tribunal  que  no  alcanza  a  ellos  la 
representación  conferida  al  defensor,  razón 
por  la  cual  no  se  cumplió  con  citar  a  dichos 
menores  por  medio  de  su  representante  le¬ 
gal,  al  juicio  promovido  por  el  señor  Biggs, 
lo  que  en  ningún  caso  pudo  dejarse  de  ha¬ 
cer,  pues  por  su  condición  de  herederos  del 
demandado  son  los  llamados  a  responder 
de  las  acciones  que  se  promuevan  contra 
éste,  incurriéndose  por  este  segundo  motivo 
en  la  omisión  a  que  se  refiere  el  propio  Arto. 
1869,  inciso  tercero,  con  relación  con  el  Arto. 
563  del  propio  Código.  —  CONSIDERAN¬ 
DO  :  por  otra  parte  que  los  menores  de  edad, 
no  pueden  demandar  por  sí,  sino  por  medio 
de  sus  padres,  ni  pueden  ser  demandados 
personalmente;  y  si  bien  el  Arto.  103  del 
Cód.  Civil  reconoce  que  si  el  menor  litiga  es 
válido  el  juicio  sólo  en  cuanto  lo  sea  favo¬ 
rable  no  puede  aplicarse  tal  disposición  al 
caso  sub  judice,  porque  contra  las  preten¬ 
siones  del  actor  están  los  derechos  de  otras 
personas  que  también  son  menores  de  edad, 
a  quienes  afectaría  profundamente  al  man¬ 
tener  como  válido  un  procedimiento  vicia¬ 
do. — Además  ya  fué  declarado  por  el  Juez 
de  1*  Instancia,  en  auto  que  por  no  haberse 
interpuesto  contra  él  ningún  recurso,  ha  que¬ 
dado  ejecutoriado  por  ministerio  de  la  ley 
(Artos.  879,  900  P.  C.,  190  Dto.  N9  273)  que 
el  demandante  señor  Biggs  no  tiene  capaci¬ 
dad  legal  para  comparecer  en  juicio  y  por  esa 
razón  no  debe  ser  admitida  la  demanda  sin 
que  esté  previamente  autorizada  por  el  repre¬ 
sentante  legítimo  de  dicho  señor. — CONSI¬ 
DERANDO:  que  el  demandado  sí  cumplió 
con  lo  que  preceptúa  el  Arti.  1871  del  C.  de 
Pr.  Civiles,  pidiendo  la  subsanación  de  la 
falta  en  primera  instancia  y  repetido  la  so¬ 
licitud  en  la  segunda,  sin  que  en  las  respec¬ 
tivas  sentencias  haya  obtenido  resolución 
favorable  por  lo  que  se  vió  obligado  a  inter¬ 
poner  este  recurso  de  casación ;  no  siendo 
atendibles  las  razones  que  sobre  el  particu¬ 
lar  da  la  Sala  en  la  sentencia  que  se  exami- 
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na  como  son  la  de  no  haberse  interpuesto 
la  excepción  de  falta  de  personería  en  el  de¬ 
mandado  dentro  de  los  tres  días  siguientes 
al  de  la  notificación  de  la  demanda  y  de  no 
haber  insistido  en  pedir  en  primera  instan¬ 
cia  la  enmienda  del  procedimiento  porque 
tratándose  de  una  cuestión  que  atañe  al 
fondo  del  asunto  como  es  la  de  determinar 
la  capacidad  legal  de  los  litigantes,  sin  cuya 
resolución  previa  no  podía  seguirse  adelante 
el  procedimiento,  bastaba  la  solicitud  del  in¬ 
teresado  para  que  el  tribunal  la  tramitara 
sin  necesidad  de  repetidas  gestiones  sobre 
el  mismo  objeto  y  la  resolviera  en  la  forma 
que  estimara  procedente,  sin  sujetarse  es¬ 
trictamente  a  los  términos  establecidos  para 
las  excepciones  con  las  cuales  no  debe  con¬ 
fundirse,  como  la  misma  Sala  lo  dice,  pero 
no  para  dar  origen  a  otras  acciones  distintas 
que  harían  interminables  los  asuntos  sino 
para  estimarlas  como  constitutivas,  de  inci¬ 
dentes  autorizados  por  la  ley  y  para  califi¬ 
carlos  de  previo  y  especial  pronunciamien¬ 
to.  Artos.  1499  y  1501  C.  de  Pr.  Civiles. — 
POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Justi¬ 
cia  con  apoyo  en  lo  que  disponen  los  Artos. 
1867,  1873  inciso  cuarto,  1880  y  1889  del  Có¬ 
digo  antes  expresado,  casa  y  anula  la  sen¬ 
tencia  recurrida,  y  declara  nulo  e  insubsis¬ 
tente  todo  lo  actuado  desde  que  se  interpuso 
la  demanda  sin  estar  autorizada  por  persona 
capaz  para  comparecer  en  juicio. — Notifí- 
quese  y  con  certificación  devuélvanse  los 
autos  al  tribunal  de  su  procedencia. — José 
A.  Medrano.  —  Quirino  Flores  y  Flores.  — 
José  Serrano  Muñoz.  —  Abel  Paredes.  —  J. 
F.  Rodríguez.  —  Juan  Fernández  C.” 


CRIMINAL 

Nadie  puede  ser  condenado  sino  cuando  haya  prueba 
plena  de  que  existió  el  delito,  y  de  que  el  pro¬ 
cesado  lo  cometió. 

“Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
ocho  de  junio  de  mil  novecientos  veintiocho. 
— Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  (le  fe¬ 
cha  catorce  de  abril  del  corriente  año,  en  que 
la  Sala  2 *  de  la  Corte  de  Apelaciones,  con¬ 
firma  el  fallo  que  el  Juez  de  1*  Instancia 
de  Chimaltenango  pronunció  el  veintiocho  de 
octubre  del  año  de  mil  novecientos  veinti¬ 
siete,  en  que  declara :  1" — Que  absuelve  a 
Angela  Tun  viuda  de  Salazar  del  cargo  que 
por  el  delito  de  usurpación  del  estado  civil 
le  fué  formulado ;  2'-‘ — Que  también  absuel¬ 
ve  a  la  señora  Tun  viuda  de  Salazar  del 
cargo  que  por  falsificación  de  documentos 


públicos  se  le  dedujo;  3° — Que  absuelve  del 
cargo  que  por  complicidad  en  él  delito  de 
usurpación  del  estado  civil  se  formuló  a  An¬ 
selmo  Salazar  y  Pantaleón  Sey;  y,  49 — Deja 
abierto  el  procedimiento  contra  el  Encarga¬ 
do  del  Registro  Civil  de  Comalapa. 

RESULTA :  que  Eulalio  Bal  con  fecha  pri¬ 
mero  de  agosto  de  mil  novecientos  veinti¬ 
siete,  se  presentó  por  escrito  ante  el  Juez  de 
l5  Instancia  de  Chimaltenango,  manifestan¬ 
do  lo  que  sigue:  que  es  hijo  legítimo  y  here¬ 
dero  de  Pedro  Bal,  quien  a  su  vez  fué  hijo 
de  Manuel  Bal,  abuelo  paterno  del  compa¬ 
reciente;  que  en  Comalapa  contrajeron 
matrimonio  Simeón  Salazar  y  Angela  Tun, 
quienes  procrearon  a  Manuel  Salazar  Tun; 
que  Manuel  Bal  murió  habiendo  hecho  tes¬ 
tamento  que  fué  autorizado  por  el  Notario 
don  Lisandro  de  León  Manrique;  que  Angela 
Tun  de  Salazar  con  el  fin  de  apropiarse 
todos  los  bienes  de  Manuel  Bal  hizo  que  se 
borrara  el  apellido  de  Salazar  en  la  partida 
de  nacimiento  de  su  hijo  Manuel  y  ese  ape¬ 
llido  se  substituyera  con  el  de  Bal,  hacién¬ 
dose  igual  substitución  en  el  margen  de  la 
misma  acta;  que  la  señora  Tun  de  Salazar 
utilizando  esa  partida  suplantada  siguió  un 
juicio  intestado  con  el  objeto  de  que  se  le 
declarara  heredera  de  su  hijo  Manuel,  ha¬ 
ciendo  aparecer  a  éste  como  hijo  de  Manuel 
Bal  se  apoderó  de  los  bienes  de  Bal  y  logró 
que  se  inscribiesen  a  su  favor;  que  acusaba 
a  las  personas  que  aparecieran  responsables 
criminalmente  de  los  mencionados  delitos ;  y 
que  adjuntaba  con  su  escrito  una  copia  cer¬ 
tificada  del  auto  en  que  fué  declarada  he¬ 
redera  la  señora  Tun  viuda  de  Salazar  y  el 
acta  notarial  levantada  a  su  solicitud,  por 
el  Licenciado  don  Enrique  Bocanegra,  quien 
había  tenido  a  la  vista  el  libro  de  nacimien¬ 
tos  de  la  población  de  Comalapa  correspon¬ 
diente  al  año  de  mil  novecientos  tres.  En  el 
primero  de  los  documentos  que  acaban  de 
mencionarse  consta:  que  el  Juez  de  Io  Ins¬ 
tancia  de  Chimaltenango,  por  auto  de  fecha 
veinte  de  septiembre  de  mil  novecientos  vein¬ 
tiséis,  declaró:  que  Angela  Tun  viuda  de 
Bal  es  heredera  de  su  hijo  Manuel  Bal  sin 
perjuicio  de  tercero  de  igual  o  mejor  dere¬ 
cho.  El  segundo  de  los  documentos  men¬ 
cionados,  es  el  acta  levantada  en  Comalapa 
él  trece  de  noviembre  de  mil  novecientos 
veintiséis  en  la  cual  el  Notario  don  Enrique 
Bocanegra  en  virtud  de  requerimiento  de 
Eulalio  Bal  hizo  constar:  que  tuvo  a  la  vista 
el  libro  de  nacimientos  de  Comalapa,  número 
doce,  y  al  folio  ciento  veintiocho,  se  encuen¬ 
tra  la  partida  que  dice :  “En  Comalapa,  a 
siete  de  marzo  de  mil  novecientos  tres,  ante 
mí  el  Encargado  del  Registro  Civil  y  testi¬ 
gos  que  subscriben  compareció  Simeón  Bal 
y  dijo:  que  ayer  a  las  once  de  la  noche  en 
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esta  población,  nació  Manuel,  hijo  legítimo 
del  compareciente  y  de  Angela  Tun. — Leído 
lo  escrito,  lo  ratificó,  de  este  municipio,  sin 
instrucción  y  no  supo  firmar.  —  Marcelo 
Huertas.  —  Macario  Otzoy. — Ante  mí,  Rai¬ 
mundo  Ovalle.  Al  margen  dice  Manuel  Bal 
T.  —  indo-nombre-h.  1."  —  El  Notario  señor 
Bocanegra  expresa  que  en  la  partida  de  que 
se  trata  notó  :  que  el  apellido  Bal  está  puesto 
con  tinta  diferente  y  "sobre  el  papel  rascado, 
lo  mismo  aparece  en  el  margen,  no  corres¬ 
pondiendo  el  espacio  de  papel  rascado  con 
el  espacio  ocupado  por  la  palabra  Bal,  y  se 
ve  que  se  rascó  otro  apellido  de  mayor  nú¬ 
mero  de  letras”. — RESULTA:  que  Eulalio 
Bal  ratificó  el  escrito  que  había  presentado 
con  fecha  primero  de  agosto  de  mil  novecien¬ 
tos  veintisiete,  agregando  que  se  constituía 
formal  acusador  de  las  personas  que  apare¬ 
ciesen  oulpables;  y  mandada  instruir  la  co¬ 
rrespondiente  averiguación  se  mandaron 
agregar  a  la  causa  y  a  solicitud  del  acusador 
los  documentos  siguientes:  a)  Certificación 
expedida  el  veintiuno  de  junio  de  mil  nove¬ 
cientos  veintisiete  en  que  el  Encargado  del 
Registro  Civil  de  Comalapa  hizo  constar  que 
el  veinte  de  enero  del  año  de  mil  novecien¬ 
tos,  en  dicha  población,  contrajeron  matri¬ 
monio  los  indígenas  Simeón  Salazar  y  An¬ 
gela  Tun,  el  primero  de  veintidós  años  de 
edad,  soltero,  agricultor,  de  Comalapa,  hijo 
ilegítimo  de  María  Tránsito  Salazar;  y  la 
segunda  de  diez  y  seis  años,  originaria  de 
San  Martín  Jilotepeque,  vecina  de  Comalapa 
hija  ilegítima  de  Juana  Tun,  teniendo  como 
abuelos  maternos  a  Cristóbal  Tun  y  Trini¬ 
dad  Pérez ;  b )  Certificación  expedida  a  tres 
de  julio  de  mil  novecientos  veintisiete,  en 
que  el  Párroco  Tránsito  F.  López  encargado 
de  la  Parroquia  de  San  Juan  Comalapa,  hizo 
constar  que  el  diez  y  ocho  de  febrero  de  mil 
ochocientos  setenta  y  siete,  el  Presbítero  don 
Romualdo  Monterroso,  bautizó  solemnemen¬ 
te  a  Simeón  Salazar  quien  nació  ese  mismo 
día  (diez  y  ocho  de  febrero),  y  era  hijo  ile¬ 
gítimo  de  Tránsito  Salazar;  y,  c)  Copia  cer¬ 
tificada  expedida  por  el  Registrador  Civil  de 
Comalapa  en  la  cual  hizo  constar;  que  con 
fecha  veintinueve  de  junio  de  mil  novecien¬ 
tos  veintiséis,  se  presentó  a  la  oficina  del 
mencionado  Registro  Macario  Son  dando 
parte  de  que  el  día  anterior  (veintinueve  de 
junio)  a  las  seis  p.  m.,  habia  fallecido  de 
tifus  Manuel  Bal  Tun,  de  veintitrés  años, 
casado  con  Eufemia  Otzoy,  hijo  legítimo  de 
Simeón  Bal  y  Angela  Tun, — RESULTA  :  que 
para  establecer  si  la  partida  de  nacimiento 
de  Manuel  Bal  o  Salazar  habia  sido  alte¬ 
rada,  el  Juez  de  l»  Instancia  de  Chimalte- 
nango,  por  auto  de  fecha  cuatro  de  agosto 
del  mismo  año  (1927)  nombró  a  los  expertos 
don  Alberto  Rosales  y  don  Joaquín  Santiago, 


quienes  previas  las  formalidades  legales, 
emitieron  su  dictamen  manifestando  :  que  en 
el  libro  de  nacimientos  de  Comalapa,  nú¬ 
mero  doce,  al  folio  ciento  veintiocho,  se  en¬ 
cuentra  la  partida  número  cincuenta  y  dos 
en  la  cual  aparece:  que  con  fecha  siete  de 
marzo  de  mil  novecientos  tres,  compareció 
Simeón  Bal  dando  parte  del  nacimiento  de 
su  hijo  legítimo  Manuel,  procreado  con  An¬ 
gela  Tun;  que  en  dicha  partida  se  nota:  que 
los  apellidos  de  Simeón,  el  compareciente  y 
el  de  su  hijo  inscrito,  al  margen,  están  en¬ 
mendados,  y  en  ambas  partes  el  apellido 
Bal  está  escrito  sobre  rascaduras  del  papel, 
con  tinta  y  letra  distintas  del  resto  de  la  par¬ 
tida;  además  por  las  .señales  de  la  palabra 
raspada,  ellos  (los  expertos)  tenían  casi  la 
seguridad  de  que  “la  palabra  borrada  decía : 
Salazar". — RESULTA :  que  el  acusador  Eu¬ 
lalio  Bal  presentó  al  Juez  instructor  una  cer¬ 
tificación  expedida  por  el  Secretario  del  Juz¬ 
gado  de  1"  Instancia  de  Chimaltenango,  en 
la  cual  constan  las  declaraciones  dadas  por 
Pantaleón  Sey  y  Anselmo  Salazar  quienes 
expusieron:  que  conocen  a  Angela  Tun;  que 
Manuel  Bal  fué  casado  con  Eugenia  Otzoy 
con  quien  no  procreó  nigún  hijo ;  Sey  afirmó 
que  la  pariente  más  cercana  que  dejó  Bal 
es  Angela  Tun  y  Salazar  dijo:  que  Angela 
Tun  viuda  de  Bal  es  la  única  persona  que 
quedó  con  derecho  a  la  herencia  de  Manuel. 
—  Estos  testigos  fueron  examinados  en  el 
juicio  intestado  de  Manuel  Bal  Tun,  con 
fecha  trece  y  diez  y  ocho  de  septiembre  de 
mil  novecientos  veintiséis,  respectivamente. — 
RESULTA :  que  obtenida  la  captura  de  An¬ 
gela  Tun  viuda  de  Bal,  Pantaleón  Sey  Tartín 
y  Anselmo  Salazar  Otzoy,  al  ser  indagados 
expusieron  lo  que  sigue :  La  viuda  de  Bal 
dijo:  que  suponía  que  había  sido  detenida  a 
solicitud  de  Eulalio  Bal  con  quien  tienen  un 
pleito  pendiente,  a  causa  de  los  bienes  que 
la  interrogada  heredó  de  su  hijo  Manuel  Bal 
Tun,  bienes  que  éste  adquirió  a  su  vez  por 
herencia  de  su  abuelo  Manuel  Bal,  padre  de 
Simeón  Bal  esposo  de  la  declarante ;  que 
contrajo  matrimonio  con  Simeón  Bal  hijo  de 
Manuel  Bal  y  Tránsito  Salazar  con  fecha 
veintiuno  de  enero  de  mil  novecientos  y  que 
Bal  reconoció  como  hijo  suyo  a  Simeón  de 
este  último  apellido ;  que  es  cierto  que  pro¬ 
puso  como  testigos  a  Pantaleón  Sey  y  Ansel¬ 
mo  Salazar  con  el  objeto  de  que  dichas  per¬ 
sonas  declararan  en  el  intestado  de  su  men¬ 
cionado  hijo,  para  establecer  por  este  medio, 
que  la  interrogada  era  la  pariente  más  cerca¬ 
na  del  causante  Bal  Tun;  que  no  ha  inter¬ 
venido  la  declarante  en  la  suplantación  de  la 
partida  de  nacimiento  de  Manuel  Salazar; 
y  que  ignoraba  en  qué  documento  había 
reconocido  Manuel  Bal  al  esposo  de  la  de¬ 
clarante;  Sey  dijo  que  el  trece  de  septiembre 
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del  año  anterior  (1926)  se  presentó  a  decla¬ 
rar  en  el  intestado  de  Manuel  Bal  Tun;  que 
el  deponente  conoció  al  hijo  de  Angela  Tun 
con  el  nombre  de  Manuel  Bal  Tun  y  antes 
de  ir  a  declarar  vió  las  certificaciones  en 
que  constan  las  partidas  de  nacimiento  y 
defunción  del  mencionado  Bal  Tun,  las  cua¬ 
les  le  fueron  mostradas  por  doña  Angela;  y 
Salazar  expuso  que  con  fecha  trece  de  sep¬ 
tiembre  de  mil  novecientos  veintiséis,  decla¬ 
ró  en  el  intestado  de  Manuel  Bal  Tun,  a 
quien  el  interrogado  conoció  con  este  nombre 
vió  su  partida  de  nacimiento  y  cuando  aquél 
contrajo  matrimonio,  el  año  de  mil  novecien¬ 
tos,  el  interrogado  asistió  como  testigo  a  di¬ 
cha  ceremonia. — RESULTA:  que  indagado 
Marco  Aurelio  García  Rivera,  Registrador 
Civil  de  Comalapa,  expuso  que  desde  el  vein¬ 
tinueve  de  julio  de  mil  novecientos  veinti¬ 
cinco,  hasta  la  fecha  (25  de  agosto  de  1927), 
ha  estado  desempeñando  el  cargo  de  Regis¬ 
trador  de  la  población  que  acaba  de  mencio¬ 
narse;  que  de  mil  novecientos  doce  a  mil 
novecientos  quince  desempeñó  dicho  empleo 
y  después  de  mil  novecientos  quince  tam¬ 
bién  tuvo  a  su  cargo  aquel  Registro  durante 
tres  meses,  pero  no  recuerda  en  qué  año; 
que  a  Manuel  Bal  Tuyuc,  no  lo  conoció,  pero 
sí  a  Simeón  Salazar  y  Manuel  Bal  o  Salazar 
Tun,  lo  mismo  que  a  Eulalio  Bal  y  Angela 
Tun;  que  es  cierto  que  el  interrogado  expi¬ 
dió  con  fecha  tres  de  septiembre  de  mil  nove¬ 
cientos  veintiséis,  la  certificación  que  se  le 
ponía  a  la  vista  y  en  la  cual  consta  la  partida 
de  nacimiento  de  Manuel  hijo  legítimo  de 
Simeón  Bal  y  de  Angela  Tun,  niño  que  fué 
inscrito  al  folio  ciento  veintiocho  del  libro 
de  nacimientos  número  doce,  de  Comalapa; 
que  no  recordaba  si  al  extender  dicha  certi¬ 
ficación  la  partida  de  que  se  trata  ya  estaba 
suplantada,  y  en  el  caso  de  que  así  hubiese 
sido,  el  interrogado  no  era  responsable  de 
ese  hecho,  porque  indudablemente  la  partida 
ya  estaba  alterada ;  y  que  al  expedir  la  certi¬ 
ficación  mencionada  no  hizo  constar  las  ras¬ 
paduras  y  enmendaturas  que  tenía  la  parti¬ 
da  de  nacimiento,  por  dos  razones:  primera, 
porque  no  lo  creyó  necesario  y  segunda,  por¬ 
que  probablemente  fueron  salvadas  la  en¬ 
mendaturas  al  final  de  la  misma  partida  por 
la  persona  que  la  asentó,  en  el  supuesto  de 
que  aquella  aparezca  suplantada.  En  dili¬ 
gencia  posterior,  el  interrogado  dijo:  que 
presentaba  el  expediente  matrimonial  for¬ 
mado  a  solicitud  de  Manuel  Bal  y  Eufemia 
Otzoy,  actuaciones  en  las  cuales  corre  agre¬ 
gada  una  certificación  extendida  a  veinti¬ 
cinco  de  julio  de  mil  novecientos  veinticinco, 
por  el  Registrador  Civil  que  había  en  esa 
fecha  en  Comalapa,  y  que  lo  era  el  señor  don 
José  María  del  Valle  Alfaro,  documento  en 
que  aparece  certificada  la  misma  partida  del 


folio  ciento  veintiocho  del  libro  número  doce 
de  nacimientos,  de  la  población  que  acaba  de 
mencionarse,  estando  asentad.o  en  dicha  par¬ 
tida  el  nacimiento  de  Manuel  hijo  legítimo 
de  Simeón  Bal,  quien  dió  el  parte  con  fecha 
siete  de  marzo  de  mil  novecientos  tres  y 
Angela  Tun. — RESULTA:  que  se  decretó  la 
prisión  provisional  de  Angela  Tun  de  Sala- 
zar  por  usurpación  del  estado  Civil  y  la  de 
Pantaleón  Sey  y  Anselmo  Salazar  por  el 
delito  de  falso  testimonio;  y  se  mandó  poner 
en  libertad  sujeto  a  resultas  a  Marco  Aurelio 
García  Rivera.  —  RESULTA :  que  Angela 
Tun  presentó  el  segundo  testimonio  de  la 
escritura  pública  número  trescientos  treinta 
y  cinco,  autorizada  en  Chimaltenango,  a  ocho 
de  junio  de  mil  novecientos  veintisiete,  por 
el  Notario  don  Felipe  Valenzuela  C.,  en  la 
cual  María  Socorro  Cumes  de  Bal,  Andrés 
y  Pedro  Curruchíche  hacen  constar,  lo  que 
sigue :  que  ratifican  la  transacción  que  han 
celebrado  con  los  demás  herederos  de  Ma¬ 
nuel  Bal,  advirtiendo  que  no  tienen  ningún 
derecho  que  reclamarle  a  la  heredera  de 
Manuel  Bal  Tun  a  quien  le  reconocen  su 
calidad  de  heredero ;  que  siempre  han  reco¬ 
nocido  a  Manuel  Bal  Tun  como  nieto  legíti¬ 
mo  de  Manuel  Bal,  padre  y  están  de  acuerdo 
con  lo  establecido  en  él  testamento  que  Ma¬ 
nuel  Bal  otorgó  ante  el  Notario  don  Lisandro 
de  León  Manrique;  que  no  apoyan  ni  están 
de  acuerdo  con  las  pretensiones  de  Eulalio 
Bal,  por  estimarlas  injustas  e  ilegales;  y  que 
Manuel  Bal  Tun  era  hijo  de  Simeón  Bal  y 
éste  lo  era  de  Manuel  Bal,  padre. — RESUL¬ 
TA  :  que  al  proceso  se  mandó  agregar  una 
certificación  expedida  el  veintinueve  de  agos¬ 
to  de  mil  novecientos  veintisiete,  en  la  cual 
el  Registrador  Civil  de  Comalapa  hizo  cons¬ 
tar  lo  que  sigue  :  que  en  el  libro  veintiuno  de 
defunciones  al  folio  uno  se  encuentra  la  par¬ 
tida  número  dos,  correspondiente  a  Manuel 
Bal,  quien  falleció  de  vejez,  el  primero  de 
septiembre  de  mil  novecientos  diez  y  nueve, 
era  originario  y  vecino  de  Comalapa,  tenía 
noventa  años  de  edad  y  fué  casado  con 
María  del  Socorro  Cumes,  en  segundas  nup¬ 
cias. — RESULTA :  que  elevada  la  causa  a 
plenario,  se  formuló  cargo  a  los  reos  An¬ 
gela  Tun  viuda  de  Salazar  por  usurpación 
del  estado  civil  y  falsificación  de  documen¬ 
tos  públicos,  y  a  Pantaleón  Sey  y  Anselmo 
Salazar  por  complicidad  en  el  primero  de 
los  delitos  que  acaban  de  mencionarse  y 
ninguno  de  los  enjuiciados  se  conformó  con 
dichos  cargos. — RESULTA:  que  al  formali¬ 
zar  su  acusación  Eulalio  Bal  presentó  una 
certificación  expedida  por  el  primer  Regis¬ 
trador  de  la  Propiedad  Inmueble  en  la  cual 
constan  las  inscripciones  de  los  inmuebles 
registrados  a  favor  de  Angela  Tun  viuda  de 
Bal,  y  que  son  los  siguientes :  fincas  núme- 
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ros  sesenta  y  uno,  sesenta  y  dos  y  siete  mil 
setecientos  diez,  folio  sesenta  y  uno,  sesenta 
y  dos  y  treinta  y  uno,  libros  tres  y  cien  de 
Chimaltenango,  respectivamente,  operacio¬ 
nes  que  fueron  practicadas  con  fecha  nueve 
de  octubre  de  mil  novecientos  ventiséis. — 
RESULTA:  que  el  defensor  de  Angela  Tun 
al  evacuar  el  traslado  que  le  fue  conferido 
acompañó  el  primer  testimonio  de  la  escritu¬ 
ra  pública  autorizada  por  el  Notario  don 
Lisandro  de  León  Manrique  en  Comalapa 
a  las  cuatro  y  quince  minutos  p.  m.,  del  cinco 
de  agosto  de  mil  novecientos  diez  y  nueve, 
en  la  cual  consta  el  testamento  de  Manuel 
Bal  Tuyuc  quien  entre  otras  cosas,  expresó 
en  dicho  instrumento  lo  que  sigue :  que  sus 
padres  se  llamaban:  Francisco  Bal  y  María 
Tuyuc  de  Bal;  que  fué  casado  en  primeras 
nupcias  con  Cipriana  Salazar  ya  difunta,  con 
quien  procreó  varios  hijos  de  los  cuales  sólo 
vive  Pedro  Bal;  que  contrajo  segundas  nup¬ 
cias  con  Socorro  Cumes,  con  quien  vivia 
cuando  hizo  el  testamento  y  con  dicha  seño¬ 
ra  no  procreó  hijos,  teniendo  ella  (la  Cu- 
mes)  tres  hijos  llamados  Andrés,  Pedro  y 
Julio  Curruchiche;  que  el  terreno  "Mag- 
Cuy-Ché”  compuesto  de  veintinueve  manza¬ 
nas  debe  dividirse  en  la  forma  siguiente : 
deja  doce  y  media  manzanas  a  su  hijo  Luis, 
doce  y  media  a  su  nieto  Manuel  Bal  Tun  y 
las  cuatro  restantes  las  deja  como  legado  a 
Paula  Cumes  de  Mux.  El  terreno  "Mag- 
Cuy-Ché"  linda  al  Norte,  con  Pantaleón 
Perén  y  Santos  Pichila,  río  de  por  medio; 
por  el  rumbo  Sur,  con  Andrés  Tactuc,  Juan 
Telón  y  José  Angel  Chirix;  al  Oriente,  con 
Claudio  Bal,  Leocadio  Apén  y  Jacinto  Tuc- 
tuc;  y  Poniente,  con  Juan  Tuctuc,  Leonardo 
Estepán  y  la  mortual  de  Pablo  Otzoy;  que 
la  próxima  cosecha  de  maíz,  trigo,  frijol  y 
habas  la  dejaba  a  su  nieto  Manuel  Bal,  a  su 
esposa  María  Socorro  y  a  sus  entenados 
Andrés,  Julio  y  Pedro,  quedando  encargado 
su  mencionado  nieto  del  arreglo  de  las  deu¬ 
das  que  no  paguen  los  jornaleros  que  deben 
al  dicente;  y  que  nombra  tutor  de  su  nieto 
Manuel  a  don  Patrocinio  Gómez ;  que  a  su 
mencionado  nieto  también  le  deja  el  terreno 
denominado  “Chicurá”,  de  siete  cuerdas  de 
extensión  descrito  en  la  cláusula  marcada 
con  la  letra  K  de  dicho  testamento,  además 
el  potrero  “Sirim-Calel”,  compuesto  de  cinco 
manzanas,  el  terreno  "Xinimajuyu",  un  esca¬ 
parate  grande  con  el  "misterio  del  niño”,  una 
cama  de  caoba  y  una  cómoda  de  pino. — RE¬ 
SULTA :  que  el  Juez  de  1*  Instancia  de  Chi¬ 
maltenango,  dió  fin  al  proceso  con  la  senten¬ 
cia  al  principio  relatada,  fallo  que  como  ya 
se  dijo,  fué  confirmado  por  la  Sala  2’  de  la 
Corte  de  Apelaciones. 


RESULTA:  que  el  Licenciado  don  José 
Barillas  Fajardo,  como  apoderado  de  Eulalio 
Bal,  introdujo  recurso  de  casación  contra  el 
pronunciamiento  proferido  en  segunda  ins¬ 
tancia,  citando  como  infringidos  los  articulos 
siguientes:  13,  568,  571,  588  inciso  2";  589, 
603  y  607  del  Código  de  Pros.  Penales;  11, 
12,  31  inciso  2",  192  inciso  S9,  194  inciso  2", 
195  y  350  del  Código  Penal.  —  CONSIDE¬ 
RANDO:  Que  con  los  documentos  públicos 
y  auténticos  que  obran  en  el  proceso  se  han 
establecido  los  hechos  que  siguen:  a)  que 
Manuel  Bal  Tuyuc  hizo  su  testamento  en 
Comalapa  con  fecha  cinco  de  agosto  de  mil 
novecientos  diez  y  nueve,  instituyendo  como 
heredero,  entre  otras  personas  a  su  nieto 
Manuel  Bal  Tun  ;  b)  que  María  Socorro  Cu- 
mes  de  Bal,  Andrés  Curruchiche  y  Pedro  del 
mismo  apellido  hicieron  constar  ante  el  No¬ 
tario  don  Felipe  Valenzuela,  que  no  tienen 
ningún  derecho  que  reclamarle  a  la  herede¬ 
ra  de  Manuel  Bal  Tun,  a  quien  le  reconocen 
su  calidad  de  heredero ;  que  siempre  han  re¬ 
conocido  a  Bal  Tun  como  nieto  legítimo  de 
Manuel  Bal,  padre,  y  que  están  de  acuerdo 
con  lo  establecido  por  el  testador  en  el  ins¬ 
trumento  público  autorizado  por  el  Notario 
don  Lisandro  de  León  Manrique ;  que  no  a- 
poyan  ni  están  de  acuerdo  con  las  pretensio¬ 
nes  de  Eulalio  Bal  por  creerlas  injustas  e  ile¬ 
gal;  c)  que  Angela  Tun  viuda  de  Bal  fué  de¬ 
clarada  heredera  de  su  hijo  Manuel  Bal ;  d ) 
que  Simeón  Salazar  y  Angela  Tun  contraje¬ 
ron  matrimonio  en  Comalapa  el  veinte  de 
enero  de  mil  novecientos ;  e)  que  Simeón  Sa¬ 
lazar  nació  el  diez  y  ocho  de  febrero  de  mil 
ochocientos  setenta  y  siete;  f)  que  Manuel 
Bal  Tun  nació  en  Comalapa  el  día  seis  de 
marzo  de  mil  novecientos  tres,  y  falleció  en 
la  misma  población,  con  fecha  veintiocho  de 
junio  de  mil  novecientos  veintiséis ;  g)  que  el 
primero  de  septiembre  de  mil  novecientos 
diez  y  nueve  falleció  en  Comalapa,  Manuel 
Bal  Tuyuc;  h )  que  Angela  Tun  viuda  de  Bal 
inscribió  a  su  favor  los  bienes  que  se  expre¬ 
san  en  la  certificación  expedida  por  ©1  Direc¬ 
tor  del  Primer  Registro  de  la  Propiedad  In¬ 
mueble  con  fecha  dos  de  noviembre  de  mil 
novecientos  veintiséis.  Estos  hechos  en  ma¬ 
nera  alguna,  prueban  la  delincuencia  de  la 
enjuiciada  y  por  consiguiente  no  pueden 
servir  de  fundamento  para  imponerle  pena 
alguna;  que  por  otra  parte  tampoco  se  esta¬ 
bleció  que  la  Tun  viuda  de  Bal  hubiese  in¬ 
tervenido  en  la  mencionada  suplantación 
ni  que  haya  ocultado  o  inutilizado  el  cuerpo, 
los  instrumentos  o  efectos  del  delito,  ni  que 
a  sabiendas,  presentara  en. juicio  documen¬ 
tos  falsos.  Y  en  ese  concepto  no  fueron  in¬ 
fringidos  los  artículos  13,  568,  571  y  603  del 
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Cód.  de  Pros.  Penales;  11,  12,  31,  192,  195, 
350  Cód.  Penal. — CONSIDERANDO  :  que  el 
artículo  194  del  Cód.  Penal,  no  fué  violado 
porque  la  enjuiciada,  sin  recurrir  a  la  falsi¬ 
ficación  pudo  muy  bien  solicitar  que  se  le 
reconociera  como  herereda  del  causante,  en 
virtud  de  lo  que  Manuel  Bal  Tuyuc  expresó 
en  su  testamento  y  por  consiguiente  aquella 
no  se  aprovechó  de  la  alteración  de  la  parti¬ 
da  tantas  veces  mencionada. — CONSIDE¬ 
RANDO  :  que  no  existiendo  presunciones  le¬ 
gales  que  apreciar  ni  hechos  probados  de  Los 
cuales  pueda  deducirse  lógicamente  la  de¬ 
lincuencia  de  Angela  Tun  viuda  de  Bal,  es 
indudable  que  no  fueron  infringidos  los  ar¬ 
tículos  588,  inciso  2’>  y  589  del  Código  de 
Prs.  Penales. — CONSIDERANDO :  que  el 
artículo  607  del  Código  que  acaba  de  men¬ 
cionarse,  carece  de  aplicación,  y  en  conse¬ 
cuencia  no  pudo  ser  infringido  por  el  Tri¬ 
bunal  sentenciador  pues  en  el  caso  sub  ín¬ 
dice  no  se  trata  de  valor  probatorio  de  la 
inspección  judicial,  sino  de  la  fe  del  juicio 
de  expertos,  diligencias  que  tienen  diferente 
valor  jurídico. — POR  TANTO  :  La  Corte  Su. 
prema  de  Justicia,  con  fundamento  en  lo  es¬ 
tatuido  por  el  artículo  690  del  Cód.  de  Prs. 
Penales,  desestima  el  recurso  interpuesto  e 
impone  a  la  parte  que  lo  introdujo  quince 
días  de  arresto;  conmutables  con  un  quetzal 
diario. — Notifíquese  y  devuélvanse  los  ante¬ 
cedentes  al  Tribunal  de  su  origen  en  la  for¬ 
ma  que  corresponde. — José  A.  Medrano.  — 
Quirino  Flores  y  Flores.  —  José  Serrano 
Muñoz.  —  Abel  Paredes.  —  J.  F.  Rodríguez. 
—  C.  Girón  Z." 


CRIMINAL 

Cuando  la  pena  que  corresponde  al  delito,  queda  ex¬ 
tinguida  por  medio  de  indulto,  procede  sobreseer 
definitivamente  el  proceso  aun  cuando  haya 
parte  acusadora. 

“Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veinticinco  de  mayo  de  mil  novecientos  vein¬ 
tiocho. — Por  recurso  de  casación  y  con  sus 
antecedentes  se  examina  el  auto  fecha  once 
de  abril  próximo  anterior,  en  que  la  Sala  3* 
de  Apelaciones,  con  la  reforma  de  que  el 
sobreseimiento  es  definitivo,  confirma  el  que 
dictó  el  Juez  5-  de  l*  Instancia  de  este  de¬ 
partamento  en  la  causa  que  por  el  delito  de 
estafa  se  sigue  contra  José  Martín  Hernán¬ 
dez,  RESULTA :  que  el  dos  de  marzo  de 
mil  novecientos  veintisiete,  el  Juez  1-  de  Paz 
de  esta  capital  hizo  constar  en  acta  la  com¬ 
parecencia  ante  él  de  Lorenzo  Pérez,  quien 
manifestó :  que  en  ese  mismo  acto  le  entre¬ 


gaba  a  J.  Martín  Hernández  que  también 
estaba  presente  la  suma  de  cinco  mil  pesos 
en  calidad  de  depósito,  la  cual  le  devolvería 
Hernández  el  último  de  abril  del  mismo 
año;  que  Hernández  manifestó  que  estaba 
de  acuerdo  con  lo  expuesto  por  Pérez,  pero 
el  Juez  no  dió  fe  de  que  la  entrega  del  di¬ 
nero  se  hiciera  en  su  presencia.  El  veinti¬ 
cuatro  de  junio  del  mismo  año  el  Notario 
Leopoldo  Sandoval,  en  solicitud  del  intere¬ 
sado  requirió  a  Hernández  para  que  le  en¬ 
tregara  el  depósito,  manifestando  éste  que 
no  podía  hacer  la  entrega  por  que  estaba  en 
malas  condiciones  pecuniarias. — RESULTA; 
que  el  día  siguiente  del  requerimiento,  el 
Licenciado  Sandoval  acompañando  certifica¬ 
ción  del  acta  levantada  ante  el  Juez  y  la 
autorizada  por  él  se  presentó  ante  el  mismo 
Juez  1"  de  Paz  manifestando:  que  habiendo 
incurrido  en  el  delito  de  estafa  el  señor  Her¬ 
nández  con  la  falta  de  entrega  del  depósito 
él  ejerciendo  acción  popular,  lo  acusaba  cri¬ 
minalmente  por  dicho  delito. — Seguida  la 
investigación  del  caso  y  capturado  Hernán¬ 
dez  declaró :  que  ha  tenido  negocios  con  Lo¬ 
renzo  Pérez  y  siempre  le  había  pagado  pun¬ 
tualmente  pero  hacía  como  cuatro  meses 
que  Pérez  le  había  dado  materiales  de  zapa¬ 
tería  por  valor  de  cinco  mil  pesos  y  pensan¬ 
do  que  se  le  podria  pagar  le  firmó  un  docu¬ 
mento  constituyéndose  depositario  de  dicha 
cantidad ;  que  a  cuenta  de  esa  deuda  le  pagó 
un  mil  quinientos  pesos  y  después  su  mujer 
le  dió  otros  doscientos ;  que  no  pudo  cumplir 
con  pagar  el  resto  de  la  suma  por  haberse 
enfermado  y  no  pudo  trabajar. — RESULTA: 
que  el  Juez  formalizó  la  prisión  de  Hernán¬ 
dez  por  el  delito  de  estafa  y  nombró  un  ex¬ 
perto  para  que  redujera  a  quetzales  la  suma 
estafada,  dando  por  resultado  que  ésta  hace 
un  total  de  ochenta  y  tres  quetzales  treinta 
y  tres  centavos. — RESULTA:  que  elevada  la 
causa  a  plenario,  tomada  al  reo  confesión 
con  cargos  por  el  delito  de  estafa  con  el  cual 
no  se  conformó  y  practicadas  otras  diligen¬ 
cias  relativas  a  fianza  de  haz  del  procesado 
incidente  de  cuestión  prejudicial,  recepción 
de  la  causa  a  prueba,  etc.;  dictó  el  Juez 
el  auto  en  que  manda  sobreseer  en  la  mis¬ 
ma  por  estar  totalmente  condonada  la  pena 
de  arresto  mayor  que  correspondería  impo¬ 
ner  al  acusado,  de  conformidad  con  el  De¬ 
creto  de  indulto  Número  963,  otorgado  el 
recurso  de  apelación  interpuesto  por  el  acu¬ 
sador,  la  Sala  lo  confirmó  como  ya  se  dijo  y 
contra  este  último  interpuso  el  recurso  de 
casación  el  Licenciado  Sandoval  a  ruego  y 
en  auxilio  del  interesado  denunciando  como 
violados  los  artículos  107  del  Código  Penal 
y  514  del  de  Pros.  Penales.  —  CONSIDE¬ 
RANDO:  que  de  conformidad  con  lo  dis¬ 
puesto  por  el  artículo  primero,  inciso  b )  del 
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Decreto  gubernativo  Número  963  aprobado 
por  el  Decreto  legislativo  Número  1521,  de 
treinta  y  uno  de  marzo  de  este  año,  la  pena 
de  arresto  mayor  que  correspondería  impo¬ 
ner  por  el  delito  de  estafa  de  que  se  acusa  a 
José  Martín  Hernández  en  el  supuesto  de 
que  se  estimara  que  concurren  los  requisi¬ 
tos  establecidos  por  el  artículo  568  del  Cód. 
de  Pros.  Penales,  ha  quedado  totalmente  ex¬ 
tinguida  en  virtud  del  indulto  que  en  dicha 
ley  se  concede;  que  en  tal  concepto  no  pu- 
diendo  seguir  la  acción  criminal,  lo  que  pro¬ 
cede  es  poner  fin  al  proceso  incoado,  aun¬ 
que  haya  acusador  sin  perjuicio  de  que 
quede  a  éste  expedito  su  derecho  por  lo  que 
respecta  a  las  obligaciones  civiles  prove¬ 
nientes  del  hecho  incriminado;  sin  que  sea 
necesario  esperar  que  se  dicte  sentencia 
para  hacer  aplicación  del  indulto,  porque  esa 


circunstancia  solamente  es  indispensable, 
para  los  casos  en  que  la  pena  señalada  al 
delito  sea  mayor  de  un  año  de  prisión  co¬ 
rreccional,  o  cuando  se  trate  de  un  indulto 
especial  para  determinada  persona.  En  tal 
virtud  al  resolver  la  Sala  en  el  sentido  que 
se  ha  dicho  no  infringió  los  artículos  107 
del  Código  Penal  y  514  del  de  Procedimien¬ 
tos  Penales.  Po.r  Tanto:  La  Corte  Suprema 
de  Justicia,  con  apoyo  en  lo  dispuesto  en  los 
artículos  684,  686  y  690  del  Código  de  Proce¬ 
dimientos  Penales,  declara  improcedente  el 
recurso  interpuesto  e  impone  al  recurrente 
un  mes  de  arresto  conmutable  a  razón  de  un 
quetzal  diario.  Notifíquese  y  con  certifica¬ 
ción  devuélvase  la  causa  al  tribunal  de  su 
procedencia. — José  A.  Medrano.  —  Quirino 
Flores  y  Flores.  —  José  Serrano  Muñoz.  — 
Abel  Paredes.  —  J.  F.  Rodríguez.  —  C. 
Girón  Z. 


CORTE  DE  APELACIONES 


Las  resoluciones  que  de  las  Salas  de  Apelaciones  se  publican  en  la  Gaceta,  tienen  por  objeto 
darlas  a  conocer  al  público;  pero  debe  tenerse  presente,  que  no  causan  jurisprudencia  para  la 

Corte  Suprema. 

SALA  PRIMERA  DE  LA  CORTE  DE  APELACIONES 


CRIMINAL 

Por  estar  vigente  el  Decreto  gubernativo  Número 
901,  no  cometen  el  delito  de  deserción  los 
Agentes  de  la  Policía  Nacional,  no  obstante 
estar  sujetos  al  fuero  militar. 

Sala  l4  de  Apelaciones:  Organizada  en 
Corte  Marcial :  Guatemala,  veintitrés  de  di¬ 
ciembre  de  mil  novecientos  veintisiete. — En 
apelación  y  con  sus  antecedentes  respecti¬ 
vos  se  examina  la  sentencia  que  dictó  la 
Comandancia  de  Armas  del  departamento 
de  Amatitlán  en  el  proceso  seguido  en  con¬ 
tra  del  ex  Agente  de  la  Policía  José  Escobar; 
y  en  la  que  al  declararlo  reo  del  mencionado 
delito  con  la  circunstancia  agravante  de  ha¬ 
berse  llevado  prendas  militares  le  impone 
un  año  de  prisión  agravado  con  servicio  en 
obras  públicas,  pena  que  extinguirá  en  la 
Cárcel  departamental :  lo  exonera  del  pago 
de  las  prendas  militares  que  se  llevó  por  ha¬ 
berlas  devuelto:  le  suspende  en  el  ejercicio 
de  sus  derechos  políticos  durante  el  tiempo 


de  la  condena :  lo  exonera  de  la  reposición 
del  papel  empleado  en  el  proceso  por  su  no¬ 
toria  pobreza:  le  abona  la  prisión  sufrida: 
y  le  permite  conmutar  una  tercera  parte  de 
la  pena  en  la  proporción  que  indica  el  artícu¬ 
lo  18  del  Código  Militar  I  P. — RESULTA: 
Que  el  tres  de  julio  del  año  en  curso,  el  Co¬ 
misario  de  Policía  de  la  cabecera,  Capitán 
Héctor  Morales  López  dió  parte  al  Coman¬ 
dante  de  Armas  del  Departamento,  de  que 
el  Agente  José  Escobar,  había  faltado  a  dos 
listas  de  retreta,  por  lo  que  había  consumado 
deserción,  llevándose  además  un  revólver 
calibre  38,  corto,  sistema  Smith  y  Wesson 
imitación. — Agregaba  en  el  parte  que  podían 
declarar  el  Inspector  Miguel  Angel  Figue- 
roa  y  a  los  Agentes  Rosalío  Marín  y  Aqui¬ 
lino  González.  —  Hecha  la  ratificación  del 
caso  fueron  interrogados  las  tres  personas 
propuestas  como  testigos,  y  con  sus  dichos 
quedó  establecido  que  el  ex  Agente  José  Es¬ 
cobar  había  consumado  deserción  el  primero 
de  julio,  fecha  en  la  que  se  había  ausentado 
a  rendir  el  primer  turno  llevándose  el  arma 
descrita  en  el  parte  que  antecede,  la  que  le 
habían  dado  para  el  servicio :  y  que  hasta  la 
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fecha  (cuatro  de  julio),  no  se  había  pre¬ 
sentado,  faltando  por  consiguiente  a  dos  lis¬ 
tas  de  retreta, — Lograda  la  captura  del  pro¬ 
cesado,  fué  indagado  el  quince  de  ese  mes  y 
manifestó  que  realmente  había  cometido  la 
tontera  de  desertarse  porque  estaba  libando 
licor  hasta  embriagarse  y  cuando  él  echó  de 
ver  que  había  faltado  a  sus  deberes  tuvo 
pena  y  ya  no  se  presentó  más  :  que  se  había 
llevado  el  revólver  que  tenía  para  el  servicio 
pero  lo  tenía  recomendado  en  su  casa  al 
cuidado  de  su  señora  madre  Indalecia  Bari- 
llas :  y  que  al  desertarse  no  creyó  cometer 
delito  alguno. — Agregado  a  los  autos,  cons¬ 
tancia  de  que  fué  recuperada  el  arma  en 
cuestión,  se  elevó  el  proceso  a  plenario  sin 
que  el  sindicado  se  conformara  con  el  cargo 
que  se  le  dedujo  por  el  delito  de  deserción. 
—  Y  llenadas  las  formalidades  de  Ley  se 
dictó  la  sentencia  que  se  examina  en  grado 
por  recurso  interpuesto  por  el  procesado ; 
siendo  el  caso  de  resolver  lo  que  sea  proce¬ 
dente  en  derecho  una  vez  que  se  efectuó  la 
vista  en  la  fecha  señalada  con  ese  fin. — 
CONSIDERANDO  :  que  por  ser  la  deserción 
un  delito  puramente  militar  sólo  puede  ser 
cometido  por  los  individuos  pertenecientes 
a  los  cuerpos  del  Ejército  de  la  República 
pero  no  por  los  componentes  de  la  Policía 
Nacional,  por  ser  ésta  una  Institución  del 
Estado  de  carácter  puramente  civil,  como  de 
una  manera  clara  y  terminante  lo  dispone  el 

SALA  SEGUNDA  DE  LA 

CIVIL 

Ocurso  contra  el  Director  del  Primer  Registro  de  la 
Propiedad  Inmueble. 

Se  ordena  la  inscripción  de  un  inmueble  poseído  y 
enajenado  legalmente  por  la  Municipalidad  de 

esta  ciudad. 

Sala  2“  de  la  Corte  de  Apelaciones  :  Gua¬ 
temala,  diez  y  ocho  de  mayo  de  mil  novecien¬ 
tos  veintiocho. — Visto  por  recurso  de  apela¬ 
ción  y  con  los  antecedentes  respectivos,  el 
auto  que  con  fecha  once  de  abril  del  co¬ 
rriente  año,  dictó  el  Juez  Segundo  de  1“  Ins¬ 
tancia  de  este  departamento  en  el  ocurso 
que,  contra  el  Director  del  Primer  Registro 
de  la  Propiedad  Inmueble,  presentó  el  Li¬ 
cenciado  don  Adalberto  A.  Saravia,  como 
apoderado  de  don  Rafael  Castillo  Lara,  en 
virtud  de  que  dicho  funcionario  se  negó  a 
registrar  una  escritura  traslativa  de  dominio 
y  en  cuya  resolución  el  Juez  desestima  el 
ocurso  siendo  las  costas  a  cargo  del  recu¬ 
rrente. 


artículo  1"  del  Decreto  gubernativo  901. 
—  Y  si  bien,  es  cierto  que  los  miembros 
de  tal  Institución  son  juzgados  con  arreglo 
a  las  Leyes  Militares  por  los  delitos  que  co¬ 
metan  durante  el  tiempo  de  su  servicio,  tam¬ 
bién  lo  es  que  el  abandono  del  empleo  antes 
de  que  se  venza  el  contrato  que  estatuye  el 
artículo  17  del  mismo  Decreto,  es  reputado 
como  una  falta  contra  la  disciplina  según  el 
artículo  275  Inciso  34  del  Decreto  citado,  y 
en  tal  concepto  debe  de  ser  purgada  y  pena¬ 
da  de  acuerdo  con  los  párrafos  III  y  IV  de 
la  Ordenanza  de  Policía  (Decreto  901). 

• —  Que  en  virtud  de  lo  que  se  deja  rela¬ 
cionado,  el  proceso  que  se  tiene  a  la  vista 
carece  de  base  y,  por  consiguiente  es  nulo 
así  como  el  fallo  que  se  examina.  Artícu¬ 
los  259  P.  P.  y  150  C.  M.  II  P.—POR  TAN¬ 
TO  :  La  Sala  l4  de  Apelaciones  organizada 
en  Corte  Marcial,  con  apoyo  en  las  leyes  que 
deja  citadas  y  en  el  artículo  178  L.  O.,  decla¬ 
ra  nulo  todo  lo  actuado  incluso  el  fallo  con¬ 
sultado;  y  ordena'  al  Tribunal  Militar  del 
departamento  de  Amatitlán  que  ponga  en 
inmediata  libertad  a  José  Escobar  en  virtud 
de  que  con  exceso,  ha  purgado  la  pena  que 
debió  imponerle  la  Dirección  General  de 
Policía  por  la  falta  cometida. — Notifíquese 
y  devuélvanse  los  autos. — Carlos  Castellanos 
R. — Darío  Molina  P. — Francisco  Menéndez 
B. — José  V.  Mejía. — Rodr.  G.  Solórzano — C. 
Girón  Z. 

CORTE  DE  APELACIONES 

RESULTANDO:  que  con  fecha  nueve  de 
febrero  del  corriente  año,  se  presentó  el  Li¬ 
cenciado  Saravia,  con  el  carácter  ya  indica¬ 
do,  ante  el  Juez  Segundo  de  l5  Instancia  de 
este  departamento,  manifestando  lo  que  si¬ 
gue:  que  por  escritura  que  pasó  ante  los  ofi¬ 
cios  del  Notario  don  Adolfo  Padilla  en  esta 
capital  el  veintinueve  de  diciembre  del  año 
pasado,  la  cual  acompaña,  don  Rafael  Cas¬ 
tillo  Lara,  compró  a  la  Municipalidad,  des¬ 
pués  de  seguir  todos  los  trámites  estableci¬ 
dos  en  el  artículo  9  del  Decreto  Número  170, 
el  ejido  inscrito  en  el  Primer  Registro  al 
número  20277,  folio  105  del  libro  201,  de 
Guatemala;  que  al  presentar  el  testimonio 
al  Registro,  le  fué  devuelto  sin  inscripción 
“porque  para  hacer  la  concesión  falta  la 
autorización  gubernativa";  que  cuando  la  ley 
determina  procedimiento  especial,  éste  priva 
sobre  cualquiera,  y  que  el  artículo  citado  no 
exige  autorización  gubernativa;  que  el  Re¬ 
gistrador  sólo  debe  ampararse  en  la  Ley  de 
Municialidades  que  se  refiere  a  casos  ge¬ 
nerales,  pero  no  es  aplicable  al  caso  con¬ 
creto,  ya  que  al  dar  el  referido  Decreto,  se 
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explica  que  el  Poder  Ejecutivo  dio  la  autori¬ 
zación  que  reglamenta  la  concesiónde  títu¬ 
los  ejidales  y  por  ese  motivo  ocurre  contra 
el  Registrador,  para  que  se  le  ordene  que 
haga  la  inscripción  que  rechazó. — El  Licen¬ 
ciado  Saravia  adjuntó  la  escritura  pública 
que  refiere,  la  cual  fué  anotada  en  el  Regis¬ 
tro  con  fecha  diez  y  seis  de  enero  del  co¬ 
rriente  año,  pero  se  suspendió  la  operación 
de  inscribirla  porque  según  el  Registrador, 
falta  la  autorización  gubernativa. 

RESULTANDO  :  mandado  a  oir  el  Regis¬ 
trador  ocursado,  evacuó  la  audiencia  mani¬ 
festando:  que  carece  de  verdad  la  queja  del 
Licenciado  Saravia  al  asegurar  que  ha  cum¬ 
plido  con  todo  lo  prescrito  por  el  Decreto 
Número  170  para  obtener  por  redención  los 
terrenos  Municipales ;  que  el  artículo  13  de 
esta  Ley  prescribe  la  previa  autorización 
gubernativa  y  el  remate  de  los  bienes  JVJ.u- 
nicipales,  para  su  adjudicación,  debiendo  en¬ 
terarse  el  precio  en  la  Tesorería  Nacional; 
que  el  acuerdo  de  20  de  marzo  de  1891,  esta¬ 
blece  que  las  Municipalidades  no  pueden 
otorgar  escritura  que  trasmita  el  dominio  sin 
que  antes  se  dicte  acuerdo  gubernativo ;  que 
bajo  la  suposición  de  que  el  terreno  relacio¬ 
nado  fuera  un  ejido,  no  ha  cumplido  el  señor 
Castillo  con  las  formalidades  legales  y  que 
por  ese  motivo  cree  que  ha  tenido  la  razón  al 
denegar  la  inscripción ;  que  el  contrato  es  nu¬ 
lo  porque  la  Municipalidad  no  ha  llenado  las 
formalidades  legales  y  que  no  se  ha  estable¬ 
cido  el  carácter  de  ejidal  del  predio  que  moti¬ 
va  estas  diligencias. — Corren  agregadas  a  las 
diligencias  unas  certificaciones  que  están  en 
el  orden  que  sigue:  a)  Certificación  del  Juz¬ 
gado  Segundo  de  l4  Ins.^ncia  respecto  a  las 
diligencias  que  siguió  el  Licenciado  José 
María  Cumes  al  denunciar  ante  la  Sección 
de  Tierras  como  baldío  el  predio  que  motivó 
el  ocurso;  b)  Al  folio  14  un  alegato  del  Li¬ 
cenciado  Cumes,  presentado  al  Director  del 
Primer  Registro  de  la  Propiedad  Inmueble 
en  el  cual  hace  constar,  que  el  veintiocho  de 
abril  de  mil  novecientos  veintiséis,  denunció 
el  sitio  ante  la  Sección  de  Tierras  y  que  por 
oposición  de  Castillo  Lara,  el  expediente 
pasó  al  Juzgado  Segundo  de  1*  Instancia, 
que  la  oposición  la  fundó  primero  en  que  el 
sitio  denunciado  era  un  exceso  y  después  se 
opuso,  porque  el  sitio  era  ejidal;  que  el  ocho 
de  julio  de  aquel  año  se  presentó  Castillo 
Lara  a  la  Jefatura  Política  pidiendo  que  se 
le  adjudicara  el  sitio  como  ejido,  y  seguido 
el  trámite,  pasó  el  expediente  a  la  Munici¬ 
palidad,  donde  el  Licenciado  Cumes  se  opu¬ 
so,  y  oído  el  Sindico  y  por  tratarse  de  un  a- 
sunto  contencioso,  la  Municipalidad  el  vein¬ 
ticuatro  de  marzo  del  año  pasado,  remitió  las 
diligencias  a  un  Juzgado  de  l4  Instancia  de¬ 
clarándose  incompetente  y  esas  diligencias 


acumuladas  al  otro  expediente  se  encuentran 
sujetas  a  lo  que  resuelva  el  Juzgado;  que 
así  las  cosas  la  Municipalidad  por  compla¬ 
cencia  adjudicó  el  terreno  por  mil  dólares  a 
Castillo  Lara  no  obstante  que  el  Licenciado 
Cumes  ofrecía  mayor  suma. — Que  la  adjudi¬ 
cación  se  hizo  después  de  declararse  incom¬ 
petente  la  Municipalidad  y  sin  sacar  el  pre¬ 
dio  a  pública  subasta;  c )  Certificación  de 
las  diligencias  seguidas  por  el  señor  Castillo 
Lara  ante  la  Jefatura  Política  y  todo  lo  ac¬ 
tuado  según  los  pasajes  que  se  certificaron; 
d)  Certificación  de  la  denuncia  que  hizo  el 
Licenciado  Cumes  ante  la  Sección  de  Tierras 
y  el  trámite  seguido  hasta  donde  el  Juez 
Primero  de  l4  Instancia  informó  al  Juzgado 
Segundo  en  el  sentido  de  que  el  expediente 
se  encontraba  en  manos  del  Fiscal  y  los  in¬ 
formes  posteriores. 

RESULTANDO  :  que  el  Licenciado  Cumes 
se  presentó  con  motivo  del  ocurso  manifes¬ 
tando  al  Juez  lo  que  sigue :  que  el  censo  enfi- 
téutico  consiste  en  el  derecho  de  percibir 
la  pensión  anual  por  haber  transferido  el 
dominio  útil  de  una  propiedad ;  que  desde  el 
tiempo  de  la  Colonia  se  estableció  el  censo 
sobre  los  ejidos  y  más  tarde  la  Asamblea 
Constituyente  en  la  Ley  primera  del  artículo 
19,  marcó  el  tanto  por  ciento  y  declaró  en 
vigor  las  Leyes  y  disposiciones  que  arre¬ 
glan  la  distribución  de  ejidos  a  censo  enfi- 
téutico,  siendo  esta  Constituyente  la  de  1825  ; 
que  el  Gobierno  quiso  poner  fin  a  esta  clase 
de  contrato  y  para  tal  efecto  dictó  el  8  de 
enero  de  1877  el  Decreto  Número  170,  por 
el  cual  dispone  que  los  que  tengan  o  pose¬ 
yeren  terrenos  ejidales  en  el  carácter  de 
censo  enfiíéutico  los  podrán  redimir  en  la 
forma  que  establece  esta  Ley  y  que  con  pos¬ 
terioridad  las  otras  Leyes  dictadas  respecto 
a  las  personas  que  puedan  adquirir  terrenos 
ejidales,  siempre  se  refieren  a  las  personas 
que  tuvieren  la  posesión  en  virtud  de  con¬ 
tratos  de  aquella  clase ;  que  para  que  la  pose¬ 
sión  sea  legal  necesita  entre  otros  requisitos, 
que  sea  con  justo  título  y  para  el  caso  que  se 
examinó,  éste  lo  constituiría  el  contrato  de 
censo  enfitéutico  y  las  constancias  que  de¬ 
muestren  que  se  pagó  la  renta  cuando  aquel 
estaba  en  vigor;  que  el  sitio  no  es  un  exceso 
y  que  la  Municipalidad  ha  afirmado  que  en 
dicho  predio  había  antiguamente  un  rastro 
de  su  propiedad  y  que  en  esa  virtud  el  señor 
Castillo  Lara  no  tiene  derecho  a  pedir  la 
redención,  fundándose  en  posesión  anterior 
y  que  de  acuerdo  con  el  Decreto  Número 
170,  es  nula  la  enajenación  hecha  por  la  Mu¬ 
nicipalidad,  y  en  vista  de  estas  documenta¬ 
ciones  y  lo  que  informó  el- ocursado,  el  Juez 
profirió  el  auto  que  motivó  la  alzada. 
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RESULTANDO  :  que  en  esta  instancia  se 
señaló  para  la  vista  la  audiencia  del  cuatro 
del  corriente  y  el  Licenciado  Saravia,  presen¬ 
tó  un  alegato  transcribiendo  el  artículo  20 
de  la  Ley  Agraria,  manifestando  que  en  la 
escritura  se  insertó  todo  lo  actuado  porque 
se  sabía  cuánta  es  la  ignorancia  en  materias 
que  no  son  del  diario  trajín;  que  el  Registra¬ 
dor  negó  la  inscripción  porque  el  terreno  no 
fué  sacado  al  asta  pública  y  que  hubo  un 
Juez  que  incurrió  en  la  misma  ignorancia, 
temeridad  o  temor  del  Registrador,  pero  no 
habrá  una  Sala  compuesta  de  hombres  ca¬ 
pacitados,  prudentes  y  ecuánimes  que  desco¬ 
nozcan  una  ley  clara  y  precisa  sin  lugar  a 
tergiversaciones  que,  ordena  que  se  adjudi¬ 
que  al  poseedor  que  denuncia,  el  predio  sin 
necesidad  de  asta  pública,  y  que  si  se  tra¬ 
tare  de  un  tercero  no  poseedor,  entonces  sí 
es  necesaria  la  subasta  y  habiendo  dado  las 
partes  el  día  de  hoy,  papel  para  la  resolu¬ 
ción,  es  el  caso  de  efectuarla  conforme  de¬ 
recho. 

CONSIDERANDO:  que  tanto  una  de  las 
partes  como  el  representante  de  la  Munici¬ 
palidad,  hacen  relación  a  la  Real  Cédula 
fechada  en  el  Palacio  de  San  Ildefonso  el 
veintiuno  de  septiembre  de  mil  setecientos 
setenta  y  cinco,  pero  no  es  el  caso  de  tomar 
como  fundamento  esta  Real  Cédula  die  la 
fundación  de  la  ciudad,  porque  las  partes  la 
mencionan  con  el  objeto  de  demostrar  que 
el  predio  cuestionado  es  bien  ejidal;  que  el 
ocurso  pendiente  de  resolución  no  se  funda 
en  este  motivo  y  en  consecuencia  procede  li¬ 
mitar  el  fallo  a  las  diligencias  propias  del 
ocurso. 

CONSIDERANDO:  que  el  Licenciado  Sa¬ 
ravia  en  representación  del  señor  Castillo 
Lara  ocursó  al  Director  del  Primer  Registro 
de  la  Propiedad  Inmueble,  porque  aquel  se 
negó  a  registrar  a  favor  de  su  poderdante  la 
escritura  traslativa  de  dominio  de  la  finca 
número  20267,  folio  105  del  Libro  201  de 
Guatemala,  finca  que  pertenecía  a  la  Muni¬ 
cipalidad;  que  el  Registrador  se  negó  a  veri¬ 
ficar  la  operación  por  faltar  la  autorización 
gubernativa  y  oído  dicho  funcionario  evacuó 
la  audiencia  en  el  sentido  de  que,  el  Decreto 
Número  170  y  la  Ley  de  Municipalidades 
prescriben  la  previa  autorización  gubernati¬ 
va  y  el  pago  a  la  Hacienda  Pública  y  el 
acuerdo  de  20  de  marzo  de  mil  ochocientos 
noventa  y  uno  establece  lo  mismo. — Que  en 
esa  virtud  procede  hacer  un  estudio  de  las 
leyes  que  invocan  las  partes  y  en  consecuen¬ 
cia  tenemos;  que  el  Decreto  Número  170, 
fué  la  manifestación  legal  de  las  ideas  que 
por  aquel  entonces  se  sustentaron  con  fun¬ 
damento  económico  respecto  a  la  abplición 
del  contrato  de  censo,  mediante  la  redención 
obligatoria;  que  también  aquel  Decreto 


tomó  en  consideración  la  forma  de  transferir 
la  propiedad  de  los  terrenos  no  acensuados 
pertenecientes  a  los  ejidos  municipales  y 
de  aquellos  que  sin  haber  pagado  pensión, 
estaban  poseídos  sin  justo  título:  los  ocho 
primeros  artículos  del  Decreto  citado,  se  re¬ 
fieren  a  la  redención  de  los  capitales  que 
representan  el  valor  del  dominio  directo  de 
los  terrenos  concedidos  en  enfiteusis ;  el  ar¬ 
tículo  10,-  se  refiere  a  los  que  se  niegan  a  la 
redención  del  censo  renunciando  al  derecho 
y  el  11  trata  de  la  ocultación  de  la  posesión 
de  un  terreno  ejidal.  De  acuerdo  con  el  ar¬ 
tículo  9,  de  la  citada  ley,  también  se  dan  las 
mismas  facilidades  a  los  que  poseen  ejidos 
sin  previa  concesión  y  sin  haber  cubierto 
canon  alguno  y  marca  el  procedimiento  que 
en  este  caso  debe  seguirse. — El  artículo  13 
de  aquella  ley  tuvo  por  objeto  hacer  constar 
que  en  lo  de  adelante  no  se  harían  concesio¬ 
nes  a  censo  con  lo  cual  este  contrato  qued.ó 
abolido  y  en  cambio  se  estableció  que  al  so¬ 
licitarse  terrenos  municipales,  ya  entre  los 
ejidos  o  en  propiedad  comunal,  con  aproba¬ 
ción  del  Gobierno  se  medirán  sacándose  al 
asta  pública. — El  acuerdo  de  20  de  marzo  de 
mil  ochocientos  noventa  y  uno,  es  una  regla¬ 
mentación  que  se  hizo  con  el  objeto  de  uni¬ 
formar  él  trámite  para  los  expedientes  que 
se  iniciaran  ya  sea  para  los  ejidos  poseídos 
sin  previa  concesión,  y  sin  haberse  pagado 
canon  alguno,  o  para  los  terrenos  municipa¬ 
les  que  soliciten  los  particulares,  según  este 
acuerdo  debe  iniciarse  el  trámite  en  la- Jefa¬ 
tura  Política  y  aquella,  con  informe  favo¬ 
rable  de  la  Municipalidad  seguirá  la  tramita¬ 
ción  dando  cuenta  a  la  Sección  de  Tierras, 
para  lo  que  haya  lugar  en  cada  caso,  la  Mu¬ 
nicipalidad  necesitará  de  acuerdo  guberna¬ 
tivo  que  la  autorice  para  otorgar  la  escritura 
traslativa  de  dominio  y  solo  se  subastar!?,  en 
caso  de  que  el  solicitante  no  haya  poseído  el 
terreno  y  aun  con  la  subasta  se  necesitará 
del  acuerdo  gubernativo. — El  acuerdo  antes 
citado  es  una  simple  reglamentación,  y  aun 
aceptando  que  pudiera  variar  el  tenor  literal 
del  artículo  9,  del  Decreto  Número  170,  sólo 
vendría  a  abrogar  la  ley  en  lo  que  dicho 
acuerdo  establece,  pero  es  el  caso  que  con 
posterioridad,  el  nueve  de  febrero  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cuatro  se  emitió  el 
Decreto  Número  483,  que  fué  aprobado  por 
el  Decreto  legislativo  Número  238,  y  esta  ley 
en  su  articulo  20,  ratifica  en  general  el  De¬ 
creto  Número  170,  haciendo  constar  que  una 
vez  establecida  la  calidad  de  ejido  de  un  te¬ 
rreno,  se  adjudicará  al  denunciante  si  fuere 
el  poseedor,  por  la  base  del  avalúo  hecho 
por  dos  expertos  nombrados  en  la  forma,  que 
establece  el  referido  Decreto  y  sólo  que  el 
denunciante  fuere  distinto  del  poseedor,  sal¬ 
drá  el  terreno  al  asta  pública,  y  el  artículo 
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22  de  esta  misma  ley  dice  de  manera  clara, 
que  quedan  derogadas  las  leyes  que  se  opon¬ 
gan  a  lo  prescrito  en  este  último  Decreto  y 
en  consecuencia  tiene  que  aceptarse,  que 
aun  en  el  caso  de  admitir  que  el  acuerdo  de 
mil  ochocientos  noventa  y  uno  modificare  el 
Decreto  Número  170,  el  presente  Decreto 
Número  483,  deroga  todo  lo  que  a  él  se  opon¬ 
ga,  y  en  consecuencia  debe  de  tomarse  el 
articulo  20  de  este  último  Decreto  en  intima 
relación  con  el  artículo  9,  del  Decreto  170. 

CONSIDERANDO:  que  el  ocurso  debe 
resolverse  en  forma  sumaria  ya  que  hasta  la 
fecha  no  ha  tenido  como  fundamento  éste, 
el  que  hubiere  contienda  sobre  la  validez  del 
título  por  el  cual  es  dueño  el  señor  Castillo 
Lara  y  que  por  otra  parte,  la  resolución  de 
esta  Sala,  no  prejuzga  sobre  la  calidad  de 
la  finca  que  motivó  el  ocurso,  toda  vez  que 
no  pende  de  resolución  el  establecer  si  el 
fundo  es  un  ejido  o  no  lo  es.  Articulos  510 
y  2096  del  Código  Civil. 

CONSIDERANDO:  que  las  leyes  que  se 
invocan  de  nuestro  enjuiciamiento  civil  para 
establecer  que  la  Municipalidad  tiene  que 
sujetarse  a  cierto  trámite  de  utilidad  y  ne¬ 
cesidad  no  es  el  caso  de  tomarlas  en  conside¬ 
ración,  ya  que  como  antes  se  dijo,  la  escri¬ 
tura  no  fué  rechazada  porque  el  fundo  se 
encontrara  fuera  de  los  ejidos  de  esta  ciu¬ 
dad,  y  además,  que  todas  estas  leyes  son 
anteriores  al  Decreto  Número  483  que  es  la 
que  ha  servido  de  fundamento  en  esta  reso¬ 
lución.  Artículo  9  del  Código  Civil. 

POR  TANTO:  esta  Sala,  fundándose  en 
lo  que  disponen  las  leyes  antes  citadas,  revo¬ 
ca  el  auto  que  motivó  la  alzada,  y  declara: 
que  procede  la  inscripción  si  se  tratare  de  un 
predio  perteneciente  a  los  ejidos  de  esta  ciu¬ 
dad1. — Notifíquese  y  como  corresponde,  de¬ 
vuélvase  al  Juzgado  de  donde  procede. — 
Menéndez  A.  —  S.  de  Tejada.  —  Argueta  S. 
—  Juan  Fernández  C. 

CIVIL 

Cuando  el  depositario  espontáneamente  ha  cumplido 
su  cometido,  por  actos  posteriores,  se  declara 
válida  su  calidad  de  depositario  aunque  asegure 
que  no  se  efectuó  la  tradición  de  la  cosa. 

Sala  2®  de  la  Corte  de  Apelaciones:  Gua¬ 
temala,  primero  de  junio  de  mil  novecientos 
veintiocho. — Vista  en  apelación  y  con  sus 
antecedentes  que  le  dan  origen,  la  sentencia 
que  con  fecha  veintinueve  de  marzo  del  co¬ 
rriente  año  dictó  el  Juez  2"  de  1®  Instancia, 
en  la  demanda  sobre  entrega  de  un  depósito 
iniciada  por  el  Abogado  don  Filadelfo  Sala- 


zar,  en  concepto  de  apoderado  de  don  Anto¬ 
nio  Buscayrol,  contra  el  señor  don  Julio 
Arroyo  Parra,  por  cuya  sentencia  el  Juez 
declara :  que  don  J  uilio  Arroyo  Parra  no  está 
obligado  a  la  devolución  de  las  farmacias  a 
que  la  ejecución  se  contrae.  Las  partes  son 
civilmente  capaces  para  comparecer  en  jui¬ 
cio. — RESULTANDO:  que  con  fecha  treinta 
die  abril  del  año  próximo  pasado  se  presentó 
al  Juzgado  2"  de  1®  Instancia,  el  Abogado 
don  Filadelfo  Salazar,  en  su  concepto  antes 
dicho,  manifestando:  que  por  escritura  de 
fecha  veintitrés  de  octubre  del  año  de  mil 
novecientos  veinticinco,  el  señor  don  Julio 
Arroyo  Parra  se  constituyó  depositario  de 
dos  Farmacias  en  el  contrato  de  prenda  cele¬ 
brado  entre  los  señores  don  Antonio  Buscay¬ 
rol  y  don  Humberto  Maclas,  contrato  que 
consta  en  la  escritura  de  fecha  citada  y  que 
autorizó  en  esta  ciudad  el  Notario  don  Fila¬ 
delfo  Salazar.  Que  el  señor  Arroyo  Parra, 
renunció  el  cargo  de  depositario  y  con  tal 
motivo,  convinieron  acreedor  y  deudor,  en 
concederle  dos  meses  de  plazo  para  que  en¬ 
tregara  al  primero  la  prenda;  que  habiéndo¬ 
se  vencido  ese  plazo  sin  verificar  la  entrega 
pedía  en  conclusión:  que  se  le  tenga  como 
apoderado  de  don  Antonio  Buscayrol;  que  se 
mande  requerir  al  señor  Arroyo  Parra  en 
forma  ejecutiva,  para  que  entregara  la  pren¬ 
da  y  en  caso  de  no  cumplir,  que  dicha  pren¬ 
da  sea  secuestrada  y  que  se  ordene  el  arrai¬ 
go  del  demandado. — RESULTANDO:  que 
ordenado  el  requerimiento  y  el  arraigo,  reco¬ 
nociéndose  la  personería  del  señor  Licencia¬ 
do  don  Filiberto  Salazar  y  efectuado  el  pri¬ 
mero,  el  demandado  dijo  :  que  no  podía  hacer 
la  entrega,  tanto  por  ser  un  depósito  que 
nunca  ha  tenido  en  su  poder,  cuanto  porque 
esos  bienes  se  encuentran  embargados  de 
orden  del  Juez  de  1®  Instancia  de  Escuintla. 

RESULTANDO:  que  el  demandado,  en 
memorial  de  fecha  tres  de  mayo  del  año  de 
mil  novecientos  veintisiete  hizo  consideracio¬ 
nes  acerca  del  origen  y  forma  del  contrato 
manifestando :  que  nunca  fué  depositario  de 
las  Farmacias  cuya  entrega  se  demanda,  por¬ 
que  siempre  quedaron  en  poder  del  deudor 
y  que  por  tal  motivo  no  existió  la  prenda  y  el 
depósito;  que  cree  improcedente  la  acción 
intentada  e  interpone  las  excepciones  de  fal¬ 
ta  de  personalidad  en  el  actor  y  de  perso¬ 
nería  en  el  demandado,  excepciones  que  tra¬ 
mitadas  en  forma,  fueron  desechadas  en  1® 
Instancia  y  confirmado  el  auto  respectivo 
por  esta  Sala. 

RESULTANDO :  que  citadas  las  partes 
para  sentencia,  para  mejor  fallar  se  llamó 
a  confesión  al  señor  don  Antonio  Bouscayrol 
en  cuya  diligencia  dicho  señor  expuso  :  que 
él  no  hizo  entrega  material  de  la  prenda  al 
señor  Arroyo  Parra,  por  creerlo  innecesario 
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ya  que  el  mismo  señor  Arroyo  Parra,  en  la 
escritura  respectiva,  confesó  haberla  reci¬ 
bido  y  tenerla  en  su  poder;  que  el  señor 
Arroyo  Parra  recibió  las  Farmacias  de  con¬ 
formidad  con  el  Inventario  practicado  pocos 
días  antes  de  la  celebración  del  contrato  con 
motivo  de  la  liquidación  del  negocio  pen¬ 
diente  entre  don  Humberto  Macías  y  don 
Augusto  Godoy  Girón,  siendo  a  este  último 
señor  a  quien  Macías  pagó  un  mil  dólares, 
que  fueron  los  que  dió  el  respondente ;  que 
ambas  operaciones,  pago  y  constitución  del 
crédito  se  hicieron  simultáneamente  ante  el 
Notario  Salazar. 

RESULTANDO  :  que  con  fecha  veintinue¬ 
ve  de  marzo  del  corriente  año,  se  dictó  la 
sentencia  que  al  principio  se  examina,  de  la 
cual  la  parte  demandante  interpuso  la  apela¬ 
ción  correspondiente. 

RESULTANDO:  que  en  2®  Instancia  se 
mandaron  correr,  por  su  orden,  los  traslados 
al  apelante  y  demandado,  quienes  lo  evacua¬ 
ron  en  su  fecha,  expresando  :  que  el  día  de  la 
vista  presentarían  los  alegatos  del  caso ;  y 
que  señalada,  para  tal  objeto,  la  audiencia 
del  día  vientiséis  de  los  corrientes,  con  pre¬ 
sencia  de  la  expresión  de  agravios  de  las  par¬ 
tes,  es  el  caso  de  resolver  lo  que  procede 
conforme  a  la  ley. 

CONSIDERANDO:  que  según  la  escritu¬ 
ra  pública  de  fecha  veintitrés  de  octubre  del 
año  de  mil  novecientos  veinticinco,  autoriza¬ 
da  en  esta  ciudad  ante  los  oficios  del  Notario 
don  Filadelfo  Salazar,  se  comprueba  la  exis¬ 
tencia  simultánea  de  tres  contratos :  uno 
principal  que  es  el  de  mutuo,  por  la  suma  de 
un  mil  dólares  conforme  las  cláusulas  pri¬ 
mera,  segunda  y  tercera  de  la  citada  escritu¬ 
ra  y  dos  accesorios  que  lo  son :  el  de  prenda 
y  depósito,  conforme  las  cláusulas  quinta  y 
antepenúltima  (2"),  del  mismo  instrumento 
público ;  que  no  hay  prohibición  expresa  de 
la  ley  para  celebrar  conjunta  y  simultánea¬ 
mente  dos  o  más  contratos;  que  aunque  la 
prenda  se  entregue  a  una  tercera  persona  en 
nada  se  desvirtúa  el  contrato  respectivo,  ni 
tampoco  hay  incompatibilidad,  puesto  que  el 
acreedor  prendario  tiene  facultad  hasta  de 
empeñar  la  prenda  y  el  deudor  a  su  vez,  pue¬ 
de  hacerla  depositar  en  una  tercera  persona. 
Artículos  1399,  1996,  2000,  Código  Civil. 

CONSIDERANDO  :  que  aún  en  el  caso  de 
apreciar  por  separado:  que  cuando  el  depo¬ 
sitante  permite  al  depositario  el  uso  del  de¬ 
pósito  el  contrato  se  convierte  en  mutuo  si  lo 
depositado  es  dinero  u  otra  cosa  fungible  y 
en  comodato  si  no  es  de  aquellas  cosas  que 
se  consumen  con  el  primer  uso :  el  mutuo  y 
el  comodato  llevan  implícita  la  obligación  de 
devolver  la  cosa  materia  de  estipulación, 
pues  de  otra  manera  se  desvirtuarían  las 


cualidades  intrínsecas  y  extrínsecas  de  los 
mismos  contratos;  y  que,  precisamente,  en  el 
asunto  que  se  considera  se  trata  de  la  devo¬ 
lución  de  las  Farmacias  pignoradas.  Artícu¬ 
los  1964,  1902  y  1927  C.  C. 

CONSIDERANDO  :  que  el  señor  don  Julio 
Arroyo  Parra  alega  en  su  favor :  que  al  rea¬ 
lizarse  el  contrato,  hubo  error  en  cuanto  a 
él  por  habérsele  confiado  el  cargo  de  depo¬ 
sitario  de  las  Farmacias  pignoradas  y  que  en 
consecuencia  es  nula  su  obligación  por  no 
haberse  verificado  la  tradición  real  o  pre¬ 
sunta  de  la  cosa  depositada;  que  tal  alega¬ 
ción  es  carente  de  toda  verdad  jurídica  por 
cuanto  que  la  ley  no  reconoce  más  nulidades 
que  las  que  recaen  sobre  un  hecho  ilícito  o 
imposible,  cuando  se  refiere  a  un  objeto  que 
no  está  en  el  comercio  de  los  hombres ; 
cuando  interviene  dolo,  miedo  o  fuerza  gra¬ 
ve,  cuando  no  existe  causa  para  obligarse  y 
cuando  se  contrae  por  error  substancial ; 
que  aunque  fuese  efectivo  el  error  invocado, 
la  obligación  sigue  siendo  válida  en  primer 
lugar:  por  el  tiempo  transcurrido  desde  la 
celebración  del  contrato  sin  haberse  recla¬ 
mado  y  en  segundo  lugar,  porque  el  deposi¬ 
tario  espontáneamente  ha  cumplido  lo  pac¬ 
tado  y  así  se  comprueba  por  el  memorial  de 
fecha  diez  de  enero  del  año  de  mil  novecien¬ 
tos  veintisiete  en  el  cual  asegura  su  cargo, 
explica  que  lo  ha  servido  gratuitamente  y 
que  por  motivo  de  un  viaje  a  México  lo  re¬ 
nuncia.  Artículos  2365,  2366,  2367,  Código 
Civil. 

CONSIDERANDO:  que  en  el  presente 
caso  hay  ccadición  resolutoria ;  y  que  con¬ 
forme  el  acta  judicial  de  fecha  veinticinco 
de  febrero  del  año  de  mil  novecientos  veinti¬ 
siete,  en  la  cual  se  señaló  al  señor  Arroyo 
Parra  el  término  de  dos  meses  para  efectuar 
la  entrega  (Folios  11,  12  y  13  del  juicio),  se 
evidencia  que  dicho  señor  ha  incurrido  en 
mora.  Artículos  1457,  1433,  Código  Civil. 

CONSIDERANDO  :  que  los  contratos  he¬ 
chos  por  error,  violencia  o  dolo,  no  son  nulos 
ipso  jare  y  sólo  dan  lugar  a  la  acción  de  nu¬ 
lidad  ;  que  en  tanto  no  se  demuestre  esa  nu¬ 
lidad,  las  obligaciones  que  nacen  de  la  escri¬ 
tura  autorizada  por  el  Notario  don  Filadelfo 
Salazar,  deben  surtir  todos  sus  efectos  lega¬ 
les,  tanto  por  el  mérito  probatorio  de  dicho 
instrumento  público,  cuanto  porque  los  con¬ 
tratos  producen  derechos  y  obligaciones  y 
no  solamente  son  obligatorios  en  lo  que  se 
expresa  en  ellos,  sino  en  lo  que  sea  de  ley, 
según  su  naturaleza.  Artículos  1414,  1425  y 
1426,  Código  Civil;  712  Procedimientos 
Civiles. 

CONSIDERANDO:  que  las  declaraciones 
hechas  por  el  acreedor  y  deudor,  respecto  a 
la  liberación  del  depósito,  y  la  confesión  del 
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primero,  no  pueden  invalidar  en  modo  algu¬ 
no  el  mérito  probatorio  del  contralto,  porque 
no  se  ha  demostrado  la  nulidad  del  contrato 
mismo ;  que  en  todo  caso  deben  apreciarse 
como  una  confesión  que  perjudica  a  tercero 
y  por  tail  deben  entenderse  a  los  otros  dos 
contratantes.  Artículos  712,  649  del  Código 
de  Procedimientos  Civiles. 

POR  TANTO  :  esta  Sala  con  apoyo  en  las 
leyes  citadas  y  en  lo  que  preceptúan  los  ar¬ 
tículos  872,  877,  879,  884  Procedimientos  Ci¬ 


viles,  184,  185  del  Decreto  Número  273. — 
REVOCA  la  sentencia  apelada  de  1*  Instan¬ 
cia  y  declara:  que  el  Juez  debe  señalar  un 
término  prudencial  para  que  el  señor  don 
Julio  Arroyo  Parra,  verifique  la  devolución 
del  depósito  con  especial  condenación  en  cos¬ 
tas  a  dicho  señor  demandado. — Notifíquese 
y  con  certificación  devuélvase. — Daniel  Me- 
néndez  A.  —  Gmo.  S.  de  Tejada.  —  Alberto 
Argueta  S.  —  Juan  Fernández  C. 


SALA  SEXTA  DE  LA  CORTE  DE  APELACIONES 


CRIMINAL 

Los  individuos  de  las  Bandas  Marciales,  auque  están 
bajo  las  dependencias  de  las  Comandancias 
respectivas,  no  cometen  deserción  al  abandonar 
las  funciones  de  su  cargo,  por  no  estimárseles 
como  militares  en  servicio  activo. 

"Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones: 
Constituida  en  Corte  Marcial,  Totonicapán, 
diez  y  seis  de  mayo  de  mil  novecientos  vein¬ 
tiocho. — Visto  por  recurso  de  apelación  y 
con  los  antecedentes  respectivos  el  auto  que 
con  fecha  veintiuno  de  abril  último  dictó  el 
Comandante  de  Armas  de  este  departamen¬ 
to  con  asesoría  del  Auditor  de  Guerra  y  por 
el  cual  afirma  que  la  Banda  Marcial  de  esta 
cabecera  pertenece  al  Ejército  de  la  Repú¬ 
blica  según  el  acuerdo  gubernativo  de  fecha 
doce  de  abril  de  mil  novecientos  veintisiete, 
por  consiguiente  Vicente  Vega  Letona,  quien 
estaba  de  alta  en  el  Cuerpo  de  la  Banda 
Marcial  de  esta  cabecera  cometió  el  delito 
die  deserción  y  no  una  simple  falta  como 
lo  dice  su  defensor,  debiendo  ser  Juzgado 
por  los  Tribunales  Militares  de  conformidad 
con  los  artículos  139  Código  Militar  l»  Parte, 
I,  II  y  III  del  mismo  cuerpo  de  Leyes  II  Par¬ 
te. — Resultando :  que  con  fecha  ocho  de  mar¬ 
zo  del  corriente  año  J.  Angel  Pacheco  Di¬ 
rector  de  la  Banda  Marcial  de  esta  cabecera, 
dió  parte  por  escrito  al  Mayor  de  Plaza  que 
Vicente  Vega  Letona  había  consumado  de¬ 
serción  por  haber  faltado  a  dos  listas  de 
retreta  consecutivas.  Dicho  Jefe  mandó 
pasar  el  parte  a  la  Comandancia  de  Armas 
y  este  Despacho  lo  remitió  a  la  Fiscalía 
Militar  para  que  previa  la  ratificación  co¬ 
rrespondiente  instruyera  las  diligencias  su¬ 
marias  del  caso. — Practicadas  las  diligencias 
conducentes  al  esclarecimiento  del  hecho  se 
estableció  que  Vega  Letona,  en  una  fecha 
que  no  pudo  precisar  se  fué  de  esta  cabecera 
para  Quezaltenango  y  se  presentó  a  la  Fis¬ 


calía  Militar  de  este  departamento  el  día 
diez  y  ocho  del  mismo  mes,  por  consiguiente 
faltó  más  de  dos  días  al  desempeño  de  su 
empleo. — Fué  reducido  a  prisión  provisional 
por  el  delito  de  deserción  con  fecha  veinti¬ 
dós  del  mismo  mes. — Se  elevó  la  causa  a 
pdenario  y  se  le  tomó  confesión  con  cargos 
por  el  mismo  delito  con  el  cual  no  se  con¬ 
formó  y  nombró  su  defensor  a  don  Porfirio 
Robles  a  quien  se  le  discernió  el  cargo. — El 
Fiscal  Militar  en  su  dictamen  afirma  que 
Vicente  Vega  Letona  es  responsable  del  de¬ 
lito  de  deserción  y  como  consecuencia  deben 
imponérsele  la  pena  que  señala  el  Código 
Militar  en  su  primera  parte  para  esta  clase 
de  hechos. — El  señor  Robles  al  evacuar  su 
defensa,  entre  otros  conceptos,  manifestó : 
que  el  caso — de  que  se  trata  es  deserción  sin 
circunstancias  agravantes  por  consiguiente 
el  juicio  debe  ser  verbal  y  no  seguirse  por 
todos  los  trámites  de  un  juicio  escrito  de 
conformidad  con  el  artículo  103  del  Código 
Militar  II  Parte,  y  concluyó  pidiendo  que  se 
suspendiera  el  procedimiento  y  se  pasara 
la  causa  a  la  Comandancia  de  Armas  para 
que  este  Despacho  con  la  asesoría  respectiva 
decidiera  a  qué  Autoridad  le  correspondía 
dictar  sentencia.  En  virtud  de  esta  petición 
se  profirió  el  auto  de  que  se  ha  hecho  mérito, 
en  el  cual  no  se  resolvió  sobre  la  competen¬ 
cia  pedida  sino  que  únicamente  se  hizo  ver 
que  el  hecho  era  constitutivo  de  delito  y  que 
debería  ser  Juzgado  por  los  Tribunales  Mi¬ 
litares. — Considerando :  que  no  existe  dis¬ 
posición  legal  alguna  que  pene  el  abandono 
de  empleo  que,  en  algunos  casos  ejecutan  los 
individuos  que  pertenecen  a  las  Bandas 
Marciales,  que  aún  que  estas  quedaron  bajo 
las  dependencias  de  las  Comadancias  Loca¬ 
les  y  de  las  Comandancias  de  Armas  en 
todos  los  pueblos  en  donde  sus  presupuestos 
se  paguen  por  el  Ramo  de  Guerra  esa  dis¬ 
posición  no  entraña  que  dichos  individuos 
se  conceptúen  como  Militares  en  servicio 
activo,  por  que  el  acuerdo  gubernativo  de 
fechq  doce  de  abril  de  mil  novecientos  vein- 
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tisiete  no  deroga  la  Ley  Militar  ni  el  Regla¬ 
mente  táctico  en  lo  que  se  refiere  a  la  orga¬ 
nización  diel  Ejército  en  el  cual  no  están 
comprendidas  las  Bandas  Marciales. — Ade¬ 
más  los  miembros  que  integran  a  éstas  no 
deben  considerarse  como  individuos  de  tro¬ 
pa  de  alta  :  primero  :  porque  no  están  filiados 
con  las  formalidades  que  establecen  la  Orde¬ 
nanza  Militar  en  su  tratado  quinto,  Título 
I;  segundo:  porque  no  prestan  el  juramento 
de  banderas ;  y  tercero  :  porque  los  servicios 
que  prestan  son  por  tiempo  indeterminado 
y  los  individuos  de  tropa  los  prestan  por 
tiempo  fijo;  salvo  los  casos  de  reenganche; 
que  nadie  debe  de  ser  castigado  por  delitos 
o  faltas  que  no  se  hayen  establecidos  por  ley 
anterior  a  su  perpetración  por  consiguiente 
en  el  caso  sub  judice  ha  faltado  la  base  pqra 
el  procedimiento  criminal  que  es  la  preexis¬ 
tencia  de  un  hecho  u  omisión  que  la  ley  repu¬ 
te  delito  o  falta,  sin  cuya  circunstancia  el 
procedimiento  es  nulo  e  induce  responsabi¬ 
lidades  en  el  Funcionario  respectivo.  Ar¬ 
tículos  16,  Código  Militar  I  Parte;  150  y  478 
Código  Militar  II  Parte.  —  Por  tanto  :  este 
Tribunal,  con  el  fundamento  jurídico  de  las 
leyes  invocadas  más  lo  dispuesto  en  el  ar¬ 
tículo  178  de  la  Ley  Orgánica  y  Reglamen¬ 
taria  del  Poder  Judicial  declara:  NULO  E 
INSUBSISTENTE  todo  lo  actuado  desde  la 
providencia  de  fecha  nueve  de  marzo  último 
por  la  cual  la  Comandancia  de  Armas  man¬ 
da  a  la  Fiscalía  Militar  que  instruya  la  ave¬ 
riguación  correspondiente;  y  llama  seria¬ 
mente  la  atención  al  Tribunal  Militar  para 
que  en  los  casos  futuros  haga  la  debida  cali¬ 
ficación  de  los  hechos  a  efecto  de  evitar 
anomalías  perjudiciales  en  la  recta  Admi¬ 
nistración  de  Justicia. — Notifíquese  y  como 


corresponde  devuélvase  al  Tribunal  de  su 
origen.  —  Rodríguez.  —  Hurtado  P.  — 
Escalante.  —  Cárdenas.  —  Camey.  —  A. 
Chacón  B.,  Secretario”. 


Se  nombra  Magistrado  Propietario  de  la  Sala  4^ 
de  Apelaciones,  al  Licenciado  Angel  Cuevas 
del  Cid.  _ 

DECRETO  NUMERO  1561 

La  Asamblea  Legislativa  de  la  República  de 
Guatemala 

DECRETA : 

Artículo  único.  —  Se  nombra  Magistrado 
Propietario  de  la  Sala  4"  de  la  Corte  de  Ape¬ 
laciones  al  Licenciado  Angel  Cuevas  del  Cid, 
en  substitución  del  de  igual  título  Darío  Mo¬ 
lina  P.,  cuya  renuncia  fué  admitida. 

Pase  al  Ejecutivo  para  su  publicación. 

Dado  en  el  Salón  de  Sesiones  de  la  Asam¬ 
blea  Legislativa,  en  Guatemala,  el  treinta  de 
mayo  de  mil  novecientos  veintiocho. 

A.  Rivera  P .,  Presidente.  —  Federico  Car- 
bonell  R.  Secretario. — Ramón  Calderón,  Se¬ 
cretario. 

Casa  del  Gobierno  :  Guatemala,  cuatro  de 
junio  de  mil  novecientos  veintiocho. 

Publíquese. 

L.  CHACON. 

El  Secretario  de  Estado  ea  el  Despacho 
de  Gobernación  y  Justicia, 

L.  ALBERTO  PAZ  Y  PAZ. 


COLABORACION 

CIUDADANOS 


QUE  HAN  OCUPADO  LA  PRESIDENCIA  DEL  MAS  ALTO  TRIBUNAL  DE 
JUSTICIA,  YA  BAJO  LA  DENOMINACION  DE  SUPREMA  AUDIENCIA  DE 
JUSTICIA,  SUPREMA  CORTE  DE  JUSTICIA  FEDERAL,  CORTE  SUPERIOR 
DE  JUSTICIA  DEL  ESTADO  DE  GUATEMALA  EN  LA  FEDERACION  DE 
CENTRO- AMERICA  Y  CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA 
DE  GUATEMALA,  DESDE  EL  AÑO  DE  1821  HASTA  NUESTROS  DIAS 


Proclamada  la  Independencia  de  las  Pro¬ 
vincias  Unidas  de  Centro-América,  la  Anti¬ 
gua  Audiencia  de  los  Confines  siguió  fun¬ 
cionando  después  de  1821  con  el  nombre  de 
Suprema  Audiencia  de  Justicia,  habiendo 
sido  presidida  así : 

De  1821  a  1825,  por  el  Licgnciado  Fran¬ 
cisco  de  Paula  y  Vilche§ 


En  cumplimiento  de  la  Constitución  Fede¬ 
ral  de  la  República  de  Centro-América  la 
Antigua  Audiencia  se  transformó  en  Supre¬ 
ma  Corte  de  Justicia  Federal,  siendo  su  pri¬ 
mer  Presidente : 

De  1825  a  1839,  el  Licenciado  don  Tomás 
Antonio  O'Horan. 
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El  2  de  mayo  de  1825  se  instaló  por  vez 
primera  la  Corte  Superior  de  Justicia  del 
Estado  de  Guatemala  en  la  Federación  de 
Centro-América,  siendo  su  primer  Presi¬ 
dente  : 

De  1825  a  1830,  el  Licenciado  don  José 
Antonio  Palomo. 


Después  de  Palomo  no  hubo  Presidentes 
de  la  Corte  Superior  de  Justicia,  sino  que 
hasta  en  1839;  durante  todo  ese  lapso  de 
tiempo,  la  Corte  fué  presidida  por  un  Vocal 
de  turno. 

El  5  de  diciembre  de  1839,  la  Asamblea 
Constituyente  del  Estado  de  Guatemala  de¬ 
cretó  que  el  Poder  Judicial,  una  vez  roto  el 
Pacto  Federal,  residiera  en  la  Corte  Suprema 
de  Justicia,  habiendo  sido  presidido  como  a 
continuación  se  expresa: 

De  1839  a  1841,  Licenciado  don  José  Ve¬ 
nancio  López. 

De  1841  a  1844,  Licenciado  don  Manuel 
Zebadúa. 

De  1844  a  1848,  Licenciado  don  Miguel 
Larreinaga. 


De  1848  a  1851,  Licenciado  don  José  An¬ 
tonio  Larrave. 

De  1851  a  1871,  Licenciado  don  José  An¬ 
tonio  Azmitia. 

De  1871  a  1887,  Licenciado  don  Manuel 
Joaquín  Dardón. 

De  1887  a  1892,  Licenciado  don  José  Sa- 
lazar  y  Cárdenas. 

De  1892  a  1893,  Licenciado  don  Mariano 
Cruz. 

De  1893  a  1898,  Licenciado  don  Antonio 
Batres  Jáuregui. 

De  1898  a  1908,  Licenciado  don  José  Pinto. 

De  1908  a  1912,  Licenciado  don  Manuel 
Cabral. 

De  1912  a  1916,  Licenciado  don  Antonio 
González  Saravia. 

De  1916  a  1920,  Licenciado  don  Antonio 
Batres  Jáuregui. 

De  1920  a  1921,  Licenciado  don  José  A. 
Beteta. 

De  1921  a  1921,  Licenciado  don  Federico 
Castañeda  Godoy. 

De  1921  a  1924,  Licenciado  don  José  A. 
Medrarlo. 

De  1924  a  1928,  Licenciado  don  Rodolfo 
E.  Sandoval. 

En  1928,  Licenciado  don  José  A.  Medrano. 


Guatemala,  22  de  junio  de  1928. 

SALOMON  CARRILLO  RAMIREZ 


EL  PRIMER  PRESIDENTE  DE  LA  CORTE  SUPREMA  DE 
JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA  DE  CENTRO-AMERICA 

LICENCIADO  DON  TOMAS  ANTONIO  O’HORAN 


Brilla  en  la  antigua  Capitanía  General  de 
Guatemala  a  fines  del  siglo  XVIII  y  prin¬ 
cipios  del  XIX,  una  pléyade  de  varones  ilus¬ 
tres  a  quienes  tocó  en  suerte  ser  más  tarde 
directores  de  la  cosa  pública  al  ser  elevados 
a  los  altos  puestos  de  la  naciente  República. 

Personalidad  distinguida  y  respetable  fué 
el  letrado  con  cuyo  nombre  comienzan  estas 
líneas,  de  acrisolada  honradez  y  de  méritos 
indiscutibles.  Sabio  y  previsor,  el  Consejo 
de  Indias  de  Madrid,  Institución  creada  des¬ 
de  los  tiempos  de  Fernando  el  Católico  para 
la  administración  de  los  asuntos  relacio¬ 
nados  con  las  colonias  de  América;  puso  en 
vigor  las  Ordenanzas  que  fueron  sanciona¬ 
das  en  la  ciudad  de  Barcelona,  las  que  te¬ 


nían  por  objeto  organizar  la  administración 
colonial;  dichas  leyes  se  denominaron  en  las 
Colonias  americanas  "Las  Nuevas  Leyes"; 
entre  de  las  Instituciones  que  creaba  la  nue¬ 
va  legislación  estaba  la  "Suprema  Audiencia 
de  los  Confines”,  cuyo  fin  era  conocer  en  las 
causas  civiles  y  crimínales,  hacer  juicios  de 
residencia  en  contra  Capitanes  Generales, 
Oidores  e  Intendentes;  la  creación  de  este 
Tribunal  que  tuvo  al  principio  su  sede  en 
Gracias,  en  Panamá,  y  por  último  en  la  ciu¬ 
dad  de  Guatemala,  es  un  acontecimiento  de 
capital  importancia  en  la  historia  dé  nues¬ 
tra  administración  de  justicia;  pues  ya  lo 
dijo  el  escritor:  "país  sin  justicia  no  es  dig¬ 
no  de  figurar  en  la  faz  del  planeta”. 


720 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


Nombrado  Fiscal  de  la  Real  Audiencia, 
por  el  Consejo  Supremo  de  Indias,  llegó  a 
tierras  centroamericanas  el  Licenciado  O' 
Horán;  era  natural  de  la  Península,  sin  que 
a  punto  fijo  hayan  podido  los  cronistas  loca¬ 
lizar  el  lugar  de  su  nacimiento;  su  padre 
era  originario  de  Irlanda,  como  lo  indica  su 
apellido,  acaudalado  comerciante  que  se  ha¬ 
bía  establecido  en  España.  El  Licenciado 
O'Horán  había  desempeñado  varios  empleos 
en  los  Virreinatos  de  Nueva  España  y  Nue¬ 
va  Granada;  en  este  último  lugar  había  esta¬ 
do  en  contacto  con  los  patriotas  que  al  man¬ 
do  de  Francisco  Miranda  habían  dado  el 
grito  de  libertad.  Espíritu  inspirado  en  la 
lectura  de  los  acontecimientos  de  la  Revolu¬ 
ción  Francesa  y  conocedor  de  las  doctrinas 
de  los  enciclopedistas,  había  visto  con  agra¬ 
do  las  intentonas  libertarias;  cuando  vino  a 
Guatemala  al  cumplimiento  del  cargo  públi¬ 
co  para  que  había  sido  designado  venía  ya 
con  la  mala  nota  de  ser  adicto  a  los  inde¬ 
pendientes. 

Junto  con  él  vinieron  a  Centro-América 
varios  de  sus  hermanos,  el  más  importante 
de  ellos  fue  José  Gabriel  O'Horán,  fogoso 
partidario  de  la  revolución,  espíritu  inquieto, 
enemigo  de  la  dominación  española,  quien 
se  había  quedado  establecido  en  la  ciudad 
de  Masaya  de  la  antigua  Provincia  de  Nica¬ 
ragua;  en  el  año  de  1811  tuvieron  lugar  en 
aquella  provincia  los  acontecimientos  sedi¬ 
ciosos  cié  León  y  Granada  y  José  Gabriel, 
complicado  en  dichos  movimientos  se  alzó  a 
su  vez  en  Masaya,  en  donde  fué  vencido  y 
apresado  por  las  tropas  realistas  y  conduci¬ 
do  más  tarde  a  la  ciudad  de  Guatemala,  en 
donde  la  ira  del  Capitán  General  José  Bus- 
tamante  y  Guerra,  lo  confinó  en  húmedas 
mazmorras  y  fué  llevado  más  tarde  al  Casti¬ 
llo  del  Golfo. 

Llegado  el  Licenciado  O'Horán  a  Gua¬ 
temala  y  conservando  en  la  Península  fuer¬ 
tes  entronques  aristocráticos,  aquí  mantuvo 
estrechas  relaciones  con  la  casa  Aycinena, 
Beltranena  y  Pavón  y  demás  personas  que 
entonces  componían  el  partido  gacista,  for¬ 
mado,  como  es  bien  sabido,  de  las  personas 
de  origen  netamente  español;  tuvo  también 
relaciones  con  personas  amantes  de  la  inde. 
pendencia  de  las  colonias,  como  José  Fran¬ 
cisco  Barrundia,  José  Francisco  Córdova,  el 
Doctor  Pedro  Molina,  el  Licenciado  don  Mi¬ 
guel  Larreinaga,  con  quien  había  servido 
junto  en  la  Real  Audiencia. 

La  situación  política  del  Reino  era  enton¬ 
ces  efervescente;  la  Constitución  de  1812  que 
fué  el  resultado  de  las  Cortes  de  Cádiz  y  el 
largo  cautiverio  de  Fernando  VII,  había  ins¬ 
pirado  el  alma  de  los  centroamericanos,  des¬ 
arrollándose  una  serie  de  acontecimientos 
que  culminaron  con  la  Junta  que  el  Capitán 


General  don  Gabino  Gaínza,  acordó  que  se 
celebrara  en  la  mañana  memorable  del  15 
de  septiembre  de  1821,  en  el  Palacio  de  los 
Capitanes  Generales ;  a  ella  tuvo  que  concu¬ 
rrir  el  Licenciado  O'Horán  en  su  carácter 
de  Oidor  Magistrado  de  la  Real  Audiencia. 
Después  de  la  larga  discusión  que  se  sostuvo 
en  esa  fecha  imperecedera,  en  la  que  se  adu¬ 
jeron  argumentos  en  favor  y  en  contra  de  la 
proclamación  de  la  Independencia,  por  par¬ 
te  de  los  dos  bandos  allí  presentes ;  llegó  la 
hora  de  la  votación  nominal. 

De  un  lado  estaban  los  que  dieron  el  voto 
negativo  por  la  no  proclamación,  que  enca¬ 
bezaba  el  Arzobispo  Casaus;  del  otro  lado 
estaban  los  que  abogaban  por  la  proclama¬ 
ción  de  la  Independencia  en  ese  mismo  acto, 
encabezados  por  el  noble  Canónigo  José 
María  de  Castilla  y  el  Licenciado  O’Horán 
en  un  gesto  que  ha  hecho  perdurable  su  me¬ 
moria  dió  su  voto  en  favor  de  la  proclama¬ 
ción  de  la  Independencia. 

Constituida  la  nueva  nacionalidad,  el  se¬ 
ñor  Licenciado  O'Horán  fué  miembro,  en 
unión  del  General  Manuel  José  Arce  y  el 
Licenciado  José  Cecilio  del  Valle,  de  los 
triunviratos  que  para  el  primer  gobierno  de 
la  RepúbUca  se  instituyó  en  el  año  de  1824. 
Poco  después  desempeñó  la  Jefatura  Polí¬ 
tica  del  departamento  de  Guatemala. 

Promulgada  la  Constitución  Federal  de  la 
República  de  Centro-América,  se  hizo  la*  di¬ 
visión  de  los  tres  Poderes  Supremos  y  se 
estableció  que  el  Poder  Judicial  residiera 
en  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  Corte  de 
Apelaciones  y  demás  Tribunales  inferiores. 
El  día  29  de  abril  de  1825,  un  acontecimiento 
de  gran  importancia  en  la  historia  judicial 
guatemalteca  se  estaba  realizando;  en  cum¬ 
plimiento  de  la  Constitución  Federal  ese  día 
era  la  solemne  apertura  de  la  Corte  Suprema 
de  Justicia,  había  sido  electo  para  tan  alto 
cargo  el  Licenciado  O'Horán  y  previa  la 
protesta  de  ley  ante  el  Congreso,  una  Comi¬ 
sión  de  él,  había  ido  a  darle  posesión  y  cuyo 
a  aquel  distinguido  varón  el  señalado  honor 
de  presidir  el  más  alto  Tribunal  de  Justicia 
de  la  República  de  Centro-América,  que  por 
primera  vez  figurable  ante  la  faz  del  mundo. 

Sin  embargo,  pronto  se  desató  la  tormenta 
de  la  dictadura  de  Arce,  la  disolución  de  las 
autoridades  del  Estado  de  Guatemala  y  el 
nombramiento  de  las  llamadas  autoridades 
intrusas;  acontecimientos  que  dieron  mar¬ 
gen  a  la  larga  guerra  civil  de  1826  y  1829. 

El  Licenciado  O’Horán  permaneció  fiel  a 
las  antiguas  amistades  que  tuvo  a  su  ingre¬ 
so  al  pais,  es  decir  a  la  casa  Beltranena  y 
Aycinena,  y  tuvo  que  correr  la  misma  suerte 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


721 


que  ellos,  al  ser  tomada  la  Plaza  de  Gua¬ 
temala  en  el  mes  de  abril  de  1829  y  restable¬ 
cerse  el  régimen  constitucional  alterado. 

Con  serenidad  marchó  el  Licenciado  O' 
Horán  a  la  ciudad  de  Mérida,  capital  del 
Estado  de  Yucatán,  empuñando  el  cayado 
del  proscrito;  allí  ejerció  la  noble  profesión 
de  Abogado  hasta  que  la  muerte,  ya  avan¬ 
zado  en  años,  le  sorprendió;  allí  dejó  regu¬ 
lar  fortuna  y  una  larga  parentela,  que  han 
perpetuado  ese  apellido  hasta  nuestros  días. 

Tal  fué  la  vida  del  hombre  público  a 
quien  le  cupo  presidir  los  destinos  de  la  Pa¬ 
tria  y  que  aparece  en  los  anales  republica¬ 
nos  como  el  primer  apóstol  de  la  noble  mi¬ 
sión  de  dar  a  cada  uno  lo  suyo. 

ADMINISTRACION 


Tal  es  el  ciudadado  ejemplar,  una  de  las 
figuras  de  más  relieve  y  más  renombradas 
a  principios  del  siglo  XIX,  tanto  por  su  pa¬ 
triotismo  y  desinterés  como  por  sus  dotes 
intelectuales  nada  comunes  y  su  vasta  ilus¬ 
tración. 

Consagremos  un  recuerdo  al  Primer  Pre. 
sidente  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  Fe¬ 
deral  de  Centro-América,  ya  que  al  decir  de 
Séneca :  "el  recuerdo  de  los  grandes  hom¬ 
bres  no  nos  es  menos  favorable  que  su  pre¬ 
sencia”. 

SALOMON  CARRILLO  RAMIREZ. 


El  infrascrito  Receptor  General  de  Fondos  Judiciales:  Certifica  que  en  el  Libro  de 
Actas  y  a  los  folios  115y116se  encuentra  el  Acta  Np  55  que  literalmente  dice: 


«En  la  ciudad  de  Guatemala,  a  los  cinco  días 
del  mes  de  julio  de  mil  novecientos  veintiocho, 
constituido  el  infrascrito  Contador  de  Glosa  en  el 
local  que  ocupa  la  Receptoría  General  de  Fondos 
Judiciales,  con  el  objeto  de  practicar  el  Corte  de 
Caja  correspondiente  al  mes  de  junio  recién  pa¬ 
sado  y  en  virtud  de  nombramiento  de  la  Presi¬ 
dencia  del  Tribunal  de  Cuentas  de  fecha  2  del 
mes  ya  citado  de  julio;  estando  presente  el  Recep¬ 
tor  General  de  Fondos  Judiciales,  don  Francisco 
Cifuentes  P.,  se  procedió  de  la  siguiente  manera: 

Primero:  Tuve  a  la  vista  el  Libro  de  Caja,  el 
que  encontré  con  sus  operaciones  cerradas  en  30 
de  junio  del  presente  año. 

Segundo:  El  movimiento  de  la  Caja  durante  el 
mes  anterior,  fué  así: 

Saldos  en  l9  de  junio  Q  5,215.79  $  211,279.84 
Ingresos  durante  el  mes  22,740.55  13,639.00 

Suman  los  ingresos...  Q  27,956.34  $  224,918.84 


Egresos  en  el  mes . Q  14,320.45  $  203,121.00 

Saldos  para  l9  de  junio  Q  13,635.89  $  21,797.84 
Ingresos  del  l9  al  4  de 
julio .  851.79 

Sumas .  Q  14,487.68  $  21,797.84 


Egresos  del  l9  al  4  de 
julio .  Q  10,178.00 

Saldos  para  el  5  de  julio  Q  4,309.68  $  21,797.84 


Tercero:  El  Receptor  General  presentó  en  efec¬ 
tivo  las  cantidades  de  cuatro  mil  trescientos  nueve 
quetzales  sesenta  y  ocho  centavos  de  quetzal  y  vein¬ 
tiún  mil  setecientos  noventa  y  siete  pesos  ochenta  y 
cuatro  centavos  en  billetes  de  los  antiguos  Bancos . 
cantidades  que  fueron  contadas  por  el  infrascrito 
Contador  de  Glosa  y  que  son  exactamente  iguales 
a  los  Saldos  que  arrojan  el  Libro  de  Caja. 

Cuarto:  Confrontados  que  fueron  todos  los  com¬ 
probantes,  tanto  de  Ingresos  como  de  Egresos, 
resultaron  de  entera  conformidad  con  las  partidas 


de  Caja,  estando  los  primeros  (los  de  ingresos) 
marcados  con  los  números  224  al  288  y  los  de  egre¬ 
sos  del  número  331  al  432  y  comprendidos  dentro 
de  los  folios  31  al  39. 

Quinto:  No  habiendo  otro  asunto  de  que  tratar 
en  lo  referente  al  Corte  de  Caja,  se  da  por  termi¬ 
nado  el  presente  acto,  haciendo  constar  que  éste 
comenzó  a  las  9  a.  m.,  y  terminó  a  las  11  y  20  a. 
m.,  firmando  conmigo  el  Receptor  General.  Maca¬ 
rio  Monroy.  F.  Cifuentes  P. 

Y  para  remitir  la  presente  copia  certificada  a 
la  Dirección  General  de  Cuentas,  la  firmo  en  la 
ciudad  de  Guatemala,  a  los  cinco  días  del  mes  de 
julio  de  mil  novecientos  veintiocho. 


DETALLE  de  los  gastos  verificados  por  la  Caja  de  la  Receptoría  General  de 
Fondos  Judiciales  a  favor  de  los  distintos  Tribunales  de  la  República: 


A  la  Sala  5*  de  Jalapa,  lo  siguiente: 

Valor  de  una  máquina  de  escribir  «Un- 

derwood» .  Q  110.00 

Valor  de  un  amueblado  nuevo,  de  12 
piezas,  estilo  misión,  comprado  a  J. 

Berdichesky .  120.00 

Por  un  escritorio  estilo  Ministro .  60.00 

Volor  de  4  tinteros  finos,  con  sus  res¬ 
pectivas  almohadillas,  según  factura 

a  la  casa  Amos  y  Anderson .  19.35 

Valor  de  4  plataformas  de  pino,  para 
los  escritorios  de  los  señores  Magis- 

rados .  31.00 

Valor  de  materiales  e  instalación  de 

timbres . 9.25 

Valor  de  media  docena  de  cintas  para 
máquinas  de  escribir .  5.00 


Suma .  Q  354.60 

Al  Juzgado  69  de  l9  Instancia,  media 
docena  de  cintas  para  máquinas  de 

escribir .  5.00 

Al  Juzgado  59  de  Paz  para  sus  repara¬ 
ciones  del  edificio  (1-2,670) .  44.50 


Van .  Q  404.10 
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Vienen . . Q  404.10 

A  Casimiro  Morales,  valor  de  una  mesa 
para  máquina  de  escribir,  para  la 
Receptoría  General  de  Fondos  Judi¬ 
ciales .  8.00 

E.  Amenábar,  por  arreglo  de  una  má¬ 
quina  de  escribir  «Oliver»,  de  la 

Sala  29 .  8.00 

A  Petronilo  Aguilar,  por  instalación 

de  timbres  de  la  puerta  de  calle .  17.80 

Al  Juzgado  29  de  Paz,  valor  de  varios 

muebles  ($2,950) .  49.16 

Eusebio  Zepeda,  valor  de  una  mesa  de 

escribir .  10.00 

Valor  de  una  máquina  cRoyal»  parala 

Sala  3*  de  Apelaciones .  110.00 

A  Koenigsberg,  valor  de  dos  chapas 
cYale»  para  la  Biblioteca  del  Poder 

Judicial .  14.00 

A  Andrés  González,  valor  del  rótulo  que 

hizo  para  el  frente  del  edificio  . .  40.00 

Al  Juzgado  de  1*  Instancia  de  Amati- 
tlán,  valor  de  un  reloj  de  pared  y 
otros  muebles,  según  presupuesto  pre¬ 
sentado  por  el  Juez  de  1*  Instancia  125.46 

A  José  F.  Torres,  valor  del  asta  que 
hizo  para  el  edificio  que  ocupa  la 

Corte  Suprema  . 20.00 

A  Ness,  valor  de  una  mesita  de  acero 
para  máquina  de  escribir,  para  la 

Presidencia  del  Poder  Judicial .  25.00 

A  la  Empresa  Eléctrica,  por  luz  extra 
para  las  noches  del  29  y  30  de  junio  34.00 

A  Andrés  González,  por  un  rótulo  en  la 
vidriera  de  la  Biblioteca  del  Poder 

Judicial . ; .  10.00 

Al  Juez  6°  de  Paz,  por  reparación  de 
muebles  e  instalación  de  timbres  ($2,- 

480) .  41.34 

A  Scharoch,  valor  de  pantallas  y  bom¬ 
billas  para  la  Biblioteca .  11.75 

A  la  «Casa  Blanca»,  valor  de  media  do¬ 
cena  de  escupideras  para  la  Biblioteca  6.00 

A  J.  M.  Resnikoff,  valor  de  dos  máqui¬ 
nas  de  escribir  «Remington»  y  una 
mesita .  250.00 


Van .  Q  1,184.61 


Vienen .  Q  1,184.61 

Al  Juzgado  29  de  1*  Instancia  de  Que- 
zaltenango,  una  máquina  de  escribir, 
marca  «Underwood» .  110.00 

*  Suma.. .  Q  1,294  61 


Guatemala,  l9  de  julio  de  1928. 

F.  Cifüentes  P., 

Receptor  General. 


RESUMEN  de  los  fondos  percibidos  por  la  Receptoría  General  de  Fondos 
Judiciales,  por  el  50  por  ciento,  de  las  multas  impuestas  por  los  Juz¬ 
gados  de  Paz  de  esta  Capital  y  de  las  inversiones  realizadas  en  los 
últimos  tres  meses: 

INGRESOS 

Remitido  por  la  Tesorería  de  la  Policía  Nacio¬ 
nal,  por  los  meses  siguientes: 

Por  abril .  Q  1,079.14 

Por  mayo .  1,065.46 

Por  junio .  924.19 

Suma . Q  3,068.79 


EGRESOS 

Por  abril .  Q  243.93  $  7,711.00 

Por  mayo .  1,433.07  18,759.00 

Por  junio .  1,294.61 

Sumas .  Q  2,971.61  $  26,470.00 


Guatemala,  30  de  junio  de  1928. 

F.  Cifüentes  P., 
Receptor  General. 


NOTA: — El  detalle  de  las  inversiones  efec¬ 
tuadas  en  los  meses  de  mayo  y  junio,  se  encuentra 
en  las  Gacetas  respectivas. 


SECCION  DE  INFORMACION 


CIRCULAR  DIRIGIDA  A  LOS  FUNCIONARIOS 
DEL  PODER  JUDICIAL  DE  LA  REPUBLICA 


Guatemala,  21  de  junio  de  1928. 
Señor . 

Con  instrucciones  del  señor  Presidente  de 
este  Tribunal,  tengo  el  honor  de  dirigirme  a 
usted  para  reiterarle  la  transcripción  del 
acuerdo  que  con  fecha  28  de  septiembre  de 
1922,  dictó  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 

Asimismo,  con  instrucciones  de  aquel  alto 
funcionario,  hago  a  usted  presente  que  di¬ 
cha  excitativa  lleva  por  objeto,  como  no 
puede  escaparse  a  la  penetración  de  usted, 


mantener  la  ecuanimidad  en  el  criterio  de 
los  Jueces  y  recordarles  que  la  serenidad  no 
turbada  por  ideas  de  índole  ajena  a  su  sa¬ 
cerdocio,  es  la  mejor  prenda  que  puede  ga¬ 
rantizar  al  público  en  el  goce  de  todos  sus 
derechos. 

La  administración  de  justicia  debe  ser 
pronta  y  cumplida,  así  lo  exige  el  interés  del 
conglomerado  y  lo  reclama  el  patriotismo. 
Es  por  esta  razón  que  aunque  tal  vez  no  sea 
necesario,  dado  el  concepto  que  usted  tiene 
del  cumplimiento  de  su  deber,  en  esta  opor- 
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tunidad  se  recuerda  la  disposición  de  mérito 
por  considerarla  de  mucha  utilidad  para  evi¬ 
tar  distracciones  en  la  noble  misión  de  dar 
a  cada  uno  lo  suyo: 

“La  Corte  Suprema  de  Justicia  de  la  Re¬ 
pública, 

CONSIDERANDO: 

Que  para  la  mejor  administración  de  jus¬ 
ticia,  es  necesario  que  los  funcionarios  en¬ 
cargados  de  impartirla  dediquen  sus  activi¬ 
dades  exclusivamente  al  desempeño  de  sus 
delicadas  labores; 

Que  es  indispensable  que  los  componen¬ 
tes  del  Poder  Judicial  para  el  mejor  cumpli¬ 
miento  de  su  elevado  ministerio  gocen  de  la 
más  amplia  libertad,  la  cual  se  consigue  no 
contrayendo  compromisos  que  de  alguna 
manera  contribuyan  a  limitar  su  actuación  o 
a  extraviarla  del  sendero  que  la  ley  le  marca; 

Que  los  anhelos  de  libertad  a  que  todos 
debemos  aspirar  se  consiguen  más  que  de 
cualquiera  otra  manera,  hacienda  estricta 
aplicación  de  la  ley,  base  fundamental  de 
todo  Gobierno  constituido  bajo  régimen  de¬ 
mocrático  ; 

POR  TANTO: 

El  Tribunal  Supremo  en  el  deseo  de  que 
el  Poder  Judicial  cumpla  la  noble  misión 
que  tiene  a  su  cargo, 

ACUERDA: 

Excitar  el  patriotismo  de  los  señores  Ma¬ 
gistrados,  Jueces  y  demás  empleados  de  su 
dependencia,  a  efecto  de  que  no  tomen  par¬ 
ticipación  en  trabajos  políticos  y  dediquen 
sus  energías  a  la  consecución  de  los  fines 
que  el  pueblo  soberano  tiene  derecho  a  exi¬ 
girles. 

Transcríbase  y  publíquese. 

Medrano.  —  Flores  y  Flores.  —  Serrano 
Muñoz.  —  Paredes.  —  Castillo.  —  Tomás 
Posadas  G." 

Esperando  que  usted  se  servirá  tener  pre¬ 
sentes  los  conceptos  de  la  transcripción  an¬ 
terior  y  suplicándole  me  acuse  el  recibo  que 
corresponde,  me  es  grato  subscribirme  su 
muy  atento  y  seguro  servidor. 

Alfredo  Valle  Calvo, 
Secretario. 

Nuevo  Juez  de  Primera  Instancia 

Con  fecha  26  del  corriente  mes,  fué  nom¬ 
brado  Juez  de  1®  Instancia  del  departamento 
de  Retalhuleu,  a  propuesta  de  la  Corte  Su¬ 
prema  de  Justicia,  el  Licenciado  Ernesto 
Andrade,  en  substitución  del  de  igual  título 
don  Humberto  Robles,  que  renunció  y  a 
quien  se  le  dan  las  gracias  por  los  servicios 
prestados. 


Importante  Acuerdo  de  la  Presidencia  pira  la 
Mejor  Organización  de  los  Centros  Penales. 

N®  51. 

Guatemala,  28  de  junio  de  1928. 

Aprovechando  el  viaje  del  Licenciado  don 
Manuel  Zeceña  Beteta,  a  los  principales 
países  de  Europa, 

La  Presidencia  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  de  la  República  de  Guatemala 

ACUERDA : 

Comisionar  a  dicho  señor  Licenciado  para 
que  se  sirva  visitar  las  prisiones  y  centros 
penales  que  estime  procedentes  e  informe  a 
este  Tribunal  acerca  de  las  mejoras,  pro¬ 
gresos  y  demás  circunstancias  que  estime 
pertinentes  para  la  mejor  reglamentación  de 
nuestros  centros  penales. 

Comuniqúese. 

MEDRANO. 

Alfredo  Valle  Calvo, 

Secretario. 

Biblioteca  del  Poder  Judicial 

Desde  el  1"  del  mes  de  julio  próximo  en¬ 
trante,  quedará  abierta  en  el  edificio  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia  (8"  Avenida  Sur 
y  11®  Calle  Oriente),  la  Biblioteca  del  Poder 
Judicial,  todos  los  días,  de  2  a  6  de  la  tarde 
y  de  7  y  media  a  9  y  media  de  la  noche.  Se 
invita  atentamente  a  los  profesionales,  estu¬ 
diantes  y  público  en  general  para  que  asis¬ 
tan  a  las  horas  indicadas  a  esta  Biblioteca, 
en  donde  encontrarán  obras  antiguas  y  mo¬ 
dernas  relacionadas  con  la  ciencia  del  De¬ 
recho. 

Traslado 

A  fines  de  este  mes  se  trasladaron  las  ofi¬ 
cinas  de  los  Juzgados  1®,  2®  y  3'-’  de  1*  Instan¬ 
cia  del  Ramo  Civil  del  departamento  de  Gua¬ 
temala,  al  Segundo  piso  del  edificio  que  está 
situado  en  la  esquina  que  forma  la  6®  Aveni¬ 
da  Sur  y  10®  Calle.  Este  local  amplio  y 
cómodo  prestará,  a  no  dudarlo,  indiscutibles 
facilidades  para  la  mejor  atención  del  pú¬ 
blico. 

Examen 

El  14  del  mes  en  curso  se  sometió  a  exa¬ 
men  de  aptitud,  ante  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  el  Licenciado  don  Gabriel  Biguria 
S.,  en  cumplimiento  del  Decreto  gubernativo 
Número  923.  Habiendo  contestado  satis¬ 
factoriamente  a  las  preguntas  que  se  le  di¬ 
rigieron  y  resuelto  de  conformidad  los  jui¬ 
cios  civiles  y  causas  criminales  que  se  le 
pusieron  a  la  vista,  el  Tribunal  tuvo  a  bien 
aprobarlo  por  unanimidad  de  votos. 
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CATALOGO 

DE  LA  BIBLIOTECA  DEL  PODER  JUDICIAL.  —  FORMADO  CON  SEPARACION  DE 
MATERIAS  Y  ORDEN  ALFABETICO  DE  APELLIDOS  DE  LOS  AUTORES 
GUATEMALA.  C.  A..  AÑO  DE  1928 


DERECHO  CIVIL 


AUTORES 

NOMBRE  DE  LAS  OBRAS 

ij 

V 

x¡ 

u 

o 

<u 

TJ 

£ 

> 

O 

> 

A 

A  bella  Joaquín . 

Código  Civil  Español,  reformado,  comentado  v  concor- 

dado  con  la  antigua  legislación . 

1 

A 

1 

9 

A 

1 

3 

A 

1 

4 

A 

1 

1 

E 

1 

2 

E 

3 

B 

5 

A 

1 

Basso  A.  E . 

Sinopsis  de  Derecho  Civil  Argentino  (Derechos  Reales) 

6 

A 

i 

7 

A 

1 

8 

A 

1 

9 

A 

1 

1 

c 

3 

2 

c 

1 

3 

c 

4 

B.  Lecantinerie  Le  Courtois  et 

4 

c 

1 

5 

c 

3 

B.  Lecantinerie  et  Wahl . 

Des  contrats  aléatoires  du  Mandat,  du  Cautionnement 

de  la  transaction . 

6 

c 

i 

7 

c 

1 

B.  Lacantinerie  et  de  Loynes . 

Du  nantissement  des  priviléges  et  hvpothéques . 

8 

c 

3 

9 

c 

1 

c 

Castejón  F . 

Derecho  Civil  en  Italia.  Crédito  de  los  pequeños  Mu- 

nicipios . 

10 

A 

i 

11 

A 

1 

3 

E 

1 

4 

E 

o 

E 

1 

6 

E 

3 

10 

c 

3 

Capitán  H . 

11 

c 

1 

Código  Civil  Argentino.  Año  1890 . 

12 

A 

1 

Código  Civil  de  España.  Año  1889 . 

13 

A 

i 

Código  Civil  de  España.  Año  1889 . 

14 

E 

2 

Códigos  Europeos . 

15 

E 

2 

Código  Civil  del  Uruguay.  Año  1879 . 

14 

A 

i 

Código  Civil  de  Guatemala.  Año  1926 . 

15 

A 

i 

Código  Civil  de  Honduras.  Año  1880 . 

7 

E 

i 

Código  Civil  de  El  Salvador.  Año  1893 . 

8 

E 

i 

Código  Civil  del  Perú.  Año  1852 . 

9 

E 

i 

Código  Civil  del  Perú;  Año  1893 . 

10 

E 

i 

Código  Civil  de  México.  Año  1870 . 

11 

E 

i 

Código  Civil  de  Chiapas.  Año  1872 . 

12 

E 

i 

Código  Civil  de  Chile.  Año  1855 . 

13 

E 

i 
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;; 


AUTORES 


Ch 

Chironi . 

D 

Dánvila  y  Collado  M, 
Demolombe  C . 


Domat  J . 

Dom&t  J . 

Dumas  h.,  Alejandro. 

Durrieux  A . 

D’  Aguano  Tose . 

Dalloz . 

De  mugue  R . 


E 

España  G.  R . 

F 

Falcón  Modesto . 

Fernández  Manuel . 

Ferrer  Vicente . 

Fischer  Hans  A . 

Fernández  Elias  C . 

Foignet  R . 

c 

García  Herreros  E . 

García  Moreno  A . 

Georgi . 

González  C.  Teodosio 

Grasierie  R.  de  la . 

Galisset  C.  M . 

GandolfiJ.  B . 

García  Goyena  J . 

Gorosabel  P . 

H 

Heredia  y  Larrea  P... 
Herrero  S . 


i 

Iliering  R.  von .... 

L 

Laurent  J . 

Laurent  J . 

Lastres  F . 

Lelir  Ernesto . 

Lehr  Ernesto . 

Lehr  Ernesto . 

López  de  Haro.... 

López  Narciso . 

Luna  Antonio . 

Lieber  F . 


DEIREIOHO  CIVIL 


NOMBRE  DE  LAS  OBRAS 

c 

/a 

O 

c 

Z 

> 

O 

> 

La  culpa  en  el  Derecho  Civil  Moderno . 

10 

A 

3 

El  Contrato  de  Arrendamiento  v  el  Juicio  de  Deshaucio 

17 

A 

1 

Application  des  lois . 

16 

E 

1 

De  L’  Absence . 

17 

E 

1 

18 

E 

2 

De  la  Paternité . 

19 

E 

1 

20 

E 

1 

21 

E 

9 

Distinction  des  Biens . 

29 

2 

23 

K 

•> 

24 

E 

Donations  entre-vifs  et  testaments . 

2  f> 

E 

6 

26 

E 

o 

Las  leyes  civiles  en  su  orden  natural . 

27 

E 

2 

Oeuvres  complétes . 

28 

E 

9 

La  Recherché  de  la  paternité . 

29 

E 

1 

30 

E 

1 

Derecho  Civil . . . 

31 

E 

1 

12 

c 

3 

Des  Obligations  en  general . . 

13 

C 

5 

Tratado  práctico  del  Testamento  Ológrafo . 

18 

A 

1 

19 

A 

4 

El  Consultor  del  Consejo  de  familia  . . 

20 

A 

1 

Promotores  Fiscales . 

21 

A 

2 

Los  daños  civiles  v  su  reparación . 

22 

A 

1 

32 

E 

1 

14 

c 

3 

La  Sucesión  Contractual . 

23 

A 

1 

Código  Civil  v  de  Comercio  Alemán . 

24 

A 

1 

Teoría  de  las  Obligaciones . 

25 

A 

9 

El  Problema  del  Divorcio  temporal  ante  la  legislación 

1 

20 

A 

1 

Principios  sociológicos  de  Derecho  Civil . 

27 

A 

1 

Corpus  Juris  Civilis . 

33 

E 

1 

Code  Civil  D’  Italia . 

34 

E 

1 

Código  Civil  de  España . 

35 

E 

4 

Código  Civil  de  España . 

36 

E 

1 

El  Testamento  Fonográfico . 

28 

A 

1 

Código  Civil  de  España . 

37 

fe 

1 

29 

A 

1 

Principes  de  Droit  Civil . 

39 

E 

13 

30 

A 

34 

Conferencias  populares  sobre  el  Código  Civil  de  España 

31 

A 

1 

Tratado  de  Derecho  Civil  Germánico . 

32 

A 

i 

Tratado  de  Derecho  Civil  Germánico . 

40 

E 

1 

Derecho  Civil  Ruso . 

41 

E 

1 

Tratado  de  Sucesiones  Testamentarias . 

33 

A 

1 

Derecho  de  Sucesión . 

34 

A 

2 

35 

A 

1 

La  Libertad  Civil . 

42 

E 

2 
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AUTORES 


M 

Mouton  L . 

Maluquer  E . 

Manresa  y  Navarro. 

Marcadé  V . 

Menche  de  Loisne  A. 

Millet  A . 

Morató  R . 

Mourlon  F . 


N 

Naquet  A . 

p 

Ponsá  ( »il  J . 

Pothier . 

Pothier . . 

Pothier . 

Pothier . 

Pothier . 

Pothier . 

Planiol  M . 


R 

Ricci . 

Rivera  M . 

Rodríguez  J.  M . 

s 

Sánchez  Román  F . 

Scaevola  Q.  M . 

Segura  3'  Cabrera  Dr.  A.... 

Sánchez  de  Molina  D . 

Sánchez  Toca . 

Santa  María  de  Paredes  V 
Saint-Joseph  A  de . 

Savatier  R . 

Santai  P . 


T 

Tarragato  Eugenio 
Tarragato  Eugenio 

Troplong  M . 

Troplong  M . 

Troplong  M . 

Troplong  M . 

Troplong  M . 

Troplong  M . 

Troplong  M . 

Troplong  . 

Troplong  M . 

Troplong  M . 

Troplong  M . 

Troplong  M . 

Troplong  M . 

Troplong  M . 


Viso  S. 


Wodon  León. 


DERECHO  CIVIL 


NOMBRE  DE  LAS  OBRAS 

N"  de  Orden 

> 

O 

> 

Diccionario  de  Derecho  Civil . 

36 

A 

3 

Derecho  Civil  de  España . . 

43 

E 

1 

Comentarios  al  Código  Civil . 

44 

E 

11 

Explication  du  Code  Napoleón . , . 

45 

E 

12 

46 

E 

1 

47 

E 

1 

Derecho  Civil  de  España . 

48 

E 

2 

Examen  du  Code  de  Napoleón . 

49 

E 

3 

50 

E 

1 

Sociedades  Civiles,  Mercantiles,  etc . 

37 

A 

3 

La  Compra-venta . 

38 

A 

1 

39 

A 

1 

Oeuvres  completes . 

52 

E 

2 

Contrato  de  Peña . 

53 

E 

1 

54 

E 

1 

55 

E 

1 

15 

c 

3 

40 

A 

17 

41 

A 

1 

56 

E 

3 

Derecho  Civil  Español . 

42 

A 

9 

43 

A 

19 

El  Juicio  de  Desahucio . 

44 

A 

1 

57 

E 

•) 

58 

E 

2 

Derecho  de  Propiedad . : . 

59 

E 

1 

Coneordance  entre  les  Codes  Civils  extrangers  et  le  Code 

60 

E 

5 

1 

La  Recherche  de  la  Paternité . 

16 

c 

1 

L’  Usufruct  des  valeurs  mobiliéres . 

17 

c 

1 

El  Divorcio  en  las  legislaciones  comparadas . 

45 

A 

1 

46 

A 

E 

1 

Du  contrat  de  Mariage . 

61 

4 

Donations  entre-vifs  et  testaments . 

62 

E 

4 

Priviléges  et  Hipothéques . 

63 

E 

4 

Du  Contrat  de  Société . 

64 

E 

2 

De  L’  Echange  et  du  Louage . 

65 

E 

3 

66 

E 

E 

*> 

67 

1 

68 

E 

1 

De  Contrinte  par  corps . 

69 

E 

1 

Du  Nantissement  . 

70 

E 

i 

Du  Depot  et  séquestre . 

71 

E 

1 

Sur  la  transcription . 

72 

E 

1 

E 

1 

De  la  Prescription . 

74 

E 

2 

Derecho  Civil  Español . 

75 

E 

3 

Traité  de  la  Possesión  . 

76 

E 

3 
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SECCION  DE  ESTADISTICA 


CUADRO  ESTADISTICO 

QUE  DEMUESTRA  EL  NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA 
REPUBLICA,  DURANTE  EL  PRESENTE  MES  DE  JUNIO 


(RAMO  CRIMINAL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTAL 

210 

2 

11 

223 

64 

33 

62 

159 

79 

27 

33 

139 

112 

28 

30 

170 

98 

26 

124 

87 

64 

205 

162 

12 

24 

198 

440 

125 

16 

581 

640 

90 

26 

524 

305 

20 

849 

179 

•  357 

5 

541 

420 

120 

65 

547 

258 

1S 

341 

394 

60 

3 

457 

294 

77 

6 

451 

136 

5 

592 

136 

1 

142 

395 

80 

13 

488 

112 

44 

161 

.134 

196 

537 

73 

60 

6 

139 

141 

74 

9 

224 

122 

95 

u 

228 

316 

39 

2 

357 

227 

123 

9 

359 

184 

146 

6 

236 

407 

125 

14 

546 

420 

100 

5 

525 

450 

146 

1 

597 

436 

93 

11 

540 

95 

43 

3 

141 

347 

220 

9 

266 

42 

10 

318 

220  . 

95 

2 

317 

244 

42 

3 

289 

385 

54 

6 

445 

177 

17 

3 

197 

9, SOI 

3,474 

682 

13,757 

La  Sala  que  dictó  mayor  número  de  sentencias  criminales,  fue  la  Ia  de  Apelaciones. 

El  Juzgado  de  la  capital  que  dictó  mayor  número  de  sentencias  en  el  ramo  criminal,  fue  el  f/1  de  1*1  Instancia. 
El  Juzgado  Departamental  que  dictó  mayor  número  de  sentencias  criminales,  fué  el  de  Ia  Instancia  de 
Sacatepéquez. 


Sección  de  Estadística  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  30  de  junio  de  1928 


NOTA:— Los  Juzgados  de  i?  Instancia,  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  Cuadro.no  enviaron  el  resumen  de  las 
resoluciones  dictadas  durante  el  preseute  mes. 
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CUADRO  ESTADISTICO 


QUE  DEMUESTRA  EL 


NUMERO  DE  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS 
LA  REPUBLICA,  DURANTE  EL  PRESENTE  MES 


(RAMO  CIVIL) 


TRIBUNALES 


Decretos 


Corte  Suprema  de  Justicia . 

Sala  19  de  Apelaciones . 

Sala  29  de  Apelaciones . 

Sala  39  de  Apelaciones . 

Sala  49  de  Apelaciones . 

Sala  59  de  Apelaciones . 

Sala  69  de  Apelaciones . 

juzgado  1°  de  líl  Instancia  (Guatemala) . 

juzgado  2*?  de  19  Instancia  (Guatemala) . 

juzgado  3^  de  19  Instancia  (Guatemala) . 

juzgado  de  19  Instancia  de  Amatitlán . 

juzgado  de  19  Instancia  de  Escuintla . 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Saeatepéquez . 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Chimaltenango .. 
Juzgado  de  19  Instancia  de  la  Baja  Verapaz. 
Juzgado  de  19  Instancia  de  la  Alta  Verapaz.. 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Petén . . . 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Suchitepéquez . 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Retalhuleu . 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Sololá . 

Juzgado  l9  de  19  Instancia  (Quezal tenango) 
Juzgado  29  de  19  Instancia  (Quezaltenango) 
Juzgado  39  de  19  Instancia  (Quezaltenango) 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Totonicapán . 

Juzgado  de  19  Instancia  de  San  Marcos . 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Huehuetenango.. 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Quiché . 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Izabal . 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Zacapa . 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Chiquimula . 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Jalapa . 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Jutiapa . 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Santa  Rosa  . 

Juzgado  de  19  Instancia  de  El  Progreso . 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Asunción  Mita... 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Coatepeque . 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Chiquimulilla . 


149 

63 

77 

56 


57 


666 

802 


23 

145 

130 

97 

43 

109 

30 

40 

138 

88 

90 

86 

104 

50 

73 

127 

76 

60 

103 

103 

72 

100 

28 

115 

68 

87 

20 


Totales. 


4,075 


TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE 
DE  JUNIO 


Autos 

Sentencias 

TOTAL 

6 

1 

156 

21 

2 

86 

29 

2 

108 

15 

1 

72 

51 

5 

56 

7 

64 

23 

1 

24 

291 

ii 

968 

322 

13 

1,137 

27 

7 

57 

20 

165 

62 

1 

193 

23 

120 

ii 

4 

58 

68 

8 

185 

8 

38 

38 

4 

82 

62 

2 

402 

93 

181 

45 

i 

136 

72 

i 

159 

98 

4 

116 

40 

3 

93 

128 

i 

202 

45 

4 

176 

36 

2 

114 

20 

SO 

81 

2 

186 

24 

5 

132 

61 

4 

137 

105 

1 

216 

41 

i 

70 

62 

i 

178 

35 

3 

106 

30 

1 

118 

17 

o 

40 

2,117 

99 

6,291* 

La  Sala  que  dictó  mayor  número  de  sentencias  civiles,  fué  la  49  de  Apelaciones. 

El  Juzgado  del  ramo  civil  de  la  capital  que  dictó  mayor  número  de  seutencias,  fué  el  29  de  19  Instancia. 
El  Juzgado  departamental  que  dictó  mayor  numero  de  sentencias  civiles,  fué  el  de  19  Instancia  de  la 
Alta  Verapaz. 

Sección  de  Estadística  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  30  de  junio  de  1928 


NOTA: — Los  Juzgados  de  Instancia,  cuyos  datos  estadísticos  no  aparecen  en  el  presente  Cuadro,  no  enviaron  el  resumen  de  las 

resoluciones  dictadas  durante  el  presente  mes. 
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DECRETOS  LEGISLATIVOS  NUMEROS  15SO  V  1563 

LEY  DE  LO  CONTENCIOSO  ADMINISTRATIVO 

DECRETO  NUMERO  1550 

LA  ASAMBLEA  LEGISLATIVA  DE  LA  REPUBLICA  DE  GUATEMALA, 


CONSIDERANDO  : 

Que  de  acuerdo  con  lo  prescrito  en  las 
disposiciones  transitorias  de  la  reciente 
reforma  a  la  Constitución,  está  obligada  a 
emitir,  en  sus  presentes  sesiones,  la  Ley  de 
lo  Contencioso-Administrativo ; 

POR  TANTO; 

DECRETA: 

La  siguiente : 

Ley  de  lo  Contencioso-Administrativo. 

CAPITULO  I 
Objeto  de  la  ley 

Artículo  1" — El  recurso  contencioso-ad- 
ministrativo  podrá  interponerse  contra  las 
resoluciones  administrativas  que  reúnan  los 
requisitos  siguientes : 

1° — Que  respecto  de  la  resolución  de  que 
se  trata  se  haya  agotado  la  vía  gubernativa 
en  la  forma  que  prescribe  el  artículo  segun¬ 
do  de  esta  Ley  u  otras  leyes  especiales; 

2" — Que  la  resolución  verse  sobre  un 
asunto  en  que  la  autoridad  administrativa 
haya  procedido  en  ejercicio  de  sus  facultades 
regladas ;  es  decir,  en  los  casos  en  que  deba 
acomodar  sus  actos  a  las  disposiciones  de 
una  ley,  de  un  reglamento  o  de  otro  precep¬ 
to  administrativo ; 

3" — Que  la  Administración  haya  vulnera¬ 
do  con  la  resolución  de  que  se  trate  un  de¬ 
recho  de  carácter  administrativo  estableci¬ 
do  anteriormente  en  favor  del  recurrente 
por  una  ley,  un  reglamento  u  otra  disposi¬ 
ción  administrativa. 

Artículo  2” — Todo  el  que  se  crea  perjudi¬ 
cado  por  una  resolución  del  orden  adminis¬ 
trativo,  tendrá  derecho  para  reclamar  ante 
la  autoridad  que  la  haya  proferido,  y  ésta 
estará  obligada  a  elevar  con  informe,  den¬ 
tro  del  término  de  ocho  días,  a  la  Secreta¬ 
ría  de  Estado  correspondiente,  las  diligen¬ 
cias  respectivas  a  efecto  de  que,  oyéndose 
al  Fiscal  del  Gobierno  y  al  Consejo  de  Es¬ 
tado,  se  resuelva  el  asunto  dentro  del  pe¬ 


rentorio  término  de  un  mes,  en  el  cual  se 
incluirán  los  correspondientes  a  las  susodi¬ 
chas  audiencias. 

Respecto  a  las  resoluciones  originarias  de 
las  Secretarías  de  Estado,  podrá  reclamarse 
en  revisión  directamente  y  el  asunto  debe¬ 
rá  resolverse  en  la  forma  y  dentro  del  térmi¬ 
no  indicado. 

Las  resoluciones  administrativas  pueden 
ser  revocadas,  de  oficio  o  a  instancia  de  par¬ 
te,  por  el  funcionario,  empleado  o  tribunal 
que  las  dicte,  salvo  lo  dispuesto  en  el  ar¬ 
tículo  69  de  esta  Ley. 

Transcurrido  el  término  de  un  mes  sin 
que  se  haya  proferido  la  resolución  que  co¬ 
rresponde,  se  tendrá  por  agotada  la  via  gu¬ 
bernativa  y  por  resuelto  desfavorablemente 
en  la  misma  el  asunto  que  motive  el  re¬ 
curso  para  el  efecto  de  poder  recurrir  al 
tribunal  de  lo  contencioso-administrativo. 

Articulo  39 — Podrá  también  interponerse 
el  recurso  de  lo  contencioso-administrativo 
por  la  propia  Administración,  respecto  a 
las  providencias  y  resoluciones  que  por 
acuerdo  gubernativo  se  declaren  lesivas  pa¬ 
ra  los  intereses  del  Estado,  salvo  el  caso  de 
que  hubieren  transcurrido  cinco  años  desde 
la  fecha  en  que  se  profirió  la  resolución  de 
que  se  trata. 

Artículo  4" — Corresponde  también  a  la  ju¬ 
risdicción  contencioso-administrativa,  la  re¬ 
solución  de  las  cuestiones  relativas  al  cum¬ 
plimiento,  inteligencia,  aplicación  y  efecto 
de  los  contratos  celebrados  sobre  obras  y 
servicios  públicos  de  toda  especie.  La  com¬ 
petencia  del  tribunal,  en  estos  casos,  se  ex¬ 
tiende  al  conocimiento  de  los  incidentes  a 
que  den  lugar,  aunque  hayan  de  resolverse 
aplicando  el  derecho  civil. 

Artículo  5“ — El  recurso  contencioso-admi¬ 
nistrativo  podrá  interponerse  igualmente 
contra  las  resoluciones  de  la  administración 
que  lesionen  derechos  particulares  recono¬ 
cidos  y  establecidos  por  la  ley,  cuando  tales 
resoluciones  hayan  sido  adoptadas  como 
consecuencia  de  una  disposición  de  carác¬ 
ter  general,  si  con  ellas  se  infringe  la  ley 
que  establece  o  reconoce  tales  derechos. 
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Artículo  69 — Las  autoridades  administra¬ 
tivas  no  podrán  revocar  de  oficio  sus  pro¬ 
pias  resoluciones  en  los  asuntos  que  den  lu¬ 
gar  al  recurso  contencioso- administrativo, 
después  de  que  tales  resoluciones  hayan  si¬ 
do  notificadas  a  los  particulares  interesa¬ 
dos.  Si  se  dictare  una  resolución  revocando 
otra  consentida  por  el  particular  interesa¬ 
do,  éste  podrá  promover  el  recurso  conten- 
cioso-administrativo,  para  el  solo  efecto  de 
que  se  restablezca  el  imperio  de  la  resolu¬ 
ción  anulada.  No  obstante  se  exceptúan  de 
esta  disposición  las  providencias  que  ten¬ 
gan  por  objeto  rectificar  errores  de  hecho  o 
de  cálculo. 

Artículo  7- — No  son  materia  de  recurso 
contencioso-administrativo : 

l" — Las  cuestiones  que  por  la  naturaleza 
de  los  actos  de  que  nazcan  o  de  la  materia 
sobre  que  versen,  pertenezcan  al  orden  polí¬ 
tico  o  de  gobierno,  o  afecten  a  la  organiza¬ 
ción  del  Ejército  o  a  la  de  los  servicios  ge¬ 
nerales  del  Instado,  y  a  las  disposiciones  de 
carácter  general  relativas  a  la  salud  e  hi¬ 
giene  públicas  y  a  la  defensa  del  territorio, 
sin  perjuicio  del  derecho  a  las  indemniza¬ 
ciones  a  que  puedan  dar  lugar  tales  dis¬ 
posiciones  ; 

2" — Las  cuestiones  de  índole  civil  y  cri¬ 
minal  pertenecientes  a  la  jurisdicción  ordi¬ 
naria,  ni  las  que  por  su  naturaleza  sean  de 
la  competencia  de  otras  jurisdicciones. 

Se  consideran  de  índole  civil  y  de  la  com¬ 
petencia  de  la  jurisdicción  ordinaria  las 
cuestiones  en  que  el  derecho  vulnerado  sea 
de  carácter  civil,  y  también  aquellas  que 
emanen  de  actos  en  que  la  administración 
haya  procedido  como  persona  jurídica,  o  sea 
como  sujeto  de  derechos  y  obligaciones; 

3" — Las  resoluciones  que  se  dicten  con 
arreglo  a  una  ley  que  expresamente  las  ex¬ 
cluya  de  la  vía  contencioso-administrativa ; 

4" — Las  resoluciones  denegatorias  de  con¬ 
cesiones  de  toda  especie  que  se  soliciten  de 
la  administración,  salvo  lo  dispuesto  en  con¬ 
trario  por  leyes  especiales; 

5" — Las  declaraciones  de  la  administra¬ 
ción  sobre  su  competencia  o  incompetencia 
para  el  conocimiento  de  un  asunto. 

Artículo  8" — No  se  podrá  intentar  la  ac¬ 
ción  contencioso-administrativa  en  los  asun¬ 
tos  sobre  cobranza  de  contribuciones  y  de¬ 
más  rentas  públicas  o  créditos  definitiva¬ 
mente  liquidados  en  favor  del  Fisco,  mien¬ 
tras  no  se  realice  el  pago  de  lo  adeudado, 
salvo  que  el  quejoso  haya  sido  previamente 
declarado  pobre  de  solemnidad  en  confor¬ 
mación  con  la  ley. 


Las  autoridades  inferiores  o  los  particula¬ 
res  que  obren  por  delegación  o  como  meros 
agentes  o  mandatarios  de  la  administración 
no  podrán  reclamar  contra  las  resoluciones 
administrativas  que  estén  obligados  de 
cumplir. 

Artículo  9" — El  término  dentro  del  cual 
debe  interponerse  el  recurso  contencioso- 
administrativo,  cualquiera  que  sea  el  asun¬ 
to  de  que  se  trate,  será  el  de  tres  meses  pa¬ 
ra  presentes,  salvo  el  de  la  distancia  y  de 
seis  meses  para  ausentes,  contados  desde  el 
día  siguiente  al'de  la  notificación  de  la  re¬ 
solución  administrativa. 

CAPITULO  II 

Organización  del  Tribunal  de  lo  Conten¬ 
cioso -Administrativo 

Artículo  10. — El  Tribunal  de  lo  Conten- 
cioso-Administrativo  se  compondrá  de  tres 
miembros  propietarios  y  tres  suplentes, 
nombrados  en  la  siguiente  forma :  un  pro¬ 
pietario  y  un  suplente  por  la  Asamblea  Na¬ 
cional  Legislativa;  un  propietario  y  un  su¬ 
plente,  por  el  Presidente  de  la  República, 
y  un  propietario  y  un  suplente  por  la  Corte 
Suprema  de  Justicia. 

El  Tribunal  será  presidido  por  el  miem¬ 
bro  nombrado  por  la  Asamblea  Nacional 
Legislativa. 

Artículo  11. — Para  ser  miembro  del  Tri¬ 
bunal  se  requieren  las  calidades  y  condi¬ 
ciones  siguientes : 

1® — Ser  guatemalteco  natural  de  los  com¬ 
prendidos  en  el  artículo  59  de  la  Constitu¬ 
ción  de  la  República; 

2° — Ser  de  estado  seglar; 

39 — Estar  en  el  goce  de  los  derechos  de 
ciudadano ; 

4" — Ser  Abogado  de  los  tribunales  de  la 
República ; 

5" — Haber  sido  Juez  de  1»  Instancia  o 
Magistrado  de  la  Corte  de  Justicia,  duran¬ 
te  un  período  de  cuatro  años,  o  haber  ejer¬ 
cido  la  profesión  de  Abogado  durante  seis 
años  o  tener  cinco  años  entre  el  ejercicio 
de  la  profesión  y  el  desempeño  de  los  car¬ 
gos  relacionados. 

Artículo  12. — Los  miembros  del  Tribunal 
de  lo  Contencioso-Administrativo  gozarán 
de  las  preeminencias  e  inmunidades  de  los 
Magistrados;  durarán  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  cuatro  años,  y  sólo  podrán  ser 
separados  de  sus  cargos,  por  las  causales  y 
en  la  forma  que  determinan  los  párrafos 
59  y  69  del  artículo  85  de  la  Constitución. 
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CAPITULO  III 
De  las  parles 

Artículo  13. — Tienen  facultad  para  inter¬ 
venir  en  la  sustanciación  de  los  recursos 
contencioso-administrativos : 

U — Los  particulares  directamente  intere¬ 
sados  en  la  cuestión  de  que  se  trate,  por  sí 
o  por  medio  de  representante  legal; 

2" — La  Administración ; 

3'-’ — El  Ministerio  Público. 

Artículo  14. — Las  sociedades,  compañías, 
corporaciones  y  asociaciones  estarán  obliga¬ 
das  a  demostrar  en  todo  caso,  su  personali¬ 
dad  jurídica,  acompañando  al  libelo  en  que 
interpongan  el  recurso,  los  documentos  jus¬ 
tificativos. 

CAPITULO  IV 

Procedimienlo  Contencioso- Administrativo 

Artículo  15. — El  recurso  contencioso-ad- 
ministrativo  se  interpondrá  por  medio  de 
un  escrito,  que  redactado  en  términos  res¬ 
petuosos  y  comedidos,  y  en  el  papel  del  se¬ 
llo  correspondiente,  deberá  contener: 

1" — El  nombre,  apellido  y  residencia  ac¬ 
tual  del  recurrente ; 

2" — Exposición  razonada  de  los  hechos 
que  motiven  el  recurso; 

3'-' — Fundamentos  legales  en  que  lo  apoye; 

4" — Lugar,  fecha  y  firma. 

Artículo  16. — El  memorial  en  que  se  in¬ 
terponga  el  recurso  deberá  ir  acompañado  : 

le — Del  poder  o  documento  que  acredite 
la  personalidad  del  compareciente,  si  este 
no  fuere  el  mismo  interesado; 

2" — El  documento  o  documentos  que  justi¬ 
fiquen  el  derecho  del  recurrente; 

3’ — La  copia  certificada  de  la  resolución 
contra  la  cual  se  interponga  el  recurso,  que 
podrá  suplirse  con  la  indicación  precisa  del 
expediente  en  que  hubiere  recaído. 

Artículo  17. — Presentado  que  sea  el  re¬ 
curso,  el  Tribunal  pedirá  directamente  del 
funcionario,  despacho  u  oficina  contra  cu¬ 
ya  resolución  se  reclame,  dentro  del  térmi¬ 
no  de  cuarenta  y  ocho  horas,  las  diligencias 
que  hayan  motivado  el  recurso.  El  funcio¬ 
nario,  despacho  u  oficina  requeridos  debe¬ 
rán  remitir,  sin  demora  alguna,  las  diligen¬ 
cias  pedidas  por  el  Tribunal,  el  cual  acusa¬ 
rá  desde  luego  el  recibo  correspondiente  in¬ 
dicando  la  hora  y  fecha  de  la  entrega. 

Artículo  18. — Si  transcurriere  el  término 
de  tres  días,  más  el  de  la  distancia  en  su  ca¬ 
so,  sin  que  la  autoridad  requerida  cumpla 
con  la  obligación  de  remitir  las  di.igencias, 
el  Tribunal,  de  oficio,  señalará  el  nuevo 


término  de  veinticuatro  horas  para  la  re¬ 
misión  de  los  autos,  bajo  apercibimiento  de 
proceder  por  desobediencia  grave  contra  la 
autoridad  remisa. 

Artículo  19. — Si  no  obstante  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior,  la  autoridad  requeri¬ 
da  persistiere  aún  en  su  negativa  de  enviar 
las  diligencias  solicitadas,  el  Tribunal  pro¬ 
cederá  a  conocer  del  recurso,  teniendo  co¬ 
mo  base  el  solo  dicho  del  actor,  sin  perjui¬ 
cio  de  proceder  en  la  forma  legal  contra  el 
desobediente. 

No  obstante  las  diligencias  solicitadas,  po¬ 
drán  presentarse  por  la  Administración  al 
Tribunal  en  cualquier  estado  del  juicio. 

Artículo  20. — Después  de  cumplidas  las 
prescripciones  a  que  se  refieren  los  artícu¬ 
los  17,  18  y  19,  el  Tribunal,  si  encontrare 
arreglado  a  derecho  el  recurso,  dictará  pro¬ 
videncia  mandando  a  oír  por  el  término  de 
tres  días  a  la  autoridad  contra  la  cual  se 
haya  interpuesto  y  al  Ministerio  Público. 

Artículo  21. — Al  evacuarse  las  audiencias 
a  que  se  refiere  el  articulo  que  precede,  las 
partes  deben  interponer  las  excepciones  pro¬ 
cedentes  y  acompañar  todos  los  documentos 
necesarios. 

Tanto  el  recurrente,  como  la  autoridad 
contra  la  cual  se  reclame  y  el  Ministerio 
Público,  están  obligados  a  proponer  en  su 
primer  escrito,  todas  las  pruebas  conducen¬ 
tes  al  esclarecimiento  de  los  hechos. 

Artículo  22. — De  todo  escrito  que  se  pre¬ 
sente  al  Tribunal  de  lo  Contencioso-Admi- 
nistrativo,  así  como  de  los  documentos  que 
se  acompañen,  se  presentarán  tantas  copias, 
cuantas  sean  las  partes  que  intervengan  en 
el  recurso.  Esas  copias  deberán  ser  firma¬ 
das  por  la  parte  que  las  presente  y  serán 
entregadas  por  la  Secretaría  del  Tribunal 
previa  confrontación  con  los  originales,  a 
los  interesados,  aún  cuando  no  sea  el  caso 
de  evacuarse  una  audiencia. 

Artículo  23. — Las  excepciones  dilatorias 
deberán  resolverse  previa  citación  de  las 
partes,  dentro  del  improrrogable  término  de 
ocho  días,  contado  desde  la  fecha  en  que 
fueren  evacuadas  las  audiencias. 

De  la  prueba 

Artículo  24. — Resueltas  las  excepciones  di¬ 
latorias,  de  hecho  quedará  abierto  el  recur¬ 
so  a  prueba  por  el  improrrogable  término 
de  quince  días,  empezará  a  correr  después 
de  notificadas  las  partes  y  el  Ministerio 
Público. 

Dentro  del  indicado  término  probatorio 
solamente  se  podrán  recibir  las  pruebas  que 
las  partes  hayan  propuesto  de  conformidad 
con  la  fracción  segunda  del  artículo  21. 
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Artículo  25. — Si  antes  de  que  fenezca  el 
término  probatorio,  las  partes  han  produci¬ 
do  todas  las  pruebas  ofrecidas,  deberá  dar¬ 
se  por  vencido  dicho  término. 

En  todo  caso  la  Secretaría  del  Tribunal 
hará  constar,  de  oficio,  el  vencimiento  del 
término  probatorio,  y  pondrá  en  los  autos 
constancia  detallada  de  la  prueba  pro¬ 
ducida. 

Artículo  26. — Después  de  notificado  a  las 
partes  el  vencimiento  del  término  proba¬ 
torio,  los  autos  quedarán  en  la  Secretaría  del 
Tribunal  por  tres  días,  a  efecto  de  que  se 
enteren  de  ellos  y  aleguen  lo  que  a  su  de¬ 
recho  corresponda. 

Artículo  27.— Las  personas  que  interven¬ 
gan  en  la  substanciación  del  recurso,  po¬ 
drán  proponer  por  escrito  las  preguntas  que 
deseen  hacer,  relativas  a  los  hechos  que  en 
el  mismo  se  ventilen,  a  los  Jefes  de  las  Ofi¬ 
cinas  y  funcionarios  públicos,  quienes  esta¬ 
rán  obligados  a  contestar  bajo  su  respon¬ 
sabilidad  personal,  dentro  del  término  que 
el  Tribunal  les  señale. 

Artículo  28. — Los  interrogatorios  a  que  se 
contrae  el  artículo  que  precede,  deberán  ser 
entregados  sin  demora  alguna,  bajo  cono¬ 
cimiento,  a  la  autoridad  que  deba  contes¬ 
tarlos. 

Artículo  29. — El  Tribunal  de  lo  Contencio- 
so-Administrativo  a  su  prudente  arbitrio,  y 
para  el  mejor  esclarecimiento  de  lo.§  hechos, 
podrá  decretar,  por  una  sola  vez,  la  prácti¬ 
ca  de  las  diligencias  que  considere  oportunas. 

Artículo  30. — Vencido  el  término  a  que  se 
refiere  el  artículo  26,  o  practicadas,  en  su 
caso,  las  diligencias  que  se  decreten  para 
mejor  fallar,  el  Tribunal,  de  oficio,  llamará 
autos  con  citación  para  sentencia  y  fallará 
el  asunto  dentro  del  término  de  tres  días 
improrrogables. 

Artículo  31. — La  sentencia  tendrá  por  ob¬ 
jeto:  revocar,  confirmar  o  reformar  la  reso¬ 
lución  administrativa  que  dió  origen  al  re¬ 
curso  y  contra  ella  no  cabrá  otra  acción  que 
la  de  responsabilidad. 

Artículo  32. — El  Tribunal  al  fa-lar  en  defi¬ 
nitiva,  impondrá  la  condenación  en  costas  a 
la  parte  que  haya  procedido  con  temeridad. 

De  la  ejecución  de  las  sentencias 

Artículo  33. — En  todo  caso  las  sentencias 
deberán  notificarse  a  la  autoridad  contra  la 
cual  se  haya  recurrido,  para  su  debido  cum¬ 
plimiento  y  ejecución. 

Artículo  34. — El  Tribunal  de  lo  Conten- 
cioso-Administrativo  tendrá  facultad  para 
requerir  el  auxilio  y  la  cooperación  de  cual¬ 


quiera  autoridad  o  funcionario,  a  efecto  de 
llevar  adelante  la  ejecución  y  cumplimiento 
de  las  sentencias  que  pronuncie. 

Disposiciones  generales 

Artículo  35. — El  Tribunal  de  lo  Conten- 
cioso-Administrativo  podrá  acordar,  a  su 
prudente  arbitrio,  según  las  circunstancias, 
la  suspensión  de  las  resoluciones  adminis¬ 
trativas  contra  las  cuales  se  haya  recurrido, 
exigiendo,  o  no,  fianza  bastante  del  recu¬ 
rrente  por  los  daños  y  perjuicios  a  que  pue¬ 
da  dar  lugar  la  improcedencia  de  su  acción. 

Artículo  36. — La  renuncia,  remoción  o  tras¬ 
lado  del  empleado  o  funcionario  público 
contra  quien  se  haya  recurrido,  no  le  eximi¬ 
rá  de  las  responsabilidades  a  que  hubiere 
lugar  por  abuso  o  extralimitación  de  fun¬ 
ciones. 

Artículo  37. — Cuando  por  motivo  de  una 
misma  resolución  administrativa,  se  inicia¬ 
ren  distintos  recursos  contencioso-adminis- 
trativos,  el  Tribunal,  de  oficio,  o  a  solici¬ 
tud  de  parte  legítima,  decretará  la  acumula¬ 
ción  de  los  autos,  a  fin  de  resolverlos  en 
una  misma  sentencia.  Después  de  citadas 
las  partes  para  sentencia,  la  acumulación 
sólo  podrá  ser  decretada  dé  oficio. 

Si  fueren  dos  o  más  las  personas  que  re¬ 
presentaren  un  mismo  derecho,  estarán  obli¬ 
gadas  a  unificar  su  personería.  Para  tal 
efecto,  ya  sea  a  solicitud  de  parte  o  de  ofi¬ 
cio,  se  les  señalará  el  término  de  tres  días 
y  si  transcurriere  éste,  sin  haberse  cumpli¬ 
do  con  el  mandato  judicial,  de  oficio,  se  les 
nombrará  un  personero.  El  nombramiento 
deberá  recaer  en  alguno  de  los  particula¬ 
res  interesados. 

Artículo  38. — Los  particulares  que  resul¬ 
ten  perjudicados  o  favorecidos  por  la  dispo¬ 
sición  o  resolución  recurrida,  pueden  aper¬ 
sonarse  en  el  recurso,  en  cualquier  estado 
en  que  se  encuentre,  y  estarán  obligados 
también  a  unificar  sus  respectivas  acciones 
bajo  la  pena  prevista  en  el  artículo  que 
precede. 

CAPITULO  V 

Del  Tribunal  de  Conflictos  de  Jurisdicción 

Artículo  39. — Los  Tribunales  de  lo  Conten- 
cioso-Administrativo  y  de  Conflictos  de  Ju¬ 
risdicción,  en  la  sustanciación  y  resolución 
de  los  asuntos  de  que  conozca,  con  res¬ 
pecto  a  lo  que  esté  previsto  en  la  presente 
Ley,  estarán  a  lo  dispuesto  en  el  Código  de 
Procedimientos  Civiles,  en  cuanto  fuere 
aplicable. 
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Artículo  40. — Los  conflictos  de  jurisdic¬ 
ción  que  se  susciten  entre  el  Tribunal  de  lo 
Contencioso-Administrativo  y  la  Adminis¬ 
tración  Pública,  o  entre  aquél  y  la  jurisdic¬ 
ción  ordinaria,  serán  dirimidos  por  el  Tri¬ 
bunal  que  esta  Ley  establece. 

Articulo  41. — El  Tribunal  de  Conflictos 
de  Jurisdicción  se  organizará:  con  dos  Di¬ 
putados,  un  propietario  y  otro  suplente, 
nombrados  por  la  Asamblea  Legislativa;  un 
Magistrado  propietario  y  otro  suplente,  elec¬ 
tos  por  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  entre 
sus  miembros,  mediante  sorteo;  y  dos  Con¬ 
sejeros  de  Estado,  uno  propietario  y  otro  su¬ 
plente,  electos  por  el  propio  Consejo,  por 
mayoría  de  votos. 

El  miembro  nombrado  por  el  Consejo  de 
Estado,  presidirá  el  Tribunal. 

CAPITULO  VI 

Artículo  42. — El  Ejecutivo  queda  encar¬ 
gado  de  dar  cumplimiento  a  este  Decreto,  a 
fin  de  que  el  primero  de  septiembre  del  co¬ 
rriente  año  comience  a  funcionar  el  Tri¬ 
bunal  de  lo  Contencioso-Administrativo. 


Pase  al  Ejecutivo  para  su  publicación  y 
cumplimiento. 

Dado  en  el  Salón  de  Sesiones  dg  la  Asam¬ 
blea  Legislativa  :  en  Guatemala,  a  veintiocho 
de  mayo  de  mil  novecientos  veintiocho. 

A.  Rivera  P., 

Presidente. 

Federico  Carbonell  R., 

Secretario, 

Raf.  Castellanos  A., 

Secretario. 

Casa  del  Gobierno:  Guatemala,  cinco  de 
junio  de  mil  novecientos  veintiocho. 

Publíquese  y  cúmplase. 

L.  CHACON. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Gobernación  y  Justicia, 

L.  Alberto  Paz  y  Paz. 


CREACION  DE  LA  UNIVERSIDAD 
NACIONAL  DE  GUATEMALA 


DECRETO  NUMERO  1563 


LA  ASAMBLEA  LEGISLATIVA  DE 

CONSIDERANDO: 

Que  el  ídcíso  6°  del  artículo  77  de  la 
Constitución  establece  que  toca  a  la  Asamblea 
Legislativa  organizar  la  Universidad  Nacional; 

CONSIDERANDO: 

Que  la  reforma  Universitaria  debe  inspirar¬ 
se  en  las  necesidades  perentorias  y  peculiares 

Ley  Orgánica  de  la 

CAPITULO  I 
De  la  Universidad 

Artículo  1° — Se  restablece  la  Universidad 
Nacional  de  Guatemala  con  sede  en  la  capital 
de  la  República. 

Artículo2? — La  Universidad  Nacional  es  una 
entidad  jurídica,  con  autonomía  suficiente 


LA  REPUBLICA  DE  GUATEMALA, 

del  país,  que  reclama  atención,  estudio  y  cuida 
do  para  los  problemas  de  la  educación  nacional 
y  del  analfabetismo, 

POR  TANTO; 

DECRETA: 

La  siguiente 

Universidad  Nacional. 

dentro,  del  organismo  del  Estado,  para  el 
fomento,  desarrollo  y  divulgación  de  la  ciencia, 
letras  y  artes  en  todas  sus  manifestaciones  y 
para  su  aplicación  efectiva  en  las  distintas 
actividades  del  saber  humano. 

Artículo  3o — La  educación  que  haya  de 
darse  en  las  dependencias  de  la  Universidad, 
será  integral,  debiendo  procurar  no  sólo  la 
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preparación  científica  sino  la  formación  del 
carácter  del  estudiante  con  la  enseñanza  y  las 
sanciones  que  autoricen  los  respectivos  regla¬ 
mentos  y  el  desarrollo  físico  por  medio  del 
cultivo  asiduo  del  deporte. 

Artículo  4o — La  Universidad  tendrá  a  su 
cargo  lo  concerniente  a  los  estudios  superiores 
en  todas  las  ramas  del  conocimiento  científico: 
a  su  cuidado  queda  el  acervo  cultural  de  la 
Nación  y  habrá  de  procurar  en  todo  tiempo  por 
el  progreso  de  la  técnica  y  sus  aplicaciones. 

Artículo  5o— Se  reincorporan  a  la  Universi¬ 
dad  Nacional  las  actuales  Facultades  de  Dere¬ 
cho,  Notariado  y  Ciencias  Político-Sociales,  de 
Medicina  y  Cnugía;  de  Farmacia  y  Ciencias 
Naturales  y  de  Ingenieiía  para  que,  en  lo 
sucesivo  continúen  como  organismos  depen¬ 
dientes  de  la  Universidad  a  fin  de  que  la 
unidad  de  dirección  se  presten  la  ayuda  mutua 
que  requiere  la  formación  del  espíritu  univer¬ 
sitario. 

Artículo  6o— Se  crea  la  Facultad  de  Humani¬ 
dades  y  Ciencias  de  Educación,  que  tendrá  por 
objeto  el  perfeccionamiento  de  la  instrucción 
universitaria  impartida  por  las  demás  escuelas 
de  la  Universidad,  mediante  el  complemento 
de  las  humanidades  (ciencias  filosóficas,  histo¬ 
ria  y  literatura),  y  la  formación  de  personal 
idóneo  que  estudie  y  se  dedique  a  la  implanta¬ 
ción  de  una  política  educacional  en  consonan¬ 
cia  con  las  necesidades  del  país.  Dicha 
Facultad  se  formará,  por  ahora,  con  los  Maestros 
que  hayan  salido  al  exterior  a  especializarse  y 
con  aquellas  otras  personas  que  la  Asamblea 
Universitaria  disponga. 

Artículo  7o — Para  el  cumplimiento  de  sus 
fines,  la  Universidad  tendrá  derecho  de  vigilan¬ 
cia  sobre  las  Escuelas  de  Bellas  Artes,  los 
Museos,  Monumentos  y  obras  de  arte  nacional, 
ruinas  históricas  y  de  la  civilización  indígena, 
Bibliotecas,  Archivos  Oficiales  y,  en  general 
sobre  todo  aquello  que  diga  relación  con  la 
cultura.  Este  derecho  se  ejercerá  con  el  fin  de 
poner  en  conocimiento  de  las  autoridades 
superiores  cuantos  hechos  y  circunstancias 
reclamen  una  medida  que  deba  ser  dictada  por 
éstas. 

Artículo  8? — Igualmente  organizará  un  De¬ 
partamento  de  Extensión  Universitaria  con  los 
subsidios  que  le  proporcione  el  Estado  y  con 
cualesquiera  medios  de  que  pueda  disponer, 
dando  preferencia  en  este  ramo  a  la  divulgación 
de  aquellas  enseñanzas  que  más  convengan  al 
desenvolvimiento  cultural  del  pueblo  y  a  la 
mejor  aplicación  de  los  principios  científicos  a 
la  agricultura,  artes  manuales  e  industriales  y 
a  los  modos  de  cooperación  y  organización 
gremial. 

Habrá,  además,  cátedras  libres  para  toda 
clase  de  estudios;  y  el  Consejo  Superior  fomen¬ 
tará  y  reglamentará  su  funcionamiento. 


CAPITULO  II 

De  las  Facultades  Universitarias 

Artículo  9o — Las  Facultades  son  institutos 
en  donde  se  imparte  y  practica  la  enseñanza 
superior.  Están  formadas  por  profesionales 
graduados  en  las  propias  Facultades,  por  los 
incorporados,  los  Profesores,  los  docentes  libres 
y  una  Junta  Directiva. 

Artículo  10. — Lis  Escuelas  de  la  Facultad  de 
Ciencias  Político-Sociales  impartirán  la  ense¬ 
ñanza  que  establezcan  los  planes  de  estudio  que 
se  elaboren  como  lo  dispone  la  presente  lev,  a 
efecto  de  preparar  los  grados  y  títulos  signien 
tes:  Abogado,  Notario,  Doctoren  Derecho  Civil, 
Doctor  en  Ciencias  Económicas,  Administrati¬ 
vas  y  Financieras  y  Doctor  en  Ciencias 
Políticas. 

Para  optar  a  cualesquiera  de  los  doctorados 
que  autoriza  este  artículo  se  requiere  haber 
cursado  y  aprobado  la  carrera  de  Abogado. 

La  misma  Facultad  establecerá  y  mantendrá 
una  sección  de  Ciencias  Administrativas  y 
Financieras  que  tengan  por  objeto  la  prepara¬ 
ción  de  personal  idóneo  con  destino  a  los 
servicios  públicos  y  a  la  carrera  administrativa. 

Los  Estatutos  universitarios  reglamentarán 
los  requisitos  indispensables  para  optar  a  los 
doctorados  mencionados  en  este  artículo,  y  a  los 
de  las  carreras  de  Medicina  y  Cirugía  y  de 
Ciencias  Naturales,  así  como  a  los  que  en  lo 
futuro  establezca  el  Consejo  de  la  Universidad. 

Artículo  11. — Las  Escuelas  de  la  Facultad  de 
Ciencias  Médicas  impartirán  la  enseñanza  en 
las  siguientes  secciones: 

a)  de  Medicina,  Cirugía  y  sus  especialidades; 

ó)  de  Enfermedades  tropicales  y  Parasito¬ 
logía; 

c)  de  Odontología; 

d)  de  Psiquiatría  y  Medicina  Legal; 

e)  de  Asistencia  Sanitaria; 

J)  de  Fisiología  Experimental; 

g)  de  Bacteriología  y  Serología; 

h)  de  Enfermeras; 

i)  de  Comadronas. 

Para  optar  a  cualesquiera  de  los  títulos  a  que 
se  refieren  los  . incisos  ó),  d),  e),  J)  y  g),  se 
requiere  haber  obtenido  el  de  Médico  y 
Cirujano. 

Artículo  12. — Las  Escuelas  de  la  Facultad  de 
Ciencias  Naturales  preparan  para  la  carrera  de 
Farmacéutico,  de  Químico  Industrial,  de  Quí¬ 
mico  Agrícola,  de  Químico  Minero,  de  Químico 
Azucarero,  de  Químico  Legista  y  de  Agtónomo 
y  Veterinario. 

Artículo  13. — Las  Escuelas  de  la  Facultad  de 
Ciencias  Físico-Matemáticas  impartirán  la 
enseñanza  correspondiente  para  optar  al  título 
de  Ingeniero  Civil,  de  Ingeniero  Topógrafo,  de 
Ingeniero  Militar,  de  Ingeniero  Geógrafo,  de 
Ingeniero  de  Minas,  de  Ingeniero  Arquitecto, 
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de  Iugeniero  Sanitario,  de  Ingeniero  de  Ferro¬ 
carriles,  de  Ingeniero  de  Caminos,  Puentes  y 
Calzadas  y  de  Ingeniero  Electro-Mecánico. 

Artículo  14  — Las  Escuelas  de  Humanidades 
y  Ciencias  de  Educación  impartiián  las 
enseñanzas  que  respondan  al  doble  fin  de 
preparar  Profesores  para  las  Cátedras  de  las 
Escuelas  Normales,  Secundaria  y  Especial  y  de 
otorgar  títulos  de  Doctor  en:  a)  Filosofía  y 
Ciencias  de  Educación;  6)  Historia;  c)  Letras;  y 
de  Profesor  Normal,  secundaria  y  especial  en 
las  especializaciones  siguientes: 

n)  Filosofía  y  Ciencias  de  Educación; 

b)  Historia  y  Geografía; 

c)  Letras; 

d)  Historia  de  Centro-América  e  Instruc. 
ción  Cívica; 

e)  Matemáticas  y  Física; 

/)  Química  y  Mineralogía; 

g)  Ciencias  Biológicas; 

A)  Ciencias  Comerciales  y  Hacendarías. 

Artículo  15. — Bajo  la  vigilancia  y  cuidado  de 
la  Facultad  de  que  habla  el  artículo  anterior, 
se  creará  una  Cátedra  libre  de  Lenguas  Indíge¬ 
nas  y  de  Civilización  Maya-Quiché. 

CAPITULO  III 
Del  gobierno  de  la  Universidad 

Artículo  16. — La  Universidad  estará  regida 
por  un  Rector  o  Piesidente,  por  el  Consejo 
Superior  y  por  la  Asamblea  Universitaria. 

El  Consejo  Superior  lo  constituyen  los 
Decanos  de  las  Facultades  establecidas,  un 
Delegado  del  Gobierno  y  un  Secretario  desig 
nado  por  el  Héctor,  ambos  facultativos. 

La  Asamblea  Universitaria  es  la  reunión  del 
Reetor  que  la  preside,  de  los  miembros  del 
Consejo  Superior,  de  las  Juntas  Directivas,  de 
los  Catedráticos  y  demás  docentes  de  las 
Facultades. 

Artículo  17. — Cada  Facultad  tendrá  una 
Junta  Directiva  compuesta  de  un  Decano,  tres 
Vocales  y  un  Secretario  electos  por  los  Facul¬ 
tativos  presentes  eu  el  acto  de  la  votación  y  de 
un  Facultativo  electo  por  los  estudiantes 
inscritos  en  la  respectiva  Facultad. 

Artículo  18.— El  Rector  es  el  representante 
de  la  Universidad,  cumple  las  resoluciones  del 
Consejo  Superior  y  lo  preside  con  doble  voto 
en  caso  de  empate;  preside,  asimismo,  la 
Asamblea  Universitaria  y  le  corresponde,  por 
derecho,  el  puesto  de  houor  en  todos  aquellos 
actos  que  la  Universidad  celebre.  Será  tam¬ 
bién  Presidente  del  Consejo  Nacional  de 
Educación. 

Artículo  19 — El  Rector  será  electo  por  la 
Asamblea  Universitaria  por  mayoría  absoluta 
de  votos,  durará  en  el  ejercicio  de  sus  funcio. 
nes  cuatro  años  y  deberá  ser  ciudadano 


guatemalteco,  mayor  de  treinta  años  y  diploma¬ 
do  o  incorporado  en  cualesquiera  de  las 
Facultades. 

Artículo  20.  —  El  Decano  es  el  representante 
de  una  Facultad,  preside  la  Junta  Directiva, 
ejecuta  las  resoluciones  de  ésta  y  tiene  doble 
voto  en  caso  de  empate  y  las  demás  atribucio¬ 
nes  que  fijen  los  Estatutos  universitarios. 

Para  ser  electo  Decano  se  requieren  las 
mismas  calidades  que  para  Rector;  y  para  ser 
miembro  déla  Junta  Directiva  de  una  Facultad, 
mayoría  de  edad,  ciudadanía  guatemalteca  y 
diplomado  o  incorporado  en  la  misma  Facultad. 

Artículo  21. — El  Consejo  Superior  tendrá 
como  atribuciones  fundamentales  resolver  en 
última  instancia  las  cuestiones  contenciosas  que 
hayan  fallado  las  Juntas  Facultativas;  y 
dictaminar  técnicamente  en  aquellos  asuntos 
que  le  consulte  el  Ejecutivo  sobre  la  Adminis 
tración  Pública ;  fijar  los  derechos  universi  tarios; 
formular  los  proyectos  de  presupuesto,  aprobar 
los  reglamentos  para  el  régimen  de  los  estudios 
que  deben  hacerse  en  las  Escuelas  Universita¬ 
rias,  e  intervenir  a  las  Facultades  a  pedimento 
de  sus  autoridades  o  de  motu  proprio  por 
inobservancia  de  la  ley  o  de  los  Estatutos. 

El  Consejo  Superior  es  el  poder  gubernativo, 
administrativo  y  pedagógico  déla  Universidad. 

Artículo  22 — Se  tendrá  por  Catedráticos  en 
las  distintas  Escuelas  Facultativas  a  los  que  en 
lo  sucesivo  opten  a  las  Cátedras,  por  oposición 
que  verifiquen  de  conformidad  con  los  Estatu¬ 
tos  universitarios,  o  a  los  que,  por  no  haber 
oposición,  y  en  caso  de  vacancia,  sean  nombra¬ 
dos  por  el  Rector  de  acuerdo  con  las  Juntas 
Directivas  de  la  respectiva  Facultad.  El  título 
de  Profesor  Honorario,  lo  confiere  el  Consejo 
Superior,  pero  sólo  podrá  recaer  en  persona  de 
innegable  competencia  en  la  materia  y  llenando 
las  formalidades  que  prescriben  los  Estatutos. 

Artículo  23. — Ningún  Profesor  universitario 
podrá  ser  removido  de  su  puesto  sin  causa 
justificada  a  juicio  del  Consejo  Superior,  quien 
resolveiá  lo  procedente  después  de  concluida  la 
investigación  que  se  siga  y  oído  que  sea  el 
iuteresado.  Las  causas  de  remoción  serán 
taxativamente  enumeradas  en  los  Estatutos. 

Artículo  24. — Además  de  los  Profesores 
titulares  y  ad  honorem,  el  Consejo  Superior, 
nombrará  para  cada  asignatura,  a  propuesta, 
por  terna  de  las  Facultades,  un  Catedrático 
agregado  o  suplente  con  derecho  a  sucesión 
para  el  caso  de  vacancia  del  titular. 

Cualquier  Facultativo  podrá  optar  por 
oposición,  al  cargo  de  Catedrático  titular  o  de 
agregado  o  suplente. 

La  época  eu  que  se  verifiquen  las  oposicio¬ 
nes  y  las  formalidades  de  las  mismas  se 
fijarán  en  los  Estatutos. 

Artículo  25. — Corresponde  a  la  Junta  Direc¬ 
tiva  de  cada  Facultad,  de  acuerdo  con  el 
personal  docente  de  las  Escuelas  que  dirija  y 
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con  aprobación  del  Consejo  Superior,  formular 
los  planes  de  estudio  y  los  Programas  de 
Enseñanza  para  cada  una  de  las  carreras  que 
se  cursen  e  introducirles  las  modificaciones  que 
la  evolución  del  pensamiento  aconseje. 

El  Decano  convoca  y  preside  la  reunión  de 
los  docentes  de  las  Escuelas  Facultativas;  dos 
docentes  pueden,  asimismo,  pedir  la  convoca¬ 
toria  y  el  Decano  la  acordará.  La  reunión 
de  docentes  conocerá,  además  de  los  asuntos 
que  le  someta  la  Junta  Directiva  y  de  cuales¬ 
quiera  otros  que  por  disposición  de  los 
Estatutos  le  estén  reservados. 

Artículo  26.— La  reunión  ordinaria  de 
docentes  se  verificará  en  la  segunda  quincena 
de  enero  y  celebrarán  cuantas  sesiones  sean 
necesarias  para  despachar  los  asuntos.  Los 
Estatutos  fijarán  las  formalidades  que  deban 
llenarse  para  resolver  en  cada  caso. 

Artículo  27. — La  Asamblea  Universitaria  se 
reunirá  ordinariamente  dentro  de  la  primera 
quincena  de  diciembre  para  conocer  de  la 
Memoria  que  debe  presentar  el  Consejo  Supe¬ 
rior;  juzgar  de  la  gestión  realizada  por  éste  y 
examinar  las  cuentas  que  el  mismo  debe  rendir, 
y  aprobar  el  Presupuesto  General  Universita- 
rio  para  el  año  siguiente.  Igualmente  conocerá 
de  los  asuntos  que  le  someta  el  Consejo 
Superior,  de  las  iniciativas  que  presenten  los 
miembros  que  la  integren  y  de  todo  lo  que  por 
disposición  de  los  Estatutos  le  esté  reservado. 

El  Secretario  de  Educación  tendrá  el  dere¬ 
cho  de  concunir  a  las  deliberaciones  de  la 
Asamblea  Universitaria,  el  de  tomar  parte  en 
ellas,  y  asimismo,  el  de  iniciativa. 

Los  Estatutos  fijarán  las  formalidades  y  el 
quorum  necesario  pira  resolver  en  cada  caso. 

Artículo  28. — La  Asamblea  Universitaria 
será  convocada  a  sesiones  extraordinarias 
cuando  así  lo  disponga  el  Consejo  Superior  de 
la  Universidad;  y  sólo  se  ocupará  de  los  asun¬ 
tos  objeto  de  la  convocatoria. 

CAPITULO  IV 

De  las  incorporaciones 

Artículo  29. — Ningún  habitante  de  la  Na- 
ción  puede  ejercer  en  el  territorio  de  la  Repú¬ 
blica,  una  profesión  universitaria  sin  título 
cuya  validez  haya  sido  establecida  por  la 
Universidad  Nacional. 

Artículo  30 — Es  potestad  exclusiva  del 
Consejo  Superior  acordar  las  incorporaciones 
en  cualesquiera  de  los  Institutos  dependientes 
de  la  Universidad,  de  los  profesionales  del 
país  o  extranjeros  que  hayan  obtenido  su 
diploma  fuera  de  Guatemala.  Oirá  previa¬ 
mente  a  la  Junta  Directiva  de  la  Escuela  que 
corresponda  y  al  resolver  procederá  de  acuer¬ 
do  con  lo  que,  sobre  incorporaciones,  disponga 
la  presente  Ley,  los  tratados  internacionales 
vigentes  y  los  Estatutos. 


Artículo  31. — Para  ser  incorporado  se  nece¬ 
sitan  los  requisitos  siguientes: 

а)  Que  el  título  presentado  provenga  de 
una  institución  que  esté  autorizada  por  las 
leyes  del  país  de  procedencia  para  extender 
títulos  facultativos  y  que  sea  digna  de  crédi¬ 
to  a  juicio  del  Consejo  Superior; 

б)  Que  el  solicitante  identifique  plena¬ 
mente  su  personería; 

e)  Que  no  se  advierta  en  los  documentos, 
que  deben  estar  legalmente  requisitados,  de¬ 
fecto  alguno  que  los  invalide; 

d)  Comprobar  la  residencia  y  buena  con¬ 
ducta  en  el  país  durante  el  semestre  anterior 
a  la  solicitud  de  incorporación,  así  como  la 
buena  conducta  observada  en  el  país  de  su 
anterior  residencia; 

«)  Practicar  examen  general  sobre  todas 
las  materias  que  se  estudien  en  la  Facultad 
que  corresponda  de  acuerdo  con  los  planes 
respectivos.  El  examen  de  incorporación 
debe  ser  teórico  y  práctico. 

f)  Pagar  una  cuota  que  fijarán  los  Estatu¬ 
tos  con  destino  a  loa  fondos  de  la  Universidad. 

Artículo  32. — Los  guatemaltecos  naturales 
que  hayan  obtenido  el  título  fuera  del  país, 
se  incorporarán  si  cumplen  con  los  requisitos 
que  señalan  los  incisos  a),  ó),  c),  d)  y  e). 

CAPITULO  V 

Disposiciones  generales 

Artículo  33. — Los  cursos  preparatorios  de 
que  habla  el  artículo  35  de  la  Ley  Orgánica 
de  Educación  Pública  y  que  constituyen  el 
segundo  ciclo  de  la  Enseñanza  Secundaria, 
deberán  hacerse  en  las  distintas  Facultades  de 
la  Universidad  Nacional  por  el  tiempo  que  los 
Estatutos  determinen. 

Artículo  34. — Para  el  ingreso  a  los  estudios 
de  Enfermeras,  de  Comadronas,  de  Química 
Agrícola,  Minera,  Azucarera,  de  Agronomía  y 
de  cualesquiera  otros  que  el  Consejo  Superior 
designare,  basta  haber  cursado  y  aprobado 
el  primer  ciclo  de  la  Enseñanza  Secundaria. 

Artículo  35. — El  Consejo  Superior,  de 
acuerdo  con  las  Juntas  Directivas  de  las  Es¬ 
cuelas  Profesionales,  dispondrá,  cuando  lo 
considere  pertinente,  que  se  contraten  en  el 
extranjero  uno  o  varios  Profesores  para  que 
vengan  a  prestar  sus  servicios  al  país,  indi¬ 
cando  las  condiciones  y  manera  de  hacer  los 
contratos.  Los  gastos  que  esto  ocasione  se 
costearán  por  la  Universidad  si  tuviere  fondos 
o  rentas  propias  o  con  los  que  para  el  caso 
disponga  en  el  Presupuesto  General  de  Gastos 
de  la  Nación. 

Artículo  36. — Al  concluirse  el  año  universi¬ 
tario  las  Juntas  Directivas  de  cada  una  de  las 
Facultades  abrirán  un  concurso  entre  los  jó¬ 
venes  profesionales  que  hayan  terminado  o 
estén  próximos  a  terminar  su  carrera  ese  año, 
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con  el  fin  de  destinar  a  dos  de  ellos  para 
que  vayan  al  exterior,  por  cuenta  del  Estado, 
a  especializarse  en  los  estudios  de  su  elece;ón; 
y  tendrán  derecho  a  permanecer  fuera  dos 
o  tres  años,  según  lo  determine  la  propia 
Junta. 

Todos  los  estudiantes  que  salgan  ai  extran¬ 
jero  a  seguir  estudios  especiales  porque  hayan 
triunfado  en  los  concursos  de  que  habla  el 
inciso  anterior,  deberán  hacerlo  bajo  contrata 
que  subscriban,  asistidos  por  el  padre  o  tutor 
si  fuesen  menores  de  edad,  comprometiéndose 
a  volver  al  país  a  prestar  sus  servicios  por  un 
tiempo  determinado  y  con  justa  remuneración. 

Artículo  37. — El  Consejo  Superior  nombra 
rá  todos  los  años,  al  finalizar  el  curso  univer¬ 
sitario  y  entre  los  estudiantes  más  distingui¬ 
dos  o  profesionales  jóvenes,  dos  de  ellos  para 
que  vayan  al  extranjero  a  especializarse  en 
los  ramos  siguientes:  Arquitectura,  Astrono¬ 
mía,  Meteorología  y  Sismología. 

Los  gastos  que  por  tal  motivo  se  ocasionen 
los  cubrirá  el  Estado;  y  los  candidatos  se  soje 
tarán  a  lo  que  marca  el  párrafo  último  del 
artículo  anterior. 

Artículo  38. — Para  optar  a  cualesquiera  de 
los  títulos  académicos  que  confieran  los  Insti¬ 
tutos  de  la  Universidad,  se  requiere  la  termi¬ 
nación  de  los  estudios  que  señale  el  plan 
respectivo,  previos  los  exámenes  generales  que 
establezcan  los  Estatutos. 

Cuando  sea  puesta  en  entredicho  la  conduc¬ 
ta  de  un  profesional,  toca  al  Consejo  Superior 
y  a  la  Junta  Directiva  de  la  Escuela  a  que  el 
profesional  pertenezca,  resolver  si  debe  o  no 
continuar  ejerciendo  la  profesión.  Los  Esta¬ 
tutos  indicarán  las  formalidades  que  habrán 
de  seguirse  para  declarar  la  suspensión  tem¬ 
poral  o  definitiva. 

Artículo  39. — El  Consejo  Superior  someterá 
a  la  aprobación  de  la  Asamblea  Universitaria, 
un  plan  de  arbitrios  con  cuyos  recursos  se 
garantice  en  lo  posible  la  independencia  eco¬ 
nómica  de  la  Universidad.  Aprobado  que 
sea,  se  enviará  a  la  Secretaría  de  Educación 
para  que  lo  someta,  como  iniciativa  de  ley,  a 
la  Asamblea  Legislativa  en  sus  próximas  se 
siones  Entre  tanto,  los  recursos  necesarios 
para  la  organización  y  debido  funcionamiento 
de  la  Universidad  se  fijarán  en  el  Presupuesto 
General  de  Gastos  de  la  Nación. 

Artículo  40 — La  Universidad  como  perso¬ 
na  jurídica  podrá  adquirir  bienes,  adminis¬ 
trarlos  y  disponer  de  ellos  libremente. 

Artículo  41. — Las  Juntas  Directivas  formu¬ 
larán  sendos  reglamentos  para  el  régimen 
interior  de  la  Escuela  Profesional  respectiva 
y  serán  sometidos  a  la  aprobación  del  Rector. 
Dichos  reglamentos  contendrán  disposiciones 
claras  y  precisas  que  regulen  la  conducta  de 
los  estudiantes  en  el  seno  de  las  Escuelas 
Profesionales,  y  las  sanciones  que  hayan  de 
imponerse  por  la  infracción  de  las  mismas. 


Los  Estatutos  fijarán  los  casos  en  que  el 
Consejo  Superior  deba  suspender  alumnos  por 
tiempo  determinado,  expulsarlos  o  tomar  cua¬ 
lesquiera  otras  medidas  disciplinarias  de  ca¬ 
rácter  grave. 

Artículo  42  — Todos  los  organismos  direc¬ 
tores  de  la  Uuiversidad  y  de  las  dependencias 
de  la  misma  están  obligados  a  fomentar  y 
ayudar  a  los  estudiantes  en  sus  labores  de 
carácter  científico,  apoyando  a  las  asociaciones 
fundadas  o  que  con  tales  fines  se  funden. 
Igual  ayuda  o  apoyo  tienen  derecho  de  solici¬ 
tar  los  facultativos  que  por  uno  u  otro  con¬ 
cepto  trabajen  en  la  investigación  cienlífica. 

Artículo  43  — Los  pn  fesionales  graduados 
en  la  Universidad  o  incorporados  en  ella,  con 
tinuarán  interviniendo  en  la  vida  y  gobierno 
universitarios,  con  derecho  a  participar  en  la 
elección  de  las  Juntas  Directivas  y  pagarán 
una  cuota  mensual  que  tíjaián  los  Estatutos, 
destinada  a  los  fondos  universitarios. 

Artículo  44. — El  año  lectivo  en  las  Fa¬ 
cultades  principiará  el  10  de  enero  y  termi¬ 
nará  el  31  de  octubre  de  cada  año. 

Artículo  45. — Los  Estatutos  de  la  Uuiversi¬ 
dad  serán  elaborados  por  el  Consejo  Superior 
y  sometidos  al  Ejecutivo  para  su  aprobación. 

Disposiciones  transitorias 

Artículo  46. — Las  elecciones  generales  de 
Rector  y  Juntas  Directivas  para  el  período  de 
1929  a  1932,  se  verificarán  en  el  mes  de  di¬ 
ciembre  próximo. 

Artículo  47  — La  presente  Ley  entrará  a 
regir  desde  el  día  de  su  publicación,  pero  el 
artículo  33,  no  será  puesto  en  vigor,  sino 
hasta  que  sea  promulgada  la  Ley  Orgánica  de 
Educación  Pública. 

Pase  al  Ejecutivo  para  su  publicación  y 
cumplimiento. 

Dado  en  el  Salón  de  Sesiones  de  la  Asam¬ 
blea  Legislativa:  en  Guatemala,  el  treinta  y 
uno  de  mayo  de  mil  novecientos  veintiocho. 

A.  Riveka  P. , 

Presidente. 

Federico  Carbonell  R., 

Secretario. 

Ramón  Calderón, 

Secretario. 

Casa  del  Gobierno:  Guatemala,  nue¬ 
ve  de  junio  de  mil  novecientos  vein¬ 
tiocho. 

Publíquese  y  cúmplase. 

L.  CHACON. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Educación  Pública, 

J.  Antonio  Villaoorta  C. 
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Principales  Funcionarios  del  Poder  Judicial  y  Secretarios  respectivos,  resi¬ 
dentes  en  la  capital  y  dirección  de  cada  uno  de  ellos. 


Corte  Suprema  de  Justicia 

Presidente,  Licenciado  don  José  A.  Medrano,  12 
Avenida  Sur,  número  20. 

Magistrado,  Licenciado  don  Quirino  Flores  y  Flo¬ 
res,  Callejón  del  Colegio,  número  2. 

Magistrado,  Licenciado  don  José  Serrano  Muñoz, 
5"  Avenida  Norte,  número  11. 

Magistrado,  Licenciado  don  Abel  Paredes,  4-  Ave¬ 
nida  Sur,  número  66. 

Magistrado,  Licenciado  don  Juan  Francisco  Ro- 
drígueZj  5:-‘  Calle  Oriente,  número  8B. 

Secretario,  don  Alfredo  Valle  Calvo,  Avenida  Cen¬ 
tral,  número  88. 

Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Carlos  Castellanos  R., 
29  Avenida  Norte,  número  15. 

Magistrado,  Licenciado  don  Francisco  Menéndez 
B.,  11  Calle  Oriente,  número  26. 

Magistrado,  Licenciado  don  Antonio  F.  Aguirre, 

3-  Calle  Poniente,  número  12. 

Fiscal,  Licenciado  don  Alfonso  Hernández  Po- 
lanco,  13  Calle  Oriente,  número  41. 

Procurador,  Licenciado  don  Manuel  Franco  R., 
18  Calle  Oriente. 

Secretario,  Licenciado  don  Carlos  Girón  Zirión, 
99  Calle  Oriente,  número  21. 

Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Daniel  Menéndez  A., 

4-  Avenida  Norte,  número  8. 

Magistrado,  Licenciado  don  Guillermo  Sáenz  de 
Tejada,  11  Avenida  Sur,  número  101. 

Magistrado,  Licenciado  don  Alberto  Argueta  S., 
Calle  Matamoros,  número  7. 


Fiscal,  Licenciado  don  Avelino  F.  Mariscal,  9" 
Calle  Poniente,  número  2. 

Procurador,  Licenciado  don  Héctor  Villagrán,  Ca¬ 
llejón  Concordia,  número  15. 

Secretario,  Licenciado  don  Juan  Fernández  Cór- 
dova,  9?  Avenida  Sur,  número  88. 

Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Daniel  Ramírez,  5“ 
Calle  Poniente,  número  11. 

Magistrado,  Licenciado  don  David  Pivaral,  Ca¬ 
llejón  Variedades,  número  14. 

Magistrado,  Licenciado  don  Fidencio  Duque,  12 
Avenida  Sur,  número  67. 

Fiscal,  Licenciado  don  Filadelfo  de  León,  15  Ca¬ 
lle  Oriente,  número  15. 

Procurador,  Licenciado  don  Leopoldo  Rosales, 
Avenida  Central,  número  78. 

Secretario,  Licenciado  don  Fernando  Orellana,  h., 
4^  Avenida  Sur,  número  92. 

Jueces  de  Primera  Instancia  de  la  Capital 

Juez  V ,  Licenciado  don  Jorge  A.  Serrano,  79  Ca¬ 
lle  Oriente,  número  28. 

Juez  29,  Licenciado  don  Alberto  C.  Camey,  V  Ca¬ 
lle  Oriente,  Jocotenango,  número  4. 

Juez  39,  Licenciado  don  Antonio  Cruz,  13  Aveni¬ 
da  Sur,  número  17. 

Juez  49,  Licenciado  don  Porfirio  Barrios  P.,  49 
Avenida  Sur,  número  58. 

Juez  5V,  Licenciado  don  Juan  Córdova  Cerna,  15 
Calle  Oriente,  número  32. 

Juez  69,  Licenciado  don  Oscar  Zeceña,  29  Calle 
Poniente,  número  6. 


Jueces  de  Primera  Instancia  de  los  departamentos 


Juez  de  Amatitlán,  Licenciado  don  Teodoro  Díaz 
Medrano. 

Juez  de  la  Alta  Verapaz,  Licenciado  don  Libera¬ 
to  Valdés. 

Juez  de  la  Baja  Verapaz,  Licenciado  don  Efraín 
Peñalva. 

Juez  de  Chimaltenango,  Licenciado  don  Pedro 
Contenti,  h. 

Juez  de  Chiquimula,  Licenciado  don  Augusto  Li¬ 
nares  L. 

Juez  de  Escuintla,  Licenciado  don  Oscar  Murga. 

Juez  de  Huehuetenango,  Licenciado  don  Manuel 
J.  Vásquez. 

Juez  de  Izabal,  Licenciado  don  Daniel  Escalante. 

Juez  de  Jalapa,  Licenciado  don  Virgilio  Alvarez. 

Juez  de  Jutiapa,  Licenciado  don  Antonio  Casta¬ 
ñeda. 

Juez  del  Petén,  Licenciado  don  Gilberto  Juárez. 

Juez  del  Quiché,  Licenciado  don  José  Unda 
Murillo. 

Juez  l9  de  Quezatenango,  Licenciado  don  Héctor 
Polanco  R.  . 

Juez  29  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  José 
Vicente  Rodrigue?. 


Juez  3°  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  Angel 
Cuevas  del  Cid. 

Juez  de  Retalhuleu,  Licenciado  dou  Ernesto  An- 
drade. 

Juez  de  Sacatepéquez,  Licenciado  don  Luis  Ar¬ 
turo  González. 

Juez  de  Suchitepéquez,  Licenciado  don  Luis  Fe¬ 
lipe  Rosales. 

Juez  de  Sololá,  Licenciado  don  Miguel  Alvarez 
Lobos. 

Juez  de  San  Marcos,  Licenciado  don  Alfonso 
Carrillo. 

Juez  de  Santa  Rosa,  Licenciado  don  Alfonso  Ci- 
fuentes  S. 

Juez  de  Totonicapán,  Licenciado  don  José  Lean¬ 
dro  Rodas. 

Juez  de  Zacapa,  Licenciado  don  Octavio  Martínez. 

Juez  de  El  Progreso,  Licenciado  don  Francisco 
Valdés  Calderón. 

Juez  de  Coatepeque,  Licenciado  don  Francisco 
Carrillo  h. 

Juez  de  Asunción  Mita,  Licenciado  don  Eduardo 
Rivera  M. 

Juez  de  Chiquimulillaj  Licenciado  don  Carlos  B. 
Rivera. 
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CUADRO 

de  los  señores  Magistrados  de  las  Salas  4a,  5?  y  6a  de  la  Corte  de  Apelaciones,  Procuradores  y  Secretarios 
de  las  mismas,  Magistrados  Suplentes  de  las  seis  Salas,  empleados  especiales  del  Poder  Judicial,  funcionarios 
militares  y  Vocales  de  la  Corte  Marcial;  y  distritos  jurisdiccionales  de  las  seis  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones. 


Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Darío  Molina  P. 
Magistrado,  Licenciado  don  Isaías  Peñalonzo. 

Magistrado,  Licenciado  don  Max.  Palomo  M. 

Fiscal,  Licenciado  don  Abraham  Bustamante. 
Procurador,  Licenciado  don  Enrique  Rodríguez  M. 
Secretario,  Licenciado  don  Gabriel  Cojulún. 

Sala  Quinta  de  a  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Angel  M.  Bocanegra. 
Magistrado,  Licenciado  don  Javier  Ramos  O. 

Magistrado,  Licenciado  don  Lázaro  Valdés. 

Fiscal,  Licenciado  don  Daniel  Arellano. 
Procurador,  Licenciado  don  Emilio  Solís.  (In¬ 
terino). 

Secretario,  don  Francisco  Guerra  y  Guerra. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Francisco  Rodríguez. 
Magistrado,  Licenciado  don  J.  Lorenzo  Hurtado  P. 
Magistrado,  Licenciado  don  Daniel  Escalante. 
Fiscal,  Licenciado  don  Manuel  A.  Núñez. 
Procurador,  Licenciado  don  Francisco  Delgadillo 
Zamora. 

Secretario,  don  A.  Chacón  B. 


CORTE  MARCIAL 

Vocales  Militares  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 

Propietario,  General  de  División  don  Mariano 
Sánchez  O. 

Propietario,  General  de  División  don  Rodolfo  A. 
Mendoza. 

Suplente,  General  de  División  Ingeniero  don  Ra¬ 
món  Alvarado  S. 

Suplente,  General  de  División  Ingeniero  don  Juan 
B.  Padilla. 

Vocales  Militares  para  las  Salas  Primera,  Segunda  y  Tercera 
de  Apelaciones 

Propietario,  General  de  Brigada  don  José  Víctor 
Mejía. 

Propietario,  General  de  Brigada  don  Federico 
Aguilar  Valenzuela. 

Suplente,  General  de  Brigada  don  Ismael  Pache¬ 
co  Quevedo. 

Suplente,  General  de  Brigada  don  Rodrigo  G. 
Solórzano, 


Magistrados  Suplentes 

De  la  Sala  1",  Licenciado  don  José  María  Cuines. 
De  la  Sala  l-,  Licenciado  don  José  Lara. 

De  la  Sala  2",  Licenciado  don  Federico  O.  Salazar. 
De  la  Sala  2",  Licenciado  don  Ernesto  Viteri. 

De  la  Sala  3",  Licenciado  don  Alberto  C.  Camcy. 
De  la  Sala  3’,  Licenciado  don  Federico  Salazar. 
De  la  Sala  4",  Licenciado  don  Miguel  T.  Alvarado. 
De  la  Sala  4",  Licenciado  don  Oscar  A.  Sandoval. 
De  la  Sala  5",  Licenciado  don  Silvano  Duartc. 

De  la  Sala  S’.  Licenciado  don  Antonio  Castañeda. 
De  la  Sala  6’,  Licenciado  don  Juan  C.  Alvarado. 
De  la  Sala  6",  Licenciado  don  Eulogio  González. 

Empleados  Especiales 

Receptor  de  Fondos  Judiciales,  don  Francisco  Ci- 
fuentes  Pontaza.  Bibliotecario,  Bachiller  don  Miguel 
A.  Alvarado,  h. 

Funcionarios  Militares 

Comandantes  de  Armas,  General  don  Doroteo 
Monterroso. 

Auditor  General  de  Guerra  de  la  República,  Li¬ 
cenciado  don  Elíseo  Solís. 

Auditor  de  Guerra  de  este  departamento,  Licen¬ 
ciado  don  Rafael  Nuila. 


DE  LA  REPUBLICA 

Vocales  Militares  para  la  Sala  Cuarta  de  Apelaciones 

Propietario,  Coronel  don  Guillermo  Flores  M. 
Propietario,  Teniente  Coronel  don  Jacobo  Agui¬ 
lar  P. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  J.  Nicolás  López 
Coronado. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  Paulino  Her¬ 
nández. 

Vocales  Militares  para  la  Sala  Quinta  de  Apelaciones 

Propietario,  Coronel  don  Gregorio  M.  Barrientos. 
Propietario,  Coronel  don  Tránsito  'Bonilla. 
Suplente,  Teniente  Coronel  don  Jesús  Palma  y 
Palma. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  Adrián  Salazar  B. 

Vocales  Militares  para  la  Sala  Sexta  de  Apelaciones 

Propietario,  Teniente  Coronel  don  Rodolfo  Cár¬ 
denas. 

Propietario,  Comandante  don  Daniel  P.  Camey. 
Suplente,  Coronel  don  Guadalupe  Santiago  R. 
Suplente,  Teniente  Coronel  <lon  Cipriano  E.  Or¬ 
dénen. 
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DISTRITOS  JURISDICCIONALES 


Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  l9  y  6'  de  Guatemala  y  Juzgados  de 
1-  Instancia  y  Comandancias  de  Armas  de  Amati- 
tlán  Petén,  Santa  Rosa  y  Baja  Verapaz;  y  Juzga¬ 
do  Territorial  de  Chiquimulilla. 

Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  2V  y  49  de  1"  Instancia  de  Guatemala 
y  Juzgados  de  l"  Instancia  y  Comandancias  de  Ar¬ 
mas  de  Chimaltenango,  Alta  Verapaz  y  Escuintla. 

Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  39  y  59  de  V  Instancia  de  Guatemala, 
Comandancias  de  Armas  de  Guatemala,  Juzgado 
de  1-  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de  Sa- 
catepéquez;  y  Juzgado  Territorial  de  El  Progreso. 


Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  l9,  29  y  39  de  1’  Instancia  y  Comandan¬ 
cias  de  Armas  de  Quezaltenango  y  Juzgados  de  1’ 
Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de  San  Mar¬ 
cos  y  Retalhuleu;  y  Juzgado  Territorial  de  Coa- 
tepeque. 

Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  l9  Instancia  y  Comandancias  de  Ar¬ 
mas  de  Jalapa,  Jutiapa,  Chiquimula,  Zacapa  e  Iza- 
bal,  y  Juzgado  Territorial  de  Asunción  Mita. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  l9  Instancia  y  Comandancias  de  Ar¬ 
mas  de  Totonicapán,  Sololá,  Quiche,  Huehuetenan- 
go  y  Suchitepéquez. 


PERMANENTE 


La  Corte  Suprema  de  Justicia  está  dis¬ 
puesta  a  atender  las  indicaciones  que  haga 
la  prensa  seria,  acerca  de  los  medios  que 
puedan  emplearse  para  el  progresivo  me¬ 
joramiento  de  la  administración  de  justi¬ 
cia;  despachará  toda  queja  o  denuncia  que 
se  le  presente  contra  las  autoridades  cuya 


conducta  oficial  está  llamada  a  vigilar,  y,  en 
consecuencia,  espera  que  la  prensa  honra¬ 
da,  imparcial  y  patrióticamente  intenciona¬ 
da,  concrete,  lo  más  que  le  sea  posible,  los 
hechos  y  las  personas  contra  las  cuales  pro¬ 
ceda  hacerse  una  investigación,  porque  de 
lo  contrario  ésta  resultaría  infructuosa- 


